
INICIATIVAS

Trámites que la Presidencia de la Mesa Directiva da a las siguientes iniciativas
presentadas en la sesión:

Que reforma los artículos: 52, 53, 54, 55, 59, 60, 63 y 83 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia electoral. Presentada por el dipu-
tado René Meza Cabrera. Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . .

Que reforma los artículos: 250, 401, 403, 403 Bis, 404 Bis, 404 Ter, 405, 407 y
407 Bis del Código Penal Federal, en materia de delitos electorales. Presentada
por el diputado José González Morfín. Turnada a las comisiones unidas de Justi-
cia y Derechos Humanos y de Gobernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, en materia de ocupación y aprovechamiento sustentable del
territorio; desarrollo metropolitano, y equilibrio ecológico y protección al am-
biente. Presentada por la diputada Guadalupe Morales Rubio. Turnada a las comi-
siones unidas de Desarrollo Metropolitano y de Desarrollo Social. . . . . . . . . . . . .
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De Ley General de Educación Ambiental. Presentada por los diputados Jacqueli-
ne Guadalupe Argüelles Guzmán y Guillermo Velasco Rodríguez. Turnada a las
comisiones unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Medio Am-
biente y Recursos Naturales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el primer y último párrafos del artículo 225, y la fracción I del ar-
tículo 376 Bis de la Ley General de Salud, en relación con medicamentos genéri-
cos intercambiables. Presentada por la diputada María Cristina Díaz Salazar. Tur-
nada a la Comisión de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma diversos artículos de la Ley Federal del Trabajo, en materia de pa-
ternidad responsable y protección de la organización y desarrollo de la familia.
Presentada por la diputada Blanca Eppen Canales. Turnada a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de participación municipal en los procesos de pla-
nificación nacional y de desarrollo metropolitano. Presentada por la diputada Gua-
dalupe Morales Rubio. Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . 

Que expide la Ley Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos, y reforma y adicio-
na diversas leyes fiscales. Presentada por el diputado Francisco Javier Bravo Car-
bajal. Turnada a las comisiones unidas de Gobernación, de Turismo y de Hacien-
da y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

VOLUMEN V

Que deroga diversas disposiciones del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y
expide la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Distrito Fede-
ral. Presentada por el diputado Federico Döring Casar. Turnadas a las comisiones
unidas del Distrito Federal y de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 12, 32, 89, 90, 92 y 93 de la Ley General de Sociedades
Cooperativas. Presentada por el diputado Marcos Morales Torres. Turnada a la
Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona un inciso d) a la fracción III del artículo 5 de la Ley de Amparo, re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Presentada por el diputado Gonzalo Alemán Migliolo. Turna-
da a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que adiciona los artículos 165 Bis y 165 Ter al Código Federal de Procedimien-
tos Penales. Presentada por el diputado Sergio Vázquez García. Turnada a la Co-
misión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. Presentada
por la diputada Dolores del Carmen Gutiérrez Zurita. Turnada a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

537

545

550

553

558

605

632

634

636

642



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2004511

Que adiciona un artículo 196 Quáter al Código Penal Federal, en relación con pi-
ratería en redes públicas de telecomunicaciones. Presentada por el diputado Jorge
Legorreta Ordorica. Turnada a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . .

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, con
el propósito de establecer las normas que regulen e incorporen a las personas con
discapacidad en el ámbito laboral. Presentada por el diputado Francisco Javier
Bravo Carbajal. Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversos artículos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para establecer las figuras de plebiscito y referéndum. Pre-
sentada por la diputada María Angélica Ramírez Luna. Turnada a la Comisión de
Puntos Constitucionales, con opinión de la Comisión de Participación Ciudadana.

Que adiciona el artículo 3º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y diversos artículos de la Ley General de Educación, en materia de educación
cívica, formación de ciudadanía y cultura política democrática. Presentada por la di-
putada Susana Guillermina Manzanares Córdova. Turnada a las comisiones unidas de
Puntos Constitucionales y de Educación Pública y Servicios Educativos. . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona el artículo 41 de la Ley Federal de Cinematografía. Sus-
crita por integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. Turnada a la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía. . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al
Consumidor y del Código Penal Federal, respecto al consumo de medicamentos y
material de curación y de quienes lucren con su venta. Presentada por el diputado
Gonzalo Moreno Arévalo. Turnada a las comisiones unidas de Economía y de Jus-
ticia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Que reforma los artículos 149 Bis, 196, 366, 366 Ter y 366 Quáter del Código Pe-
nal Federal, en relación con víctimas de delitos menores de edad. Presentada por
el diputado Guillermo Enrique MarcosTamborrel Suárez. Turnada a la Comisión
de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma la fracción V del artículo 24 y el artículo 30 de la Ley del Instituto
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, respecto a suprimir
como causa de retiro a militares con enfermedades de más de seis meses y a los
infectados de VIH/SIDA. Presentada por el diputado Pablo Franco Hernández.
Turnada a las comisiones unidas de Seguridad Social y de Defensa Nacional. . . . 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud, en re-
lación con el tabaquismo. Suscrita por integrantes del grupo parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. Turnada a la Comisión de Salud. . . . . . . . . . . .

Que reforma los artículos 4º y 10 de la Ley General de Protección Civil, en rela-
ción con las Unidades Municipales de Protección Civil. Presentada por el diputado
Sergio Armando Chávez Dávalos. Turnada a la Comisión de Gobernación. . . . . .
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Que expide la Ley que Crea el Comité del CXCIV Aniversario de la Instalación
del Primer Ayuntamiento del México Independiente, el 17 de septiembre de 1810,
en la villa de San Miguel El Grande, hoy San Miguel de Allende, Guanajuato. Pre-
sentada por el diputado Armando Rangel Hernández. Turnada a la Comisión de
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona el artículo 74 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para fortalecer las facultades presupuestales de la Cá-
mara de Diputados. Presentada por la diputada Minerva Hernández Ramos.
Turnada a las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y de Presupuesto
y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona los artículos 15, 40 E, 271 y 304 de la Ley del Seguro So-
cial, en relación con el plazo de las cuotas obrero-patronales. Presentada por el
diputado Gustavo Moreno Ramos. Turnada a las comisiones unidas de Trabajo y
Previsión Social y de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 35 y 39, y adiciona los artículos: 39 A, 39 B, 39 C, 39
D, 39 E y 39 F de la Ley Federal del Trabajo, para establecer las figuras de con-
trato de periodo a prueba y de capacitación inicial. Presentada por el diputado
José Erandi Bermúdez Méndez. Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión
Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Que adiciona los numerales tres al artículo 190, y dos y tres al artículo 194; y re-
forma los numerales cuatro, cinco y seis del artículo 190, y uno del artículo 217
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, respecto a en-
cuestas o sondeos de opinión, así como incapacitados, discapacitados y personas
mayores de 60 años. Presentada por el diputado Emilio Zebadúa González. Tur-
nada a la Comisión de Gobernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos 170, 172 Bis y 172 Bis 1 de la Ley Federal del Trabajo,
en relación a trabajadoras embarazadas. Presentada por la diputada Consuelo Muro
Urista. Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. . . . . . . . . . . . . . . . .

Que reforma los artículos 2º y 3º de la Ley Federal Contra la Delincuencia Orga-
nizada, en relación con el tráfico de productos forestales y de especímenes de la
vida silvestre. Presentada por el diputado Guillermo Enrique Marcos Tamborrel
Suárez. Turnada a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma y adiciona los párrafos quinto y antepenúltimo del artículo 99 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia
electoral y de los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración. Presentada por la diputada Rocío Sánchez Pérez. Turnada a la Comisión
de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Con proyecto de decreto, para que se inscriban con letras de oro en el muro de ho-
nor del salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, los nombres de
Jaime Nunó Roca y de Francisco González Bocanegra. Presentada por el diputa-
do Filemón Arcos Suárez. Turnada a la Comisión de Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Que adiciona los artículos 3º y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a fin de establecer el derecho a la cultura y la facultad del Con-
greso para legislar en favor de la materia cultural. Presentada por la diputada Car-
la Rochín Nieto. Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, con opinión
de la Comisión de Cultura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma el segundo párrafo del artículo 66 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y el numeral tres del artículo 4o. de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, respecto a la decisión de
ambas Cámaras del Congreso de la Unión para concluir las sesiones antes de las
fechas indicadas. Presentada por el diputado Gonzalo Moreno Arévalo. Turnada a
las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y de Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que reforma los artículos: 27, 94, 97, 100, 101, 105, 107 y 110 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para incorporar a los Tribunales Agra-
rios dentro del Poder Judicial Federal. Presentada por el diputado Rubén Alfredo
Torres Zavala. Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . 
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.

C. Diputado Wintilo Vega Murillo, vicecoordinador de la
Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión.— Presente.

Iniciativa que reforma y adiciona diversos artículos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia electoral, a cargo del diputado René Meza Cabre-
ra, del grupo parlamentario del PRI 

El suscrito, René Meza Cabrera, diputado federal en ejer-
cicio, miembro de la fracción parlamentaria del Partido Re-
volucionario Institucional, que integra la LIX Legislatura
de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el ar-
tículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta: 

Iniciativa proyecto de decreto para unificar el procedi-
miento de elegir a diputados y senadores al Congreso de la
Unión y la reelección de los primeros, a un solo periodo in-
mediato. Asimismo, el establecimiento del método de refe-
réndum en la duración del periodo presidencial, con base
en la siguiente 

Exposición de Motivos 

La reforma electoral a la cual se han propuesto cambios
significativos que indudablemente la harán más expedita,
equitativa e imparcial, no estará completa, si dejamos de
considerar, examinar, discutir y votar, dos importantes te-
mas que contribuyan a hacer más objetivos y confiables los
procesos electorales y sus resultados nos lleven a acercar-
nos a lograr la perfección democrática. 

Los temas que deben tratarse en esta renovación electoral,
son, primero: la dualidad de los diputados federales y se-
nadores de las Cámaras del Congreso de la Unión, y se-
gundo: la factibilidad de remover al titular del Poder Eje-
cutivo federal, a mediados de su periodo constitucional. 

Primero. Los diputados y senadores por representación po-
pular deben ser elegidos y no designados, faltándoles la
principal característica de ser resultado de una elección pú-
blica, ya no son genuinamente representantes de la nación,
como lo establece el artículo 51 Constitucional, sino que al

ser algunos producto de un proceso plurinominal, son re-
presentantes del partido político que los incluyó en sus lis-
tas regionales. 

Cuando los sistemas y procedimientos electorales tenían
deficiencia y la situación del país propiciaba la hegemonía
de un partido político, con la finalidad de establecer la de-
mocracia en las actividades políticas, se implantaron en el
año 1963, los diputados de partido, que luego se convirtie-
ron en plurinominales, quienes mediante un complejo pro-
cedimiento de circunscripciones, y a través de listas regio-
nales, se designan para integrar junto con senadores
también plurinominales, con los diputados y senadores de
mayoría relativa, las Cámaras de Diputados y Senadores al
Congreso de la Unión. 

Este procedimiento ya no es necesario y debe derogarse; en
la actualidad el Instituto Federal Electoral y el Tribunal Fe-
deral Electoral, organizan y califican elecciones objetivas,
equitativas y confiables, que garantizan el triunfo de los
candidatos que obtuvieron más votos a sus favor en los co-
micios correspondientes. 

Para que el Poder Legislativo sea verdaderamente democrá-
tico, tiene que estar integrado por legisladores iguales desde
su elección, con las mismas facultades, prerrogativas y obli-
gaciones, para lo cual, se propone la reforma de los artículos
constitucionales que regulan la integración de las Cámaras
de Diputados y Senadores al Congreso de la Unión. 

También la práctica ha demostrado que los legisladores que
por primera vez desempeñan el cargo, por lo general des-
conocen la Ley Orgánica y el Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y mientras adquieren la experiencia necesaria
para estudiar, discutir, dictaminar y votar iniciativas y pro-
posiciones, pasa el tiempo de las sesiones y el trabajo le-
gislativo, no progresa con la celeridad que se requiere para
igualar el avance del país, en otros campos de la actividad
nacional. 

En cambio, quienes por segunda o más veces, ocupan una
curul, se desempeñan con más habilidad y en cierta forma
dominan las funciones parlamentarias y muchas veces im-
ponen su voluntad u opinión a los novatos. Estas son algu-
nas de las desventajas de no permitirse la reelección inme-
diata de los diputados. 

Existen también inconvenientes de aprobar la reelección
inmediata de los legisladores, más aún por el antecedente
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histórico de la “no reelección” en los puestos de elección
popular. Ya es tiempo de examinar sin prejuicios esta posi-
bilidad que en la actualidad tiene más ventajas que desven-
tajas. 

El principal argumento válido para aceptar una única ree-
lección inmediata de los diputados, consiste en la posibili -
dad de que las contiendas electorales se realicen bajo el sis-
tema del bipartidismo, al absolver los partidos mayoritarios
a los minoritarios. 

No se puede negar que sea factible, aunque bastante remo-
ta porque en la actualidad en el ámbito político del país, es-
tán ya bien establecidos y delimitados los campos de acti-
vidades, por los tres partidos políticos nacionales, los
cuales representan las tres clásicas tendencias ideológicas
imperantes de manera universal: la derecha representada
por el Partido Acción Nacional; la izquierda por el Partido
de la Revolución Democrática y el centro, el Partido Re-
volucionario Institucional. A estos partidos y según sus
ideales podrían afiliarse los partidos minoritarios, con la
posibilidad de integrar grupos o corrientes dentro del parti -
do mayoritario escogido. Así, habría ahorro en el gasto,
más control en las actividades y más uniformidad en las re-
soluciones, con lo cual nuestro sistema democrático saldría
ganando, al agilizarse el trabajo parlamentario. 

No siendo lo anterior, una posibilidad de pronta realiza-
ción, procede analizar la reelección inmediata y por una so-
la vez de los diputados federales: 

a) El diputado que pretendiera competir para su reelección,
tendría que seguir en contacto con sus electores, para ase-
gurarse su voto en la siguiente elección. Al seguir frecuen-
tando a su comunidad podrá apoyarlos con su función de
gestoría y lo más importante, conociendo sus problemas,
para proponer en la Cámara, acciones para solucionarlos o
iniciativas que favorezcan la pacífica convivencia. 

b) Su segundo periodo sería más fructífero, al disponer ya
de experiencia legislativa, es lógico que su actuación será
más productiva en leyes, decretos y proposiciones. 

c) Es seguro que solamente los que demostraron ser efi-
cientes diputados durante su primer periodo, serían reelec-
tos por sus coterráneos, porque seguramente no se volvería
a votar por quien no cumplió sus promesas de campaña.

Para alcanzar este avance en la actividad política del país y
seguir perfeccionando nuestro sistema democrático, sólo

sería necesario reformar los artículos 52, 53 55, 56, 59, 60
y 63, y derogar el 54 del Capítulo II, Título Tercero, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
como más adelante, se propone en esta iniciativa. 

Segundo. Un sexenio presidencial podría ser poco tiempo
para un Presidente de la República que esté conduciendo al
país acertadamente hacia su consolidación social y progre-
so material. Pero indudablemente es mucho tiempo para
quien no esté realizando sus atribuciones con la atingencia
adecuada y el país no adelante en la consecución de sus
metas. 

Es conveniente y necesario, establecer un mecanismo
constitucional, que a la mitad del sexenio presidencial,
consulte a la nación, acerca de su opinión respecto al de-
sempeño del Presidente de la República en funciones. Este
mecanismo es el referéndum, adoptado y aceptado en va-
rias naciones, por su efectividad. 

Como parte esencial de la Reforma Electoral, estoy propo-
niendo la introducción, en nuestro sistema gubernamental,
del referéndum, para que el pueblo soberano en ejercicio
de las facultades que se le han conferido en el artículo 39
Constitucional, decida si la persona que eligió para que
ejerza el Poder Ejecutivo Federal, deba seguir en su puesto
o ser relevado por otro individuo, aunque no haya conclui-
do el término legal de su mandato. 

Aprovechando que las elecciones de diputados federales,
para renovar la Cámara de Diputados, se realizan a la mi-
tad del periodo presidencial, en el mismo proceso electoral,
con tan sólo incluir una boleta con la pregunta de si debe
seguir en el cargo el Presidente de la República, un breve
sí o un no, sería suficiente para remover al funcionario, sin
tener que emplear mucho tiempo, sin necesidad de realizar
una elección especial o extraordinaria y sin mayores ero-
gaciones del erario. 

Si el resultado del referéndum es por mayoría simple: sí, el
Presidente de la República, continuaría desempeñando sus
funciones hasta la terminación de su sexenio. 

Si por el contrario, el no es mayoritario, el Presidente de la
República cesaría en sus funciones el día 1° del mes de di-
ciembre del año de la elección de diputados federales a mi-
tad de periodo presidencial, y entregaría el poder a la per-
sona que obtuvo el segundo lugar en el cómputo de la
elección celebrada tres años antes. 



Este procedimiento haría innecesaria la realización de una
elección posterior al referéndum o la designación de un
presidente por el Congreso de la Unión, puesto que el can-
didato derrotado en la elección anterior, sería una persona
conocida por la ciudadanía y aceptada por un importante
sector del país. 

Solamente que la persona no pudiera o no quisiera asumir
la responsabilidad de desempeñar la Presidencia de la Re-
pública, se recurriría al procedimiento establecido en el úl-
timo párrafo del artículo 84 constitucional, para que la per-
sona designada en calidad de presidente sustituto, asumiera
el cargo el día 1° de diciembre y concluyera el periodo
constitucional. 

Para introducir el método del referéndum, en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo sería
necesario reformar su artículo 83. 

Por lo expuesto y con fundamento en el artículo 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la
consideración de esta honorable asamblea, el 

Proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
52, 53, 55, 59, 60, 63 y 83 y deroga el 54 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para unifi-
car la elección de diputados y senadores al Congreso de la
Unión y la reelección inmediata de los primeros por un
solo periodo legislativo e introducción en la Constitución
Federal, de la figura del referéndum para ratificar o remo-
ver al Presidente de la República, a la mitad de su periodo
constitucional, para quedar de la siguiente manera: 

Artículo Unico: Se reforman y adicionan los artículos 52,
53, 55, 59, 60, 63 y 83 y se deroga el 54 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los siguien-
tes términos: 

Artículo 52. Se elegirá un diputado propietario por cada
trescientos mil habitantes o por una fracción que pase de
cincuenta mil, teniendo en cuenta el último Censo General
de Población y Vivienda, llevado a cabo por el Instituto
Nacional de Geografía e Informática; pero en ningún caso la
representación de un estado será menor de dos diputados. 

Artículo 53. La elección de diputados será a través del voto
directo, libre y secreto. El Instituto Federal Electoral la or-
ganizará y realizará en los términos señalados por el Códi-
go Federal de Instituciones y Procesos Electorales. 

Artículo 54. Derogado. 

Artículo 55. Para ser diputado se requieren los siguientes
requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano, por nacimiento, en ejercicio de
sus derechos; 

II. Tener veintiún años cumplidos el día de la elección; 

III. Ser originario del estado en que se haga la elección o
vecino de él con residencia efectiva de más de seis meses
anteriores a la fecha de ella; 

La vecindad no se pierde por ausencia en el desempeño de
cargos públicos de elección popular; 

IV. No estar en servicio activo en el Ejército federal ni te-
ner mando en la policía o gendarmería rural en el distrito
donde se haga la elección, cuando menos noventa días an-
tes de ella; 

V. No ser secretario o subsecretario de Estado, ni ministro
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a menos que
se separe definitivamente de sus funciones noventa días an-
tes de la elección, en el caso de los primeros dos años, en
el caso de los ministros; 

Los gobernadores de los estados no podrán ser electos en
las entidades de sus respectivas jurisdicciones durante el
periodo de su encargo, aun cuando se separen definitiva-
mente de sus puestos. 

Los secretarios de gobierno de los estados, los magistrados
y jueces federales o del estado no podrán ser electos en las
entidades de sus respectivas jurisdicciones si no se separan
definitivamente de sus cargos noventa días antes de la elec-
ción; y 

VI No ser ministros de algún culto religioso.

Artículo 56. La Cámara de Senadores se compondrá de
tres miembros de cada estado y tres por el Distrito Federal,
electos directamente, en los términos que disponga el Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

La Cámara de Senadores se renovará en su totalidad cada
seis años. 
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Artículo 59. Los senadores no podrán ser reelectos para el
periodo inmediato. 

Los diputados al Congreso de la Unión, podrán ser reelec-
tos por una sola vez, para el periodo inmediato. 

Los senadores y diputados suplentes podrán ser electos
para el periodo inmediato con el carácter de propietarios,
siempre que los primeros no hubieren estado en ejercicio;
pero los senadores y diputados propietarios no podrán ser
electos para el periodo inmediato con el carácter de su-
plentes. 

Artículo 60. El organismo público previsto en el artículo
41 de esta Constitución, de acuerdo con lo que disponga la
ley, declarará la validez de las elecciones de diputados y se-
nadores y otorgará las constancias respectivas. 

Las determinaciones sobre la declaración de validez, el
otorgamiento de las constancias de diputados o senadores,
podrán ser impugnadas ante las salas regionales del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en los
términos que señala la ley. 

Artículo 63. Las Cámaras no pueden abrir sus sesiones, ni
ejercer su cargo sin la concurrencia, en el Senado de las dos
terceras partes, y en la de Diputados, de más de la mitad del
número total de sus miembros; pero los presentes de una y
otra deberán reunirse el día señalado por la ley, y compeler
a los ausentes a que concurran dentro de los treinta días si-
guientes, con la advertencia de que si no lo hiciesen, se en-
tenderá por ese solo hecho que no aceptan su encargo, lla-
mándose luego a los suplentes, los que deberán presentarse
en un plazo igual, y si tampoco lo hiciesen, se declarará va-
cante el puesto y se convocará a nuevas elecciones. 

Se entiende también que los diputados o senadores que fal-
ten diez días consecutivos, sin causa justificada o sin pre-
via licencia del Presidente de sus respectivas Cámaras, con
la cual se dará conocimiento a esta, renuncian a concurrir
hasta el periodo inmediato, llamándose desde luego a los
suplentes. 

Si no hubiese quórum, para instalar cualquiera de las Cá-
maras, o para que ejerzan sus funciones una vez instaladas,
se convocará inmediatamente a los suplentes para que se
presenten a la brevedad a desempeñar su cargo, entre tanto
transcurren los treinta días de que antes se habla. 

Incurren en responsabilidad, y se harán acreedores a las
sanciones que la ley señale, quienes habiendo sido electos
diputados o senadores, no se presenten, sin causa justifica-
da a juicio de la Cámara respectiva, a desempeñar el cargo
dentro del plazo señalado en el primer párrafo de este artí-
culo. También incurren en responsabilidad, que la misma
ley sancionará, los partidos políticos nacionales que, ha-
biendo postulado candidatos en una elección para diputa-
dos o senadores, acuerden que sus miembros que resultaren
electos no se presenten a desempeñar sus funciones. 

Artículo 83. El Presidente entrará a ejercer su encargo el
día 1° de diciembre y durará en él seis años. Salvo lo dis-
puesto en el párrafo cuarto. El ciudadano que haya desem-
peñado el cargo de Presidente de la República, electo po-
pularmente, o con el carácter de interino, provisional o
sustituto, en ningún caso y por ningún motivo podrá volver
a desempeñar ese puesto. 

Durante la elección federal que se realiza a la mitad del pe-
riodo presidencial, para renovar la Cámara de Diputados,
se celebrará simultáneamente un referéndum en los térmi-
nos que señale el Código Federal de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales. 

Si el resultado del referéndum es favorable al Presidente de
la República en ejercicio, terminará su periodo constitucio-
nal. 

Pero si es contrario, el Presidente de la República en fun-
ciones, el día 1° de diciembre del año de la elección para
diputados federales, entregará el poder al candidato que en
la elección presidencial pasada, ocupó el segundo lugar en
el cómputo de la votación para este cargo. 

Si por alguna circunstancia esta persona no pudiera o no
quisiera aceptar la responsabilidad del cargo, se obrará en
los términos del último párrafo del artículo 84 de esta
Constitución y el día 1° de diciembre de ese año, se verifi-
cará el cambio del Poder Ejecutivo Federal. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día 1° de
enero del año 2006. 

Segundo. El Congreso de la Unión dispondrá lo necesa-
rio para adaptar al Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales a los preceptos relativos de esta



Constitución, con la oportunidad necesaria para que entren
en vigencia simultáneamente con las presentes reformas. 

Tercero. Los diputados de la LIX Legislatura no podrán re-
elegirse esta vez de manera inmediata, al terminar su pe-
riodo legislativo. 

Sala de sesiones de la Cámara de Diputados.— México,
DF, a 27 de abril de 2004.— Dip. René Meza Cabrera (rú-
brica).»

Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, en materia de delitos electorales,
presentada por el diputado José González Morfín, del gru-
po parlamentario del PAN, en la sesión del jueves 29 de
abril de 2004 

El que suscribe, diputado federal de la LIX Legislatura del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 55, fracción
II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de este H. Congreso de la Unión,
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones del Código
Penal Federal, en materia de delitos electorales, misma que
se fundamenta y motiva bajo la siguiente 

Exposición de Motivos 

El Partido Acción Nacional concibe la democracia como
una forma de gobierno y un estilo de vida que se funda en
el respeto a los derechos individuales, sociales y políticos. 

Asimismo, pensamos que todo régimen democrático debe
respetar, promover y garantizar mediante procedimientos
electorales imparciales y objetivos, el derecho del ciudada-
no a intervenir en el proceso de integración de los órganos
del Estado. 

México es un país con vocación democrática. Durante los
últimos años, específicamente a partir de 1973, se han lle-
vado a cabo reformas muy importantes en el ámbito políti -
co-electoral que han venido a mejorar la calidad democrá-
tica de nuestra práctica política. 

Durante ese proceso de cambios en que se vio inmerso
nuestro país, los delitos en materia electoral sufrieron una
trasformación: de simples faltas administrativas pasaron a
ser figuras debidamente tipificadas en los códigos penales,
tanto el federal como los locales. 

Además, como consecuencia de lo anterior, la Procuradu-
ría General de la República creó la Fiscalía Especializada
para Delitos Electorales, encargada de la prevención y per-
secución de los delitos electorales, constituyéndose así co-
mo el Ministerio Público de la materia. 

Sin lugar a dudas, el avance que se ha tenido en lo relativo
a los delitos electorales, vino a mejorar las condiciones en
que se dan los procesos electorales. Sin embargo, desde mi
punto de vista, es necesario llevar a cabo algunas modifi -
caciones al Título Vigésimo Cuarto del Código Penal Fe-
deral, con objeto de continuar avanzando en la consolida-
ción de nuestro régimen democrático, dada la importancia
que éste tiene para garantizar la expresión libre de la vo-
luntad ciudadana. 

En tal virtud, el valor que protege el derecho electoral, es
la soberanía popular, la legitimidad de origen que debe sus-
tentar todo poder democrático, la voluntad ciudadana que
debe ser respetada por sobre toda circunstancia de carácter
político. El derecho electoral no solamente protege a los
ciudadanos en una contienda, no se limita a hacer que se
respete a los partidos políticos en sus correspondientes pre-
rrogativas y derechos, ni se conforma con que los órganos
electorales sean simples árbitros neutrales de una lucha po-
lítica, sino también, se encarga de proteger los valores fun-
damentales que debe ostentar todo sistema democrático. 

Por lo anteriormente señalado, los procesos electorales
constituyen instrumentos indispensables para poder dar va-
lidez a los principios básicos de la organización del poder
público en nuestro país, en donde “la justicia electoral, se
erige en la garantía final de toda democracia, que supone la
subordinación del poder al derecho a través de la Constitu-
ción y las leyes. Las instituciones de justicia electoral guar-
dianas de las instituciones político-democráticas consagra-
das normativamente, proveen a la vez con instrumentos y
mecanismos para procesar los coflictos derivados de las
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elecciones y asignan a los jueces la delicada responsabili-
dad de encontrar la razón y el alcance del derecho que le
corresponde a cada parte en pugna”.1

En este orden de ideas, estamos conscientes de que una de
las mayores aspiraciones ciudadanas es que los procesos
electorales sean transparentes y confiables; por ello, es ne-
cesario contar con una legislación que a la vez que preven-
ga la solución de los distintos problemas que presentan los
procesos electorales, sancione debidamente a todo aquel
individuo que atente contra las instituciones y los procesos
fundamentales de carácter político electoral, que tanto tra-
bajo y esfuerzo han costado al país, máxime cuando nos
encontramos ante el reto de consolidar nuestra democracia;
una democracia que sea permanente, que funcione, que sea
sustentable, que sea la piedra angular para el desarrollo na-
cional y que se funde en los verdaderos valores político-de-
mocráticos a los que debemos aspirar y por los que debe-
mos luchar. 

A los ojos de Acción Nacional, no escapa a la realidad de
que actualmente existen nuevas conductas antisociales cu-
ya ejecución y sus efectos trascienden el perfeccionamien-
to de los actos jurídicos electorales y constituyen verdade-
ros ataques a las instituciones sociales. La sociedad y el
propio Estado son las víctimas de quienes las cometen. Es
por ello que se hace necesario tipificar este tipo de con-
ductas que atetan contra las más vitales estructuras sociales
y político-electorales de nuestro país, a efecto de propor-
cionar a la autoridad competente las herramientas necesa-
rias que permitan combatir y sancionar conductas reproba-
bles; que una sociedad democrática como la nuestra aspira
a erradicar por completo. 

Si bien en las últimas décadas, la justicia electoral en nues-
tro país ha venido enfrentando una serie de cambios pro-
fundos, los cuales han influido de manera determinante en
la conformación de una verdadera cultura democrática; de-
bemos de estar conscientes de que estos importantes avan-
ces de la década de los noventa, no significan que el pro-
ceso ha terminado y que la materia electoral ha quedado
legislativamente agotada. Por el contrario, la sociedad evo-
luciona y las necesidades también, máxime en un país co-
mo el nuestro, que se encuentra en pleno proceso de con-
solidación democrática. Es por ello que se hace necesario

proseguir en la búsqueda de medidas legislativas que ga-
ranticen de manera más efectiva la libertad, el secreto, la
universalidad, la individualidad y la honestidad del sufra-
gio, es decir, la libre expresión de la voluntad ciudadana
expresada de manera individual en los procesos electora-
les. 

En tal contexto, en mi carácter de legislador de Acción Na-
cional, en el cumplimiento de mi función y deber, conside-
ro que es fundamental perfeccionar nuestro marco jurídico
en materia de justicia penal electoral, con el objetivo de ga-
rantizar de manera más eficaz, que las elecciones se ape-
guen a los principios de legalidad, equidad, certeza, objeti-
vidad, profesionalismo y transparencia, estableciendo para
tal efecto nuevos tipos penales en materia electoral, que di-
suadan o, en su caso, castiguen las conductas que perturban
los bienes jurídicos tutelados bajo esos principios. 

En este sentido, con la seria intención de contribuir a la
búsqueda de medidas eficaces que incidan en la solución
de dicha situación, se plantea ante esta H. soberanía la pre-
sente iniciativa, la cual tiene por objeto establecer un mar-
co jurídico adecuado en materia de delitos electorales,
acorde con la realidad por la que atraviesa el sistema elec-
toral de nuestro país, misma que se encuentra principal-
mente enfocada en los siguientes aspectos: 

Sanción penal específica a quien suplante a funcionarios
electorales. 

Actualmente, no se encuentra tipificada por la legislación
penal federal, la conducta relativa a la suplantación de fun-
cionarios electorales, siendo el caso que dicha conducta se
encuentra tipificada, y consecuentemente es sancionada,
por algunas legislaciones de carácter local. 

En tal virtud, si bien es cierto que el propio Código Penal
Federal, en su artículo 250 fracción I, sanciona con prisión
de uno a seis años y multa de cien a trescientos días al que
sin ser funcionario público, se atribuya ese carácter y ejer-
za alguna de las funciones de tal; es decir, establece un ti-
po penal genérico aplicable a todo individuo que pretenda
suplantar a un funcionario público. Es indispensable que la
usurpación de funciones electorales se establezca como un
delito autónomo, ya que la usurpación de funciones electo-
rales violenta además un doble bien jurídico tutelado: el
debido desarrollo de los procesos electorales y evitar que
no exista subversión a la voluntad popular. Por tal motivo,
se propone adicionar al Código Penal Federal, un artículo

1 De la Peza, José Luis, “Notas sobre la justicia electoral en Mé-
xico”, en J. Jesús Orozco Henríquez (compilador), Justicia Elec-
toral en el Umbral de Siglo XXI. Memoria del III Congreso In-
ternacional de Derecho Electoral. Tomo III, México, UNAM. 



403 Bis a fin de sancionar penalmente a quien usurpe el ca-
rácter de funcionario de casilla o al que sin ser funcionario
electoral, se atribuya ese carácter y ejerza o pretenda ejer-
cer alguna de las facultades legalmente conferidas a dicho
funcionario, estableciéndose una multa que va de los cien
a cuatrocientos días, así como una pena de prisión de dos a
ocho años. 

En consecuencia, se propone reformar también la fracción
I del artículo 250 del Código Penal Federal, relativo al de-
lito genérico de usurpación de funciones, con el fin de evi-
tar una doble penalización, estableciendo para tal efecto
que respecto a quien cometa esta conducta, usurpando fun-
ciones electorales, será sancionado en los términos de lo
previsto en el artículo 403 Bis de este Código. 

Sanción penal a los dirigentes sindicales que ejercen pre-
sión a sus agremiados para votar a favor de un determina-
do partido político. 

Se propone establecer un tipo penal que sancione a los di-
rigentes sindicales que ejercen presión a sus agremiados
para votar a favor de un determinado partido político, en
virtud de que desafortunadamente dicha situación ha llega-
do a constituir una arraigada y viciada práctica dentro de
nuestro sistema sindical mexicano. 

Estas conductas afectan de manera grave las prerrogativas
o libertades de los gobernados, ya que, por un lado, se afec-
ta la libertad de sufragio de sus agremiados, (la cual debe
de ser universal, libre, secreta, particular y directa), y por
otro lado, se ve afectada la libertad y democracia sindical
que debe de imperar en este tipo de organizaciones socia-
les de carácter laboral, situaciones que sin duda alguna re-
percuten en la esfera democrática, al violentarse la volun-
tad general mediante las afectaciones individuales que la
conforman. 

El empleo de los sindicatos para fines de constreñimiento
político sobre sus miembros, constituye un acto antidemo-
crático e indebido, por desvirtuar la naturaleza esencial
para las cuales fueron creadas este tipo de organizaciones
de carácter laboral, es decir, para el estudio, promoción, re-
presentación y adecuada defensa de sus intereses. En tal
virtud, es menester que las organizaciones sindicales de
nuestro país gocen de una verdadera democracia interna,
asegurando en todo momento la representación interna de
sus agremiados, sin permitir ningún tipo de presión políti-
ca, violencia, amenaza o sanción económica, motivadas
por cuestiones de carácter eminentemente político. 

Por ello, con la finalidad de pugnar por el absoluto respeto
a la democracia y libertad sindical que debe de imperar en
las instituciones sindicales encargadas de la representación
de los intereses de los trabajadores, así como garantizar la
observancia de los derechos de los trabajadores en forma
individual, velando por la eliminación absoluta de todas las
prácticas de presión que en un momento dado ejercen de-
terminados partidos políticos sobre los trabajadores sindi-
calizados, para que voten a favor de un determinado candi-
dato o partido político, se propone adicionar al Código
Penal Federal, un artículo 404 Bis, a efecto de crear un tipo
penal específico, encargado de sancionar con cien a tres-
cientos días multa y seis meses a cuatro años de prisión, a
quien valiéndose del cargo que ocupa dentro de una agru-
pación de carácter sindical, induzca u obligue a los traba-
jadores miembros del sindicato, a emitir su voto en favor
de un determinado partido político o candidato. 

Sanción penal a quien induzca al voto por una relación la-
boral o profesional. 

Al igual que se propone un tipo penal para sancionar a los
dirigentes sindicales que induzcan u obliguen al voto de
sus sindicalizados a favor de determinado partido político,
es establecer un tipo penal que sancione a quien valiéndo-
se de su autoridad o jerarquía, derivada de una relación la-
boral, induzca u obligue a sus trabajadores a emitir su voto
a favor de un determinado partido político o candidato, en
virtud de que es del conocimiento que determinados elec-
tores dada sus condiciones económicas o la necesidad de
un trabajo, puedan ser víctimas de estas conductas que
afectan la libertad del sufragio y con ello la conformación
de las instituciones democráticas. En tal sentido, se propo-
ne adicionar al Código Penal Federal un artículo 404 Ter, a
efecto de crear un tipo penal específico, para sancionar con
cien a doscientos días de multa y prisión de tres meses a
dos años, a quien valiéndose de su autoridad o jerarquía,
derivada de una relación laboral o profesional, induzca u
obligue a un elector a que vote o no a favor de un determi-
nado partido político o candidato. 

Sanción agravada para los casos de vandalismo electoral. 

Actualmente el Código Penal Federal prevé como conduc-
ta delictiva en materia electoral, el hecho de que se obsta-
culice o interfiera dolosamente el desarrollo normal de las
votaciones, el escrutinio y cómputo, el traslado y entrega
de los paquetes y documentación electoral, o el adecuado
ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; el
que introduzca o sustraiga de las urnas ilícitamente una o
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más boletas electorales, o se apodere, destruya o altere bo-
letas, documentos o materiales electorales, o impida de
cualquier forma su traslado o entrega a los órganos compe-
tentes; así como, el que impida en forma violenta la insta-
lación de una casilla, o asuma dolosamente cualquier con-
ducta que tenga como finalidad impedir la instalación
normal de la casilla. Conductas delictivas que actualmente
se encuentran previstas en el artículo 403, concretamente
en las fracciones IV, X y XII respectivamente, disponiendo
una sanción de diez a cien días multa y prisión de seis me-
ses a tres años. 

Si bien dichas conductas típicas y antijurídicas se conside-
ran adecuadas, es conveniente que cuando éstas sean co-
metidas por grupos o por individuos de manera colectiva la
sanción sea mayor ya que la afectación que ello provoca
vulnera de manera más grave el bien jurídico tutelado por
estos delitos, así como presenta un mayor grado de peli-
grosidad en cuanto la ejecución de las mismas. En conse-
cuencia se propone adicionar un párrafo segundo al artícu-
lo 403, a efecto de establecer que cuando las conductas a
que se refieren las fracciones IV, X y XII del referido ar-
tículo, se realicen por grupo o grupos, que en conjunto sean
mayores de cinco personas, se les aumentará hasta en una
cuarta parte más la pena señalada en el párrafo que antece-
de. Asimismo, se propone establecer que cuando concurran
las circunstancias anteriormente señalas, además de la
pena prevista, se aplicará a los autores intelectuales y a
quienes dirijan dichos actos, de uno a seis años de prisión. 

Sanción penal a los electores que voten utilizando una cre-
dencial para votar falsa. 

En los tipos penales previstos por el Código Penal Federal
en materia de delitos electorales, no existe conducta típica
alguna que sancione específicamente la conducta relativa a
la utilización por parte de los electores de una credencial
para votar falsa; toda vez que si bien se tipifican como de-
litos dentro del artículo 403 del Código Penal Federal, con-
ductas tales como el votar a sabiendas de que no cumple
con los requisitos de la ley (fracción I), o votar o pretender
votar con una credencial para votar de la que no sea titular
(fracción VIII), la conducta en comento no se encuentra
concretamente tipificada dentro de dicho Código Penal Fe-
deral, motivo por el cual se propone adicionar una fracción
XIV al artículo 403, a efecto de sancionar penalmente a
quien vote o pretenda votar utilizando una credencial para
votar falsa. 

Sanción penal al servidor público que impida ilegalmente
reuniones o cualquier otro acto legal de propaganda electo-
ral. 

Toda vez que el artículo noveno constitucional, consagra la
garantía de todos los ciudadanos mexicanos para asociarse
o reunirse en forma pacífica para tomar parte en asuntos
políticos del país, así como el artículo 35 de nuestra Carta
Magna dispone como prerrogativa de todo ciudadano el
asociarse individual y libremente para tomar parte en for-
ma pacífica en los asuntos políticos del país, se considera
necesario que el derecho penal se encargue de tutelar dicha
prerrogativa, castigando al sujeto que impida ilegalmente
reuniones, asambleas o cualquier otro acto de propaganda
electoral realizado de manera pacífica. En tal sentido, se
propone adicionar la fracción V al artículo 407, para san-
cionar al servidor público que impida u obstaculice ilegal-
mente la realización de reuniones, asambleas o cualquier
otro acto legal de propaganda política. 

Perfeccionamiento del tipo penal por el que se da la altera-
ción de actas por parte de los funcionarios electorales. 

Si bien, el tipo penal consistente en alteración de boletas,
documentos o material electoral ya se encuentra contem-
plado en el Código Penal Federal vigente, tanto para cual-
quier individuo (artículo 403 fracción X), así como para
los funcionarios partidistas o candidatos (artículo 406 frac-
ción III). 

No obstante lo anterior, dicha situación no se encuentra
claramente tipificada respecto a los funcionarios electora-
les, toda vez que si bien en la fracción IV del artículo 405
se establece que se impondrá de cincuenta a doscientos días
multa y prisión de dos a seis años, al funcionario electoral
que “altere los resultados electorales, sustraiga o destruya
boletas, documentos o materiales electorales”; es menester
señalar que se considera que dada la redacción del tipo pe-
nal en comento, éste se podría interpretar en el sentido de
que dicha alteración sólo se constriñe a los resultados elec-
torales, sin abarcar lo relativo a las boletas, documentos o
materiales electorales a que hace mención en la parte final
de dicha fracción, por tal motivo se considera pertinente
perfeccionar el contenido y alcance de este supuesto nor-
mativo, y no dejar una fisura en la aplicación del tipo pe-
nal; que abra la oportunidad de conductas que merecen el
reproche penal, por lo que resulta oportuno separar los dos
supuestos normativos previstos en la fracción IV del ar-
tículo 405 y adicionar una fracción XXII, conservando en
la fracción IV como una conducta típica, el alterar de



manera dolosa los resultados electorales, y adicionando en
consecuencia una fracción XII al referido artículo 405, a
efecto de establecer como conducta típica el alterar boletas,
documentos o materiales electorales, además de la sustrac-
ción o destrucción de los mismos. 

Sanción penal y figura típica específica a quien se presen-
te a votar armado, salvo lo dispuesto por la ley electoral o
la ley de la materia. 

Actualmente el Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales prevé una serie de facultades al presi-
dente de la mesa directiva con el fin de preservar el orden
en la casilla y la normalidad de la votación, ordenando el
retiro de cualquier persona que indebidamente interfiera o
altere el orden (artículos 219 y 220). 

No obstante lo anterior, si bien se establece de manera ge-
nérica como delito electoral el “que se obstaculice o inter-
fiera dolosamente en el desarrollo normal de la vota-
ción...”, concretamente en el artículo 401, fracción I del
Código Penal Federal, es pertinente establecer una figura
delictiva específica que sancione a quien sin estar faculta-
do para ello, se presente a votar a una casilla portando ar-
mas, tal y como actualmente se encuentra tipificado en al-
gunas legislaciones estatales. 

Por tanto, se propone adicionar la fracción XV al artículo
403 del Código Penal Federal, a efecto de establecer como
conducta delictiva, el que se presente a votar a una casilla
portando armas, salvo lo dispuesto en la ley electoral o en
la ley de la materia. 

Sanción y figura típica específica a quien altere, borre o
destruya propaganda electoral. 

Como se sabe, la campaña electoral es el conjunto de acti-
vidades llevadas a cabo por los partidos políticos naciona-
les, las coaliciones y los candidatos registrados para la ob-
tención del voto. Asimismo, dentro del proceso de cam-
paña se hace uso de la propaganda electoral, entendida
ésta como el conjunto de escritos, publicaciones, imáge-
nes, grabaciones, proyecciones y expresiones que durante
la campaña electoral producen y difunden los partidos polí-
ticos, los candidatos registrados y sus simpatizantes, con el
propósito de presentar ante la ciudadanía las candidaturas
registradas. Incluso la ley electoral prevé normas específi-
cas respecto a como ha de realizarse dicha propaganda y
otras disposiciones más. No obstante, hoy en día, la altera-
ción, borra o destrucción de dicha propaganda, no es san-

cionada como delito electoral en el ámbito federal, sino
que dicha conducta se investiga y persigue como delito de
daño en propiedad ajena, lo que se considera desafortuna-
do, ya que es muy claro que quien incurre en estas con-
ductas no sólo atenta contra el patrimonio de las personas,
sino también en contra de la actividad electoral de los par-
tidos y candidatos en la promoción del voto, actividad que
es indispensable en las campañas electorales y que fortale-
ce la competitividad y a la democracia. 

Por tanto, se propone tipificar dentro del Código Penal Fe-
deral, de manera específica dichas conductas, por lo que se
sugiere adicionar una fracción XVI al artículo 403, a efec-
to de sancionar penalmente a quien altere, borre o destruya
propaganda electoral de los partidos políticos, coaliciones
o candidatos. 

Sanción y figura típica específica al que obstaculice o se
posesione de oficinas electorales. 

Como se sabe, el Instituto Federal Electoral depositario de
la autoridad electoral en el ámbito federal, es responsable
del ejercicio de la función de organizar las elecciones fe-
derales, y que entre sus fines están los de contribuir al desa-
rrollo de la vida democrática; preservar el fortalecimiento
del régimen de partidos políticos; integrar el Registro Fe-
deral de Electores; asegurar a los ciudadanos el ejercicio de
los derechos político-electorales; vigilar el cumplimiento
de sus obligaciones; garantizar la celebración periódica y
pacífica de las elecciones para renovar a los integrantes de
los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión; velar por
la autenticidad y efectividad del sufragio; entre otros. Asi-
mismo, sabemos que existen órganos electorales centrales
y delegaciones por toda la República, y que para el cum-
plimiento de sus fines cuenta con oficinas. En tal sentido,
se hace necesario que las autoridades electorales no se vean
amenazadas en el adecuado desarrollo de sus funciones, ya
que ello repercute en contra de los procesos electorales y
consecuentemente en que se pueda recoger la voluntad ge-
neral en la conformación de los órganos electos popular-
mente. 

Por tal motivo, se propone adicionar una fracción XVII al
artículo 403 del Código Penal Federal, a efecto de sancio-
nar penalmente a quien obstaculice o se posesione de ofi-
cinas de los órganos electorales o retenga a una o varias
personas, con el fin de obligar a la autoridad electoral, a
que realice un acto de su competencia. 
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Establecer delitos específicos cometidos por observadores
electorales. 

De conformidad con las disposiciones en la materia, es de-
recho exclusivo de los ciudadanos mexicanos participar
como observadores de los actos de preparación y desarro-
llo del proceso electoral, así como de los que se lleven a
cabo el día de la jornada electoral en la forma y términos
en que determine el Consejo General del Instituto, de
acuerdo con las bases que el propio Código Electoral esta-
blece. En todo caso, la observación puede realizarse en
cualquier ámbito territorial de la República Mexicana. 

Asimismo, se ha determinado que los observadores se abs-
tendrán de sustituir u obstaculizar a las autoridades electo-
rales en el ejercicio de sus funciones, e interferir en el desa-
rrollo de las mismas; hacer proselitismo de cualquier tipo o
manifestarse en favor de partido o candidato alguno; exter-
nar cualquier expresión de ofensa, difamación o calumnia
en contra de las instituciones, autoridades electorales, par-
tidos políticos o candidatos; y declarar el triunfo de partido
político o candidato alguno. En sí, la figura de observador
electoral nace a la vida práctica y posteriormente legal, an-
te el hecho de que los ciudadanos más allá de los partidos
políticos, los órganos electorales y autoridades jurisdiccio-
nales en la materia, también contribuyan con su presencia
a que la preparación y desarrollo del proceso electoral
como observadores de que ello se despliega bajo los prin-
cipios de equidad, legalidad, certidumbre y en general de
transparencia que debe prevalecer en la contienda política.
Sin embargo, actualmente no existe una sanción penal en
contra de estos observadores electorales cuando no obser-
ven las prohibiciones legales anotadas, por lo que se consi-
dera viable establecer un tipo penal específico para estos
casos, más aún cuando no se le puede dar un tratamiento
como el de cualquier persona, ya que dado su carácter de
observador legalmente acreditado, la pena debe ser acorde
con el papel o función a desarrollar. 

En consecuencia se propone primeramente adicionar una
fracción al artículo 401, que quedaría como fracción V, y
las fracciones V y VI actuales pasarían a ser las fracciones
VI y VII respectivamente, a fin de definir el concepto de
observador electoral y, adicionar un artículo 407 Bis con
objeto de tipificar las conductas delictivas en que pueden
incurrir los observadores electorales. 

Sanción y tipificación cuando se viole la libre filiación par-
tidista. 

Los sistemas democráticos modernos no pueden ser enten-
didos sin la existencia de partidos políticos, toda vez que
son indispensables para el desarrollo democrático de la na-
ción. Los partidos políticos representan la ideología de gru-
pos sociales y dan legitimidad al sistema político. De las
anteriores funciones resalta de manera principal la impor-
tante tarea legitimadora, toda vez que los partidos políticos
son fundamentales para la conformación de los órganos del
Estado, que implica intervenir en los procesos electorales
federales, estatales y municipales. 

En este sentido, se afirma que los partidos políticos hacen
posible la democracia representativa consagrada en nuestra
Constitución. El artículo 41 constitucional establece que la
renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se reali -
zará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, re-
novación en la que obviamente los partidos políticos son
pieza medular. 

Congruente con lo anterior, si las elecciones son libres, y
los partidos políticos son organizaciones que derivan del
derecho de asociación que corresponde a los ciudadanos
mexicanos, ello implica que la pertenencia a dicha asocia-
ción derive de una manifestación libre, voluntaria e indivi-
dual de las personas, por ello se ha reconocido que “es de-
recho de los ciudadanos mexicanos constituir partidos
políticos nacionales y agrupaciones políticas y afiliarse a
ellos individual y libremente” (artículo 41 constitucional y
artículo 5° del Cofipe), postulado normativo que tiene como
propósito evidente el rompimiento con la práctica nacional
de la afiliación colectiva y en contra del corporativismo. 

Consecuentemente, no debe tolerarse que se viole este de-
recho, y estos actos deben ser sancionados desde la esfera
penal cuando se susciten, ya que actualmente esto no se en-
cuentra previsto por la norma penal federal. Por tal motivo,
se propone adicionar una fracción XVIII al artículo 403 del
Código Penal Federal, a efecto de sancionar penalmente a
quien viole el derecho ciudadano de afiliación libre, volun-
taria e individual, obligando a pertenecer o no a un partido
político. 

Por todo lo anterior, es propósito de la presente iniciativa
incidir en la búsqueda de medidas legislativas viables que
garanticen en mayor grado, la libre expresión de la volun-
tad ciudadana en el desarrollo de los procesos electorales.
Por lo cual se somete a la consideración de esta H. Sobera-
nía, la presente iniciativa que reforma y adiciona diversas
disposiciones legales del Código Penal Federal, en materia
de delitos electorales, misma que tiene por objeto, tipificar



como figuras delictivas las acciones u omisiones que aten-
tan contra el sufragio efectivo, y contra la libre manifesta-
ción ciudadana para integrar los distintos órganos del Esta-
do, y, al mismo tiempo, pretende contribuir a que en
México se lleven a cabo elecciones trasparentes y equitati-
vas, y que, quien lleve a cabo conductas contrarias a los
principios democráticos, sea oportunamente castigado por
las autoridades competentes. 

Por lo expuesto, el que suscribe, diputado federal, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, preocupado por contar con disposiciones legales ade-
cuadas, que se encarguen de velar por el absoluto respeto a
la libertad del sufragio y, en su caso, sancionar toda con-
ducta que atente contra esta garantía esencial del ciudada-
no, así como de fortalecer nuestras instituciones electorales
y la plena observancia a la legislación electoral, presento
con todo respeto a consideración dé ésta honorable Asam-
blea, la presente: 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversos artículos del Código Penal
Federal, en materia de delitos electorales. 

Artículo Unico.- Se reforma la fracción I del artículo 250
así como la fracción IV del artículo 405; se adicionan una
fracción V al artículo 401, pasando las fracciones V y VI a
quedar como las fracciones VI y VII; las fracciones XIV,
XV, XVI, XVII, XVIII así como un último párrafo al ar-
tículo 403; los artículos 403 Bis, 404 Bis y 404 Ter; una
fracción XII al artículo 405; una fracción V al artículo 407,
y un artículo 407 Bis, todos del Código Penal Federal,
para quedar como sigue: 

Artículo 250.-... 

I. Sin ser funcionario público, se atribuya ese carácter y
ejerza alguna de las funciones de tal. Quien cometa esta
conducta, usurpando funciones electorales, será sanciona-
do en los términos de lo previsto en el articulo 403 Bis de
este Código. 

II. a IV. ...

Artículo 401. ... 

I. a IV. ... 

V. Observador electoral, las personas que participan como
observadores de los actos de preparación y desarrollo del
proceso electoral, así como de los que se lleven a cabo el
día de la jornada electoral, y que acrediten tal carácter en
los términos dispuestos por el Código Electoral Federal.

VI. Documentos públicos electorales, las actas de la jorna-
da electoral, las relativas al escrutinio y cómputo de cada
una de las elecciones, paquetes electorales y expedientes
de casilla, las actas circunstanciadas de las sesiones de
cómputo de los consejos locales y distritales, y las de los
cómputos de circunscripción plurinominal y, en general to-
dos los documentos y actas expedidos en el ejercicio de sus
funciones por los órganos del Instituto Federal Electoral; y 

VII. Materiales electorales, los elementos físicos, tales
como urnas, canceles o elementos modulares para la emi-
sión del voto, marcadoras de credencial, líquido indeleble,
útiles de escritorio y demás equipamiento autorizado para
su utilización en las casillas electorales durante la jornada
electoral.

Artículo 403.-.. 

I. a XIII. ... 

XIV. Vote o pretenda votar utilizando una credencial para
votar falsa; 

XV. Se presente a votar a una casilla portando armas; sal-
vo lo dispuesto en la ley electoral o en la ley de la materia; 

XVI. Altere, borre o destruya propaganda electoral de los
partidos políticos, coaliciones o candidatos; 

XVII. Obstaculice o se posesione de oficinas de los órga-
nos electorales o retenga a una o varias personas, con el fin
de obligar a la autoridad electoral, a que realice un acto de
su competencia; o 

XVIII. Viole el derecho ciudadano de afiliación libre, vo-
luntaria e individual obligando a pertenecer o no a un par-
tido político.

Cuando las conductas a que se refieren las fracciones IV,
X y XII se realicen por grupo o grupos, que en conjunto
sean mayores de cinco personas, se les aumentará hasta
en una cuarta parte más la pena señalada en el párrafo que
antecede. Asimismo, y cuando concurran las circunstan-
cias señalas en este párrafo, además de la pena prevista en
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el párrafo primero, se aplicará a los autores intelectuales y a
quienes dirijan dichos actos, de uno a seis años de prisión. 

Artículo 403 Bis. Se impondrá de cien a cuatrocientos días
multa y prisión de dos a ocho años, a quien usurpe el ca-
rácter de funcionario de casilla o al que sin ser funcionario
electoral, se atribuya ese carácter y ejerza o pretenda ejer-
cer alguna de las facultades legalmente conferidas a dicho
funcionario. 

Artículo 404 Bis. Se impondrá de cien a trescientos días de
multa y de seis meses a cuatro años de prisión, a quien va-
liéndose del cargo que ocupa dentro de una agrupación de
carácter sindical induzca u obligue a los trabajadores
miembros del sindicato, a emitir su voto en favor de un de-
terminado partido político o candidato. 

Artículo 404 Ter. Se impondrá de cien a doscientos días de
multa y prisión de tres meses a dos años, al que en cual-
quier momento valiéndose de su autoridad o jerarquía, de-
rivada de una relación laboral o profesional, induzca u
obligue a un elector a que vote o no a favor de un determi-
nado partido político o candidato. 

Artículo 405. ......... 

I. a III. ... 

IV. Altere de manera dolosa los resultados electorales; 

V. a XI. ... 

XII. Altere, sustraiga o destruya boletas, documentos o ma-
teriales electorales.

Artículo 407. ... 

I. a IV. ... 

V. Al que impida u obstaculice ilegalmente la realización
de reuniones, asambleas o cualquier otro acto legal de pro-
paganda política.

Artículo 407 Bis. Se impondrá multa de cincuenta a tres-
cientos días y prisión de uno a cinco años, al observador
electoral que: 

I. Sustituya u obstaculice a las autoridades electorales en el
ejercicio de sus funciones, o interfiera en el desarrollo de
las mismas; 

II. Haga proselitismo de cualquier tipo o se manifieste en
favor de partido o candidato alguno; 

III. Externe cualquier expresión de ofensa, difamación o
calumnia en contra de las instituciones, autoridades electo-
rales, partidos políticos o candidatos; y 

IV. Declare el triunfo de partido político o candidato alguno.

Transitorio 

Unico.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 29 de abril de
2004.— Dip. José González Morfín (rúbrica.)» 

Turnada a las comisiones unidas de Justicia y Derechos
Humanos y de Gobernación. 

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley General de Asentamientos Humanos, a
cargo de la diputada Guadalupe Morales Rubio, del grupo
parlamentario del PRD. 

C.C. Secretarios de la Mesa Directiva de la H. Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión.— Presentes.

La que suscribe, diputada Guadalupe Morales Rubio, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática de la LIX Legislatura, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el ar-
tículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a la consideración de esta honorable
Asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley General de Asentamientos Humanos, en materia de
ocupación y aprovechamiento sustentable del territorio;
desarrollo metropolitano, y equilibrio ecológico y protec-
ción al ambiente. 



Exposición de Motivos 

La actual Ley General de Asentamientos Humanos, pro-
mulgada en 1993 y modificada por última vez en el año
2003, fue concebida como una respuesta a las necesidades
y realidades que nuestro país vivía al comienzo de la déca-
da de los años noventa. 

En la exposición de motivos que justificó la elaboración de
la Iniciativa de Ley que diera lugar a la derogación de la
primer versión de la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, promulgada en 1976, se insistió en la necesidad de ac-
tualizar los conceptos y preceptos en ella tratados, por con-
siderarse que comenzaban a ser obsoletos y que había
nuevas temáticas que debían incorporarse a este ordena-
miento. 

Principalmente bajo estas consideraciones, fue como se
propuso que la nueva Ley General de Asentamientos Hu-
manos, estuviera previera un amplio carácter social y la
promoción del mejoramiento en la calidad de vida de la
población, haciendo hincapié entre otros asuntos, en la par-
ticipación social, las recientes atribuciones municipales, la
coordinación entre dependencias y niveles de gobierno, la
vinculación para con la recién creada Ley General del
Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, la preven-
ción de riesgos en los asentamientos humanos y los proce-
dimientos para planificar el desarrollo urbano y abordar un
creciente y cada vez más importante fenómeno derivado de
éste, la metropolización. 

En la actualidad, México vuelve a experimentar una nueva
realidad; la última década ha sido de cambios sustanciales
en todos los aspectos constitutivos de nuestra sociedad. 

Los regímenes político, económico y social en nuestro
país, se transforman continuamente como consecuencia de
los nuevos requerimientos de la población y de la necesi-
dad de homogeneizar las condiciones nacionales al nuevo
orden mundial. 

Las realidades a las que ahora nos enfrentamos han sido
poco o nada experimentadas en el pasado. La incidencia de
problemas públicos globales como el cambio climático
mundial o la pérdida masiva de la biodiversidad; la mun-
dialización de la economía, su consecuente reestructura-
ción del orden político internacional y la consolidación de
una sociedad mayoritariamente urbana, sometida a un nue-
vo fenómeno social complejo como lo es la metropoliza-

ción; son algunos ejemplos de los retos que tendremos que
enfrentar en los próximos años. 

El objetivo final siempre será lograr un desarrollo socioe-
conómico sostenido que permita acceder a mejores niveles
de bienestar; situación que implica aprovechar sustentable-
mente los recursos naturales. 

Este tema es asumido como un asunto público prioritario
en las agendas de los países más desarrollados e implica
planificar estratégicamente y a largo plazo, las formas en
que aprovecharemos nuestro territorio, ya que es de éste de
donde se obtienen los insumos que hacen posible nuestra
subsistencia. 

Bajo este contexto, es que el tema de la utilización racional
de nuestro entorno natural, se ubica en un sitio medular para
la toma de decisiones, orientadas a lograr un desarrollo so-
cioeconómico continuo y estable, por lo que se ha conver-
tido en un asunto de política pública de alta prioridad. 

La planificación territorial, implica tomar decisiones ade-
cuadas para llevar a cabo acciones eficaces, que propicien
ambientes en los que el ser humano pueda desarrollarse,
tanto en las zonas urbanas como en las rurales; sin embar-
go, es en las primeras en donde se concentra la mayor par-
te de la población y en consecuencia, en donde se generan
un mayor número de necesidades y problemas por resolver. 

Lo anterior, es particularmente notorio en las grandes aglo-
meraciones urbanas, las metrópolis, que en nuestro país
aglutinan cerca del 80% del Producto Interno Bruto Nacio-
nal y a más del 60% de nuestra población total. 

El fenómeno metropolitano ha adquirido dimensiones in-
sospechadas en el mundo entero, intensificando aún más
los esfuerzos por diseñar políticas eficientes en materia de
planificación territorial. 

Es en las naciones de mayor desarrollo, donde mejor se ob-
serva el impacto positivo de la planificación territorial en
el desarrollo urbano, la coordinación metropolitana, el desa-
rrollo regional y el ordenamiento ecológico, entre otros te-
mas de importancia para el desarrollo social y económico
de cualquier país. 

En las naciones de la Unión Europea por ejemplo, no sólo
se trabaja en el diseño e implementación de políticas de Es-
tado en materia territorial, es decir en políticas públicas
de largo plazo aplicadas en todos los niveles de gobierno,
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sino que esto se hace incluso para el conjunto de países
miembros, cuya perspectiva de desarrollo a largo plazo es-
tá fincada principalmente en aquellas metrópolis altamente
competitivas a nivel mundial, muchas de las cuales se ex-
tienden más allá de sus propias fronteras nacionales. 

Cada vez son más las naciones que toman un papel activo
en la generación de políticas de Estado enfocadas a plani-
ficar eficientemente el territorio y aunque los ejemplos de
mayor éxito los tenemos en países del llamado primer
mundo, esto nos permite encontrar un vínculo directamen-
te proporcional entre planificación y desarrollo, no pode-
mos dejar de reconocer el creciente número de naciones en
proceso de desarrollo que incluyen en sus agendas este te-
ma, tal es el caso en América Latina de Argentina, Brasil,
Ecuador, Colombia y Costa Rica. 

Hasta ahora, en México destaca la falta de operatividad de
las actuales políticas aplicadas al tema, que desde la pers-
pectiva Federal y en un marco de concurrencia, no han lo-
grado establecer los mecanismos adecuados para eficientar
los procesos de planificación territorial, impidiendo que se
pueda incentivar el desarrollo de las regiones, administrar
adecuadamente nuestras ciudades o menos aún, ordenar el
crecimiento de las metrópolis. 

La ausencia de una política de Estado en materia territorial,
propicia que se distorsionen los enfoques con los que se
abordan los temas ligados a la ocupación y aprovecha-
miento sustentable del territorio, como el urbano, el regio-
nal y el metropolitano, haciéndolos parecer como asuntos
totalmente desvinculados entre sí, los cuales pueden tratar-
se y resolverse de manera individual y sin interacción ni re-
percusión alguna en el resto. 

Esta situación ciertamente exhibe un creciente desinterés e
ignorancia del Estado Mexicano en relación con el vínculo
existente entre planificación territorial y desarrollo nacio-
nal. Son más de quince años los que nos separan de los úl-
timos esfuerzos nacionales relativamente notorios en mate-
ria de planificación territorial, intensificándose cada vez
más la desinstitucionalización del tema en la agenda gu-
bernamental e incluso en las agendas de las instituciones
políticas, aunque por el contrario, los problemas generados
por esta inactividad irresponsable, son cada vez mayores. 

Mayor desorden y anarquía en el crecimiento de las ciuda-
des y zonas metropolitanas carentes regulaciones apropia-
das; cada vez más depredación de nuestros recursos natu-

rales y una mayor dispersión poblacional en las zonas ru-
rales del país. 

Una muestra más de este proceso de desinstitucionaliza-
ción de las políticas territoriales en el país, son las previ-
siones del gasto federal asignado al tema; baste mencionar
que desde el año 2000, solamente poco más del 10 por
ciento del presupuesto total otorgado a la Secretaría de
Desarrollo Social, responsable de la materia, se ha destina-
do a atender actividades relacionadas con la planificación
del territorio, concretamente se ha asignado a programas
asistenciales en áreas urbanas; de este porcentaje, sola-
mente poco más del 7 por ciento, se aplica a atender labo-
res sustantivas en materia territorial. En términos concre-
tos, lo anterior significa que por cada 10 pesos conferidos
a la Secretaría, sólo alrededor de 7 centavos se utilizan en
acciones directas en materia de planificación territorial. 

Es importante mencionar que la disminución de los montos
señalados, también se debe en buena medida al traslado de
recursos hacia estados y municipios, mismos que han ido
acrecentando sus facultades sobre la ordenación y adminis-
tración de sus territorios, lo cual es acertado bajo una pers-
pectiva de descentralización y fortalecimiento del pacto fe-
deral; sin embargo, bajo este contexto resulta imperativo
que la independencia en la toma de decisiones locales, se
acompañe de una política nacional que establezca las di-
rectrices de los esfuerzos federales, estatales y locales. 

Por todo ello, resulta imperante contar con un marco legal
en materia territorial que brinde el soporte jurídico reque-
rido para permitir la elaboración e implementación de po-
líticas adecuadas, enfocadas a planificar la ocupación y
aprovechamiento sustentable del territorio. 

Para ello, es necesario que en el actual marco normativo
soportado principalmente por la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, se legitime la importancia que para el
desarrollo nacional tienen temas como la planificación de
los mecanismos de ocupación y aprovechamiento del terri-
torio, se regulen los procesos que permitan que los fenó-
menos urbano y metropolitano pasen de ser considerados
como causal de múltiples problemas sociales, a asumirse
como los ejes rectores para el desarrollo del país. 

Asimismo, se pretende que en este marco normativo que-
den establecidos con claridad, los mecanismos, a través
de los cuales las autoridades  competentes diseñarán  e
implementarán una Política de Estado en materia territo-
rial, cuya función central sea la de orientar y coordinar las



políticas públicas en la materia y sentar las bases de su
aplicación y evaluación en los tres órdenes de gobierno y
bajo el respeto de las atribuciones constitucionales y lega-
les de Federación, entidades federativas y municipios. 

De igual manera, se proponen los elementos normativos
que regulen los mecanismos de coordinación interguberna-
mental para el adecuado cumplimiento de las funciones de
las instituciones involucradas en la planificación territorial. 

De manera particular, se aborda el tema de la coordinación
de zonas metropolitanas y de todos los aspectos que deban
regularse, con la finalidad de propiciar un efecto positivo
con el surgimiento y expansión de las metrópolis. 

Complementariamente, se fomenta la participación social
plena y que se garantice la asignación suficiente de recur-
sos, que permita el adecuado cumplimiento de lo instruido
por este Ordenamiento; que deberá mantener en todo mo-
mento congruencia con las disposiciones de las demás re-
gulaciones aplicables tales como la Ley General del Equi-
librio Ecológico y Protección al Ambiente, la Ley de
Planeación y la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal. 

Con base en lo expresado, se propone llevar a cabo las mo-
dificaciones que a continuación se describen. 

En el primer capítulo “Disposiciones Generales”, se inclu-
ye como objeto de la Ley, la Ocupación y Aprovechamien-
to Sustentable del Territorio; integrar el concepto y defini-
ción de Ocupación y Aprovechamiento Sustentable del
Territorio y especificar las condiciones a través de las cua-
les éste deberá lograr mejorar el nivel y calidad de vida de
la población. 

Se adicionan los conceptos de Área y Región Metropolita-
na, con la finalidad de homogeneizar las acepciones que
caracterizan la representación del fenómeno en el territo-
rio, sustituyendo a las acepciones de Conurbación y Zona
Metropolitana, término que hace referencia al genérico del
mismo proceso. 

También se agregan los conceptos de Región homogénea y
Circunscripción Geopolítica que hacen referencia a delimi-
taciones territoriales específicas y a las particularidades de
éstas; finalmente se establece el término de Política Nacio-
nal de Ocupación y Aprovechamiento Sustentable del Te-
rritorio, abriendo la posibilidad de fincar la responsabilidad

del tema a dependencias distintas a la actualmente desig-
nada (Secretaría de Desarrollo Social). 

Para el segundo capítulo “De la concurrencia y coordina-
ción de las autoridades”, se establece el ejercicio concu-
rrente de las atribuciones en materia de ocupación y apro-
vechamiento sustentable del territorio y del tema
específico de la planificación, coordinación, administra-
ción y gestión metropolitana y asignar las atribuciones que
en la materia, deberán ser competencia de las dependencias
del Gobierno Federal, los Gobiernos de las Entidades Fe-
derativas y los Municipios, de conformidad con lo estable-
cido en esta Ley, en la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal y en los ordenamientos aplicables. 

En el tercer capítulo “De la planificación del ordenamien-
to territorial de los asentamientos humanos y del desarrollo
urbano de los centros de población”, se propone regular el
diseño, elaboración, implementación y evaluación de la
Política Nacional para la Ocupación y Aprovechamiento
Sustentable del Territorio; describir las funciones de di-
cha política y estipular que su operación se fundamente
en un esquema de planificación estratégica e integral del
territorio. 

En el cuarto capítulo “De las áreas y regiones metropolita-
nas”, aplicar los conceptos de áreas y regiones metropoli-
tanas a los preceptos instruidos; sustituyendo la visión par-
cial que hacía referencia a la fusión de las manchas urbanas
de dos o más centros de población. 

Asimismo, se utiliza el concepto de circunscripción geopo-
lítica, haciendo referencia a las delimitaciones territoriales
inscritas en Ley (entidades federativas y municipios) y Re-
gión homogénea haciendo referencia a una delimitación
convencional sustentada en la incidencia de un fenómeno
homogéneo sobre un espacio físico determinado, al margen
de la existencia de una delimitación geopolítica simultánea
o no. 

Para el quinto capítulo “De las regulaciones a la propiedad
en los centros de población”, se propone que en la utiliza-
ción de las tierras destinadas a la urbanización o a la fun-
dación de nuevos centros de población, se acate lo señala-
do en las leyes y disposiciones jurídicas en materia
ambiental; previendo la delimitación y regulación de las
áreas de preservación ambiental dentro de los programas
de desarrollo señalados por este Ordenamiento. 
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En el sexto capítulo, “De las reservas territoriales”, se in-
corpora la obligación de prever el cumplimiento de la le-
gislación ambiental en los actos de regularización de la te-
nencia de la tierra. 

En el capítulo séptimo “De la participación social” se nor-
ma la estructura de los mecanismos para la concertación y
participación pública en la toma de decisiones sobre la im-
plementación de las políticas en materia territorial, especi-
ficando sus características y componentes. 

Por último, para el capítulo octavo “Del fomento al desa-
rrollo urbano”, se prevé adaptar las políticas, estrategias y
acciones en materia territorial a las condiciones económi-
cas del mercado, bajo lineamientos de sustentabilidad so-
cial y ambiental; asimismo, se instruye la elaboración de
planes y programas con apego a una planificación presu-
puestal y financiera, a través de lo cual los presupuestos de
las dependencias federales, estatales y municipales respon-
sables de operar la Política Nacional en Materia de Ocupa-
ción y Aprovechamiento Sustentable del Territorio, se con-
dicionen a la previa elaboración de planes y programas y al
sometimiento de una evaluación del desempeño. 

Con base en lo anteriormente expuesto, se somete a esta H.
Representación Nacional la presente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adicio-
na y deroga diversas disposiciones de la Ley General de
Asentamientos Humanos. 

Artículo Unico.- Se reforman la fracción II del artículo 1;
las fracciones XIV y XVII que se renumera como XIX y
XXIII, ambas del artículo 2; el artículo 3; la fracción II del
artículo 5; el artículo 6; el artículo 7 y sus fracciones III
que se renumera como VI, XII, XIII y XIV que se renume-
ran como XV, XVII y XVIII; el artículo 11; la fracción III
y VI del artículo 12; el artículo 19; los artículos 20 al 25,
que se renumeran como 23 a 28; el párrafo segundo del ar-
tículo 26, que se renumera como 29 bis; el artículo 28 que
se renumera como 31; la fracción IX del artículo 35, que se
renumera como 38; el artículo 38, que se renumera como
41; la fracción II del artículo 43, que se renumera como 46;
y se adicionan, las fracciones IV, V, VI, VII, XVIII y XX
del artículo 2, renumerándose las actuales fracciones IV a
XIII como VIII a XVII, las fracciones XIV a XVI como
XIX, XXI y XXII y, las fracciones XVII a XXI como
XXIII a XXVII; las fracciones I a XI del artículo 3, renu-
merándose las anteriores fracciones I a XIX como XII a
XXX; las fracciones II, V y XVI del artículo 7, renume-

rándose las anteriores fracciones I y II, como III y IV, las
anteriores fracciones III a XII como VI a XV y las anterio-
res fracciones XIII a XVI como XVII a XX; las fracciones
III y XII del artículo 8, renumerándose las anteriores frac-
ciones III a X, como IV a XI y las anteriores fracciones XI
a XIII, como XIII a XV; las fracciones I y XVI del artícu-
lo 9, renumerándose las anteriores fracciones I a XIV como
II a XV y la anterior fracción XV como XVII; los artículos
20, 21 y 22, renumerándose los anteriores artículos 20 a 49
como 23 a 52; los artículos 53 y 54, renumerándose los an-
teriores artículos 50 y 51 como 55 y 56; y los artículos 57,
58 y 59, renumerándose los anteriores artículos 52 a 60,
como 60 a 68; Asimismo, se derogan las fracciones (XX
actual) del artículo 2 y el actual artículo 26; todos de la Ley
General de Asentamientos Humanos, para quedar como si-
gue: 

Artículo 1.- Las disposiciones de esta Ley son de orden
público e interés general y tienen por objeto: 

I.- .............. 

II.- Fijar las normas básicas para planificar y regular el or-
denamiento territorial de los asentamientos humanos y la
fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de
los centros de población; y establecer los criterios, proce-
dimientos e instrumentos necesarios, para ocupar y apro-
vechar sustentablemente el territorio nacional. 

III y IV.- ..........

Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I a III.- ........ 

IV.- Area Metropolitana: Mancha urbana que abarca parte
o el total del territorio de más de una circunscripción geo-
política. 

IV.- Región Metropolitana: Constituida por el área metro-
politana, los centros poblacionales con los que se interac-
túa o se interactuará, las áreas de explotación económica
aledañas y las reservas territoriales disponibles. 

VI.- Región homogénea.- Zonas constituidas por superfi-
cies específicas del territorio nacional que comparten ca-
racterísticas semejantes o de la misma naturaleza. 

VII.- Circunscripción geopolítica.- Territorio delimitado
geográfica y políticamente por la Constitución Política de



los Estados Unidos Mexicanos, las Constituciones Estata-
les y leyes locales. 

VIII a XVII (antes IV a XIII).-............ 

XVIII.- Ocupación y Aprovechamiento Sustentable del Te-
rritorio: Proceso de apropiación y utilización racional del
territorio nacional y de todos los recursos naturales, a tra-
vés del cual se propiciará un desarrollo humano, social y
económico, equilibrado, continuo y permanente. 

XIX.- .(antes XIV) Ordenamiento territorial de los asenta-
mientos humanos: Proceso de distribución equilibrada de
la población y de sus actividades económicas sobre el te-
rritorio nacional, apelando a los criterios de Ocupación y
Aprovechamiento Sustentable del Territorio; 

XXV.- (antes XX). Se deroga.

XX.- Política Nacional de Ocupación y Aprovechamiento
Sustentable del Territorio: Conjunto de principios naciona-
les, herramientas y procedimientos que definirán las accio-
nes orientadas a propiciar una distribución equilibrada de
la población y de sus actividades sobre el territorio nacio-
nal; así como la apropiación y utilización racional de sus
recursos naturales. 

XXI y XXII.- .................. (antes XV y XVI). 

XXIII.- (antes XVII). Secretaría: la Secretaría de Estado
que señale la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal como responsable de los asuntos competencia de
este Ordenamiento. 

XXIV a XXV.- .......... (antes XVIII a XIX). 

XXVI.- Derogado. ............. (antes XX). 

XXVII.- ............. (antes XXI).

Artículo 3.- El ordenamiento territorial de los asentamien-
tos humanos y el desarrollo urbano de los centros de po-
blación, deberá mejorar el nivel y calidad de vida de la po-
blación urbana y rural, mediante: 

I.- El diseño, implementación y evaluación periódica y per-
manente de una Política Nacional en materia de Ocupación
y Aprovechamiento Sustentable del Territorio. 

II.- La elaboración bajo los lineamientos de esta política

nacional, de políticas de largo plazo que propicien el desa-
rrollo urbano de los centros de población, el de áreas y re-
giones metropolitanas, el desarrollo municipal, el desarro-
llo regional y el ordenamiento ecológico, todas articuladas
entre sí y con estrategias de aplicación definidas para cada
nivel de gobierno. 

III.- La utilización de una metodología para el diseño y ela-
boración de las políticas mencionadas, que tome en cuenta
a los factores naturales y socioeconómicos involucrados en
el proceso de ocupación y aprovechamiento del territorio
nacional y que contemple la participación y el consenso de
la sociedad. 

IV.- La operación de dichas políticas bajo un esquema in-
tegral de planificación estratégica. 

V.- La incorporación en estas políticas, de apartados relati-
vos a incrementar el nivel de educación ambiental en la po-
blación y generar programas de concientización comunita-
ria en materia de riesgos, en los asentamientos humanos. 

VI.- El establecimiento preciso en éste y en todos los orde-
namientos en donde así se requiera, de las funciones, atri-
buciones y competencias de las instancias que deberán res-
ponsabilizarse de elaborar, implementar y evaluar la
Política Nacional en Materia de Ocupación y Aprovecha-
miento Sustentable del Territorio, así como diseñar los me-
canismos pertinentes que garanticen eficiencia en la coor-
dinación gubernamental y en la aplicación de acciones
concretas, y proyectos específicos que deberán llevarse a
cabo en el ámbito federal, estatal y local. 

VII.- La legitimación técnica, social y política de las estra-
tegias, acciones y proyectos implementados por la autori-
dad gubernamental, a través de la participación abierta de
la sociedad. 

VIII. Eficientar el gasto público, incrementar las inversio-
nes en obra pública y prever la suficiencia de recursos, para
la elaboración y operación de la Política Nacional en Ma-
teria de Ocupación y Aprovechamiento Sustentable del Te-
rritorio y de las políticas derivadas de ésta. 

IX. Hacer concordantes el presupuesto con los planes y
programas en materia de ocupación y aprovechamiento
sustentable del territorio. 

X.- La asignación del gasto público en función de los re-
sultados de una Evaluación de Desempeño de las instancias
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del Ejecutivo Federal, realizada a través de indicadores es-
tratégicos con objetivos de largo plazo. 

XI.- El funcionamiento eficiente de un sistema para la eva-
luación de desempeño, en las instancias responsables de la
operación de la Política Nacional en Materia de Ocupación
y Aprovechamiento Sustentable del Territorio. 

XII a XXX.- ... (antes I a XIX).

Artículo 5.- Se considera de utilidad pública: 

I.- ........ 

II.- La ejecución de planes o programas de desarrollo ur-
bano, de áreas y regiones metropolitanas, de desarrollo mu-
nicipal, de desarrollo regional, de ordenamiento ecológico,
y cualquier otro relativo al ordenamiento territorial de los
asentamientos humanos. 

III a VIII.- .........

Artículo 6.- Las atribuciones que tiene el Estado en mate-
ria de ordenamiento territorial de los asentamientos huma-
nos y de desarrollo urbano de los centros de población, se-
rán ejercidas de manera concurrente por la Federación, las
entidades federativas y los municipios, en el ámbito de la
competencia que les determina la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, por las disposiciones esta-
blecidas en esta Ley y por las demás aplicables. 

Artículo 7.- Corresponden a la Federación, a través de la
Secretaría, las siguientes atribuciones. 

I.- Diseñar y elaborar la Política Nacional en materia de
Ocupación y Aprovechamiento Sustentable del Territorio. 

II.- Definir las políticas derivadas de la Política Nacional y
las estrategias de política que deberán ser implementadas
por la propia Secretaría y aquellas que deberán serlo en co-
laboración con otras instancias del Gobierno Federal, con
los gobiernos estatales y municipales, y convenir con ellos,
las metodologías, mecanismos e instrumentos necesarios
para su operación. 

III y IV.- ........(antes I y II). 

V.- Diseñar los instrumentos pertinentes que garanticen la
eficiencia en la coordinación gubernamental, para el dise-

ño de acciones concretas y proyectos específicos que debe-
rán llevarse en el ámbito de competencia federal, estatal y
municipal. 

VI.- (antes III) Prever a nivel nacional las necesidades de
reservas territoriales para el desarrollo de los centros de po-
blación con la intervención, en su caso, de las dependen-
cias responsables en ordenar la propiedad rural, adminis-
trar los recursos hídricos continentales, llevar a cabo el
ordenamiento ecológico del territorio y regular en coordi-
nación con los gobiernos estatales y municipales los meca-
nismos para satisfacer dichas necesidades; 

VII a XIV.- (antes IV a XI). 

XV.-. (antes XII) Vigilar las acciones y obras relacionadas
con el desarrollo urbano, el desarrollo de las áreas y regio-
nes metropolitanas, el desarrollo municipal, el desarrollo
regional y con el ordenamiento ecológico, que las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal
ejecuten directamente o en coordinación o concertación
con las entidades federativas y los municipios, así como
con los sectores social y privado; 

XVI.- Apoyar y evaluar el cumplimiento de las atribucio-
nes de estados y municipios, señaladas en este Ordena-
miento; apoyándose en el caso de los municipios, en las
instancias competentes de entidades federativas. 

XVII.- (antes XIII). Formular recomendaciones para el
cumplimiento de las políticas derivadas de la Política Na-
cional en Materia de Ocupación y Aprovechamiento Sus-
tentable del Territorio y de los convenios y acuerdos que
suscriba el Ejecutivo Federal con los sectores público, so-
cial y privado en materia de desarrollo urbano, de desarro-
llo de las áreas y regiones metropolitanas, de desarrollo
municipal, de desarrollo regional y de ordenamiento ecoló-
gico, así como determinar en su caso, las medidas correcti-
vas procedentes; 

XVIII.- (antes XIV) Participar en la ordenación y regula-
ción de áreas y regiones metropolitanas. 

XIX a XX.- ........(antes XV a XVI).

Artículo 8.- Corresponden a las entidades federativas, en
el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, las siguientes
atribuciones: 

I y II.- ... 



III.- Sujetar las políticas y programas estatales en materia
de ocupación y aprovechamiento sustentable del territorio,
a los lineamientos estratégicos señalados en la Política Na-
cional. 

IV a XI.- ...(antes III a X). 

XII.- Apoyar y evaluar el cumplimiento de las atribuciones
municipales, reportando periódicamente a la Secretaría sus
resultados. 

XIII a XV.- .......(antes XI a XIII).

Artículo 9.- Corresponden a los municipios, en el ámbito
de sus respectivas jurisdicciones, las siguientes atribucio-
nes: 

I.- Sujetar las políticas y programas municipales en mate-
ria de ocupación y aprovechamiento sustentable del territo-
rio, a los lineamientos estratégicos señalados en la Política
Nacional. 

II a XV.- ...(antes I a XIV). 

XVI.- Reportar periódicamente los resultados de la aplica-
ción de las políticas y programas municipales derivados de
los lineamientos estratégicos señalados en la Política Na-
cional en Materia de Ocupación y Aprovechamiento Sus-
tentable del Territorio, a las instancias competentes de su
entidad federativa. 

XVII.- .........(antes XV).

Artículo 11.- La planeación y regulación del ordenamien-
to territorial de los asentamientos humanos, del desarrollo
urbano de los centros de población, del desarrollo de las
áreas y regiones metropolitanas, del desarrollo municipal,
del desarrollo regional y del ordenamiento ecológico, for-
man parte del Sistema Nacional de Planeación Democráti-
ca, como elementos constitutivos de la Política Nacional en
Materia de Ocupación y Aprovechamiento Sustentable del
Territorio, misma que coadyuva al logro de los objetivos de
los planes nacional, estatales y municipales de desarrollo. 

La planificación a que se refiere el párrafo anterior, estará
a cargo de manera concurrente, de la Federación, las enti-
dades federativas y los municipios, de acuerdo a la compe-
tencia que determina la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, esta Ley y las demás disposiciones
jurídicas aplicables. 

Artículo 12.- La planeación y regulación del ordenamien-
to territorial de los asentamientos humanos y del desarrollo
urbano de los centros de población, se llevarán a cabo a
través de: 

I.- a II.- .......... 

III.- Los programas de ordenación y desarrollo de áreas y
regiones metropolitanas; 

IV.- a V.- ......... 

VI.- Los programas de desarrollo urbano, derivados de los
señalados en las fracciones anteriores y que determine esta
Ley, la legislación estatal y las disposiciones municipales
en la materia.

Los planes o programas a que se refiere este artículo, se re-
girán por las disposiciones de esta Ley y en su caso, por la
legislación estatal en la materia y por los reglamentos y
normas administrativas estatales y municipales aplicables. 

La Federación y las entidades federativas deberán convenir
mecanismos de planeación regional para coordinar accio-
nes e inversiones que propicien el ordenamiento territorial
de los asentamientos humanos ubicados en más de un mu-
nicipio o entidad federativa, ya sea que se trate de áreas o
regiones metropolitanas o de sistemas de centros de pobla-
ción cuya relación lo requiera, con la participación que co-
rresponda a los municipios de acuerdo con la legislación y
normatividad Federal, Estatal y municipal aplicable. 

Artículo 19.- Los planes o programas de desarrollo urba-
no, de desarrollo de las áreas y regiones metropolitanas, de
desarrollo municipal, de desarrollo regional y para el orde-
namiento ecológico, deberán considerar los criterios gene-
rales de regulación ambiental de los asentamientos huma-
nos establecidos en el artículo 23 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en las
normas oficiales mexicanas en materia ambiental, en lo es-
tablecido por las dependencias competentes en materia de
ordenamiento ecológico del territorio y en las demás dis-
posiciones que le sean aplicables. 

Las autorizaciones de manifestación de impacto ambiental
que otorguen la Secretaría o las entidades federativas y los
municipios conforme a las disposiciones jurídicas ambien-
tales, deberán considerar la observancia de la legislación y
los planes o programas aplicables. 
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Artículo 20.- La política Nacional en Materia de Ocupa-
ción y Aprovechamiento Sustentable del Territorio, es el
instrumento a través del cual el Estado materializa los pos-
tulados establecidos en esta Ley y en los ordenamientos
afines y/o complementarios. 

La Política Nacional en Materia de Ocupación y Aprove-
chamiento Sustentable del Territorio deberá: 

I.- Establecer las estrategias sectoriales y particulares de
política pública, para lograr un desarrollo socioeconómico
sin perjuicio del medio ambiente, propiciando el desarrollo
ordenado y equilibrado de las poblaciones urbanas y rurales. 

II.- Permitir identificar los factores que resulten relevantes
en la toma de decisiones en materia de ocupación y apro-
vechamiento sustentable del territorio y conducir los gran-
des proyectos de interés general, establecidos por la Secre-
taría, las entidades federativas y los municipios, bajo el
consenso de los actores involucrados. 

III.- Definir los mecanismos e instrumentos para el logro
de los proyectos de interés general establecidos por la Se-
cretaría y cuando sea el caso, por las entidades federativas
y los municipios, siempre bajo el consenso de los actores
involucrados. 

IV.- Propiciar esquemas de planificación a largo plazo con
objetivos claros y precisos basados en las prioridades na-
cionales en los tres órdenes de gobierno, permitiendo la re-
alización de proyectos de interés general y posibilitando al
Estado, subsanar las deficiencias detectadas en el desem-
peño de las administraciones locales a través de las crea-
ción de directrices territoriales de ordenación, aplicables a
espacios críticos de desarrollo local. 

V.- Definir los criterios e instrumentos a utilizar en los es-
quemas de planificación regional, estatal, municipal, de las
regiones y áreas metropolitanas y de los centros de pobla-
ción, así como en los de la participación ciudadana.

Artículo 21.- La operación de la Política Nacional en Ma-
teria de Ocupación y Aprovechamiento Sustentable del Te-
rritorio, deberá basarse en un esquema de planificación es-
tratégica e integral del territorio, estructurado bajo los
siguientes lineamientos: 

I.- Contar con instrumentos adecuados a todas las escalas
territoriales, desde la parcela individual, hasta la totalidad
del territorio nacional. 

II.- Considerar que la producción de terrenos edificables y
el desarrollo de los asentamientos humanos en general, se
deben someter a exigencias de rentabilidad socioeconómi-
ca, medioambiental y de calidad de vida. 

III.- Contar con instrumentos prospectivas de análisis
orientados a lograr los objetivos y metas señalados en la
Política Nacional. 

IV.- Propiciar la asociación entre municipios y generar ins-
trumentos de planificación que definan las orientaciones de
la organización territorial a mediano y largo plazo, bajo los
lineamientos de la Política Nacional. 

V.- Establecer mecanismos genéricos de planificación,
aplicables en todas aquellas circunscripciones territoriales
en donde sea imposible aplicar los instrumentos normati-
vamente previstos, aplicados por la autoridad correspon-
diente en cada orden de gobierno. 

VI.- Prever que los instrumentos, procedimientos y prácti-
cas empleadas en el proceso de planificación, se adapten a
las condiciones socioeconómicas del país, bajo preceptos
de sustentabilidad ambiental. 

VII.- Tomar en cuenta la utilización de mecanismos que
permitan incidir sobre la propiedad inmobiliaria, bajo la
condición absoluta del respeto a los principios constitucio-
nales y al marco legal aplicable. 

VIII.- Fortalecer y hacer uso eficiente de los catastros mu-
nicipales. 

IX.- Utilizar de manera eficiente la información disponible
sobre las características naturales del territorio y socioeco-
nómicas de la población que lo ocupará. 

X.- Prever la utilización de instrumentos de fomento eco-
nómico acompañados de programas sociales, previendo un
desarrollo económico equilibrado, sin perjuicio del bienes-
tar social y bajo preceptos de sustentabilidad ambiental. 

XI.- Considerar en la elaboración de los instrumentos de
planificación, la inclusión de enfoques de mercado con cri -
terios de equilibrio social, que faciliten la implantación de
inversiones productivas.

Artículo 22.- Los instrumentos de planificación derivados
de la Política Nacional, serán determinados por la Secreta-
ría, bajo los lineamientos especificados en esta Ley, bajo el



consenso de las instancias que participarán en su aplicación
en los tres órdenes de gobierno y/o evaluación de las co-
munidades en las cuales se instrumentarán. 

Artículo 23 (antes 20).- Cuando dos o más centros de po-
blación tiendan a formar una continuidad física y/o demo-
gráfica, a través de su propia circunscripción geopolítica o
a través de otras, la Federación, las entidades federativas y
los municipios respectivos, en el ámbito de sus competen-
cias, planificarán y regularán de manera conjunta y coordi-
nada el fenómeno de metropolización de referencia, con
apego a lo dispuesto en esta Ley y las demás aplicables. 

Artículo 24 (antes 21).- La Federación, las entidades fede-
rativas y los municipios respectivos, deberán convenir la
delimitación de un área o región metropolitana, cuando: 

I.- Los centros de población y circunscripciones geopolíti-
cas involucradas lo soliciten, ya sea a petición de una o más
de las partes implicadas. 

II.- Se proyecte o funde un centro de población y se prevea
su expansión física o influencia funcional en el territorio de
circunscripciones geopolíticas distintas a la propia, y 

III.- Uno o más centros de población crezcan sobre territo-
rio de una o más circunscripciones geopolíticas distintas a
la propia.

Artículo 25 (antes 22).- El convenio que se celebre con ba-
se en lo previsto en el artículo anterior, se publicará en el
Diario Oficial de la Federación, en los órganos de difusión
oficial de las entidades federativas respectivas y en un pe-
riódico de circulación en el área o región metropolitana, y
contendrá: 

I. La localización, extensión y delimitación del área o re-
gión metropolitana; 

II. Los compromisos de la Federación, de las entidades fe-
derativas y de los municipios respectivos, para planificar y
regular conjunta, y coordinadamente los centros de pobla-
ción involucrados, con base en un programa de ordenación
del área o región metropolitana; 

III. La determinación de acciones e inversiones para la
atención de requerimientos comunes en materia de reser-
vas territoriales, preservación y equilibrio ecológico, in-
fraestructura, equipamiento y servicios urbanos en el área
o región metropolitana; 

IV. La integración y organización de la Comisión de Áreas
y Regiones Metropolitanas respectiva, y 

V. Las demás acciones que para tal efecto convengan la Fe-
deración, las entidades federativas y los municipios res-
pectivos.

Artículo 26 (antes 23).- La Comisión de Areas y Regiones
Metropolitanas prevista en el convenio a que se refiere el
artículo anterior, tendrá carácter permanente y en ella par-
ticiparán la Federación, las entidades federativas y los mu-
nicipios respectivos. Dicha comisión será presidida por un
representante de la Secretaría de Desarrollo Social y fun-
cionará como mecanismo de coordinación institucional y
de concertación de acciones e inversiones con los sectores
social y privado. 

Dicha comisión formulará y aprobará el programa de orde-
nación del área o región metropolitana, así como gestiona-
rá y evaluará su cumplimiento. 

Artículo 27 (antes 24).- Los programas de ordenación y
desarrollo de áreas y regiones metropolitanas contendrán: 

I. Plena congruencia entre el programa de ordenación de
área o región metropolitana con el Programa Nacional de
Desarrollo Urbano, con los instrumentos de planificación
referidos en el artículo 12 de esta Ley, así como con los
programas de ordenamiento ecológico del territorio; 

II. La delimitación e integración de la Región homogénea
del área o región metropolitana; 

III. Las bases para la elaboración y ejecución de los pro-
yectos que se vayan a realizar en el área o región metropo-
litana; 

IV. La designación de espacios dedicados a la conserva-
ción, mejoramiento y crecimiento, así como de la preser-
vación y equilibrio ecológico de los centros de población
del área o región metropolitana, y

Las acciones e inversiones para la dotación de infraestruc-
tura, equipamiento y servicios urbanos que sean comunes a
los centros de población del área o región metropolitana. 

Artículo 28 (antes 25).- Una vez aprobados los programas
de ordenación metropolitana por las comisiones de áreas o
regiones metropolitanas, los municipios respectivos en el
ámbito de sus jurisdicciones, determinarán en los planes o
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programas de desarrollo urbano correspondientes, las re-
servas, usos y destinos de áreas y predios. 

Artículo 29.- Derogado. ..............(antes 26). 

Artículo 29 bis.- La atención y resolución de problemas y
necesidades urbanas comunes a centros de población fron-
terizos con relación a localidades de otros países, se suje-
tarán a los tratados, acuerdos y convenios internacionales
en la materia, en los que se promoverá la participación de
las entidades federativas y los municipios respectivos. 

Artículo 31 (antes 28).- Las áreas y predios de un centro
de población, cualquiera que sea su régimen jurídico, están
sujetos a las disposiciones que en materia de ordenación
urbana dicten las autoridades conforme a esta Ley y demás
disposiciones jurídicas aplicables. 

Las tierras agrícolas y forestales, así como las destinadas a
la preservación ecológica, deberán acatar lo señalado en las
Leyes y demás disposiciones jurídicas en materia ambien-
tal y atender a los señalamientos de las instancias compe-
tentes en materia de ordenamiento ecológico del territorio
y protección al ambiente. 

Artículo 38 (antes 35).- A los municipios corresponderá
formular, aprobar y administrar la zonificación de los cen-
tros de población ubicados en su territorio. 

La zonificación deberá establecerse en los planes o progra-
mas de desarrollo urbano respectivos, en la que se deter-
minarán: 

I a VIII.- .......... 

IX.- Las zonas de conservación, mejoramiento y creci-
miento de los centros de población; así como, aquellas que
por su valor ambiental, se preserven de ser urbanizadas,
observarán las regulaciones que en materia ambiental sean
aplicables y lo señalado por las instancias competentes en
materia de ordenamiento ecológico del territorio y protec-
ción al ambiente. 

X.- a XI.-

Artículo 41 (antes 38).- El aprovechamiento de áreas y
predios ejidales o comunales comprendidos dentro de los
límites de los centros de población o que formen parte de
las zonas de urbanización ejidal y de las tierras del asenta-
miento humano en ejidos y comunidades, se sujetará a lo

dispuesto en esta Ley, en la Ley Agraria, en la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, en
las legislaciones estatales homólogas a las mencionadas, en
los planes o programas aplicables y en lo establecido por
las instancias competentes en materia de ocupación y apro-
vechamiento sustentable del territorio. 

Artículo 46 (antes 43).- La incorporación de terrenos ejida-
les, comunales y de propiedad federal al desarrollo urbano y
la vivienda, deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

I.- .........

II.- Las áreas o predios que se incorporen comprenderán
preferentemente terrenos que no estén dedicados a activi-
dades productivas y que no sean objeto de ninguna restric-
ción determinada por la legislación ambiental y territorial
o por las disposiciones que en materia de ocupación y apro-
vechamiento sustentable del territorio determinen las ins-
tancias competentes; 

III y IV.- .........

Artículo 53.- Todos los procesos de participación social,
concluirán con una declaratoria de utilidad pública donde se
fundamente de manera precisa y clara para cada proyecto
analizado, las decisiones finales tomadas por la autoridad. 

Artículo 54.- En todas las declaratorias de utilidad pública
se establecerá que todos los estudios previos a la realiza-
ción de los proyectos deberán contemplar los temas de im-
pacto ambiental, económico y social. 

Artículo 57.- Adaptar las políticas, estrategias y acciones
en materia territorial a las condiciones socioeconómicas
preponderantes, bajo lineamientos de preservación am-
biental e instruyendo la elaboración de planes y programas
con apego a una planeación presupuestal e instrumentación
financiera paralela, priorizando la inversión en infraestruc-
tura y fomentando la utilización de esquemas de economía
mixta en la realización de proyectos de inversión para el
desarrollo. 

Artículo 58.- Con motivo de incrementar el nivel de con-
gruencia entre programación y presupuestación en las acti-
vidades gubernamentales, las instancias del Poder Ejecuti-
vo Federal, estatales y municipales deberán detallar el
diseño de la estructura del presupuesto por programa, es-
trategia y acción específica, describiendo el monto, la pro-
cedencia y la suministración de los recursos. 



Artículo 59.- La asignación presupuestal para las entida-
des federativas y municipios, en los aspectos relacionados
con la competencia de esta Ley, dependerá de la elabora-
ción previa de sus planes y programas, de los cuales se es-
tipule clara y detalladamente para qué asuntos, qué medios
y en qué plazos, se utilizarán los recursos solicitados. 

Asimismo, la asignación del gasto se otorgará también, en
función de una Evaluación de Desempeño de las instancias
del Ejecutivo Federal, entidades federativas y municipios,
llevándose a acabo a través de indicadores estratégicos con
objetivos de largo plazo. 

Transitorios 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo.- En un plazo no mayor de un año contado a par-
tir de la entrada en vigor de esta Ley, las legislaciones es-
tatales homólogas a ésta, deberán adecuarse a lo dispuesto
en la misma. 

Tercero.- Las declaratorias de Areas o Regiones Metropo-
litanas expedidas por el Ejecutivo Federal hasta la entrada
en vigor de esta Ley, deberán adecuarse a lo previsto en es-
te Ordenamiento. 

Cuarto.- Los Reglamentos de la Ley en materia de Plani-
ficación Estratégica para la Ocupación y Aprovechamiento
Sustentable del Territorio y de Coordinación para el Desa-
rrollo Metropolitano, deberán elaborarse y entrar en vigor
al año de la promulgación del presente Decreto. 

Atentamente.

Dip. Guadalupe Morales Rubio (rúbrica).»

Turnada a las comisiones unidas de Desarrollo Metro-
politano y de Desarrollo Social. 

«Iniciativa que crea la Ley General de Educación Ambien-
tal, presentada por los diputados Jacqueline Guadalupe Ar-
güelles Guzmán y Guillermo Velasco Rodríguez, del Gru-
po Parlamentario del PVEM.

Los suscritos, diputados, integrantes del grupo parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 3°, fracción VIII, y
73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 10, fracciones I y II, 11, 17, frac-
ción IV, 83, fracción I, y 84 de la Ley Orgánica; y 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meten a consideración de la honorable asamblea la presen-
te iniciativa, que crea la Ley General de Educación Am-
biental, bajo la siguiente 

Exposición de Motivos 

Desde los años sesenta, cuando se cuestionó el modelo de
crecimiento establecido y se denunció el impacto que sobre
el ambiente producía, los diagnósticos realizados sobre la
crisis ambiental han sido numerosos. Poco a poco, el ser
humano empieza a realizar una nueva lectura del medio en
que está inmerso y una nueva cosmovisión, una nueva per-
cepción de la relación ser humano-sociedad-medio, va
abriéndose paso. 

En no pocos de los informes y manifiestos que van apare-
ciendo a lo largo de estos años se plantea la necesidad de
adoptar medidas educativas (entre otras) para frenar el cre-
ciente deterioro del planeta. 

Las relaciones entre educación y ambiente no son nuevas;
sin embargo, la novedad que aporta la educación ambien-
tal (EA) es que el ambiente, además de medio educativo,
contenido por estudiar o recurso didáctico, aparece con en-
tidad suficiente para constituirse en finalidad y objeto de la
educación. 

De esa forma, aunque sus raíces son antiguas, la EA, como
la entendemos hoy día, es un concepto relativamente nue-
vo que pasa a un primer plano a finales de los años se-
senta. 

En 1975 se creó el Programa Internacional de Educación
Ambiental, de conformidad con una recomendación de la
Cumbre de Estocolmo (1972) y bajo la conducción de dos
agencias de la Organización de las Naciones Unidas: el
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente
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(PNUMA) y la Organización de las Naciones para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). 

En 1977, la Conferencia Mundial sobre Educación Am-
biental, celebrada en Tbilisi (Rusia), concluyó con la orien-
tación de incorporar la así llamada “dimensión ambiental”
en todo el sistema educativo (informal, formal básico, uni-
versitario), desde un enfoque interdisciplinario. 

Posteriormente, esa orientación inicial ha sido reiterada por
la Conferencia Mundial sobre Educación y Formación
Ambiental UNESCO/PNUMA (Moscú, 1987), así como
por el Programa 21, emanado de la Conferencia de las Na-
ciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (Río de
Janeiro, 1992). En 1981, el PNUMA especificó esa orien-
tación para el ámbito universitario, proclamando su com-
promiso en el estímulo y la promoción de las siguientes ac-
ciones (PNUMA, Resolución 9/20/A, mayo de 1981), entre
otras: 

• La incorporación de los aspectos ambientales en los cu-
rrículos de las carreras universitarias tradicionales, particu-
larmente las siguientes: derecho, economía, medicina, in-
geniera, arquitectura y urbanismo, educación y agronomía,
así como ciencias biológicas, humanas y naturales. 

• La capacitación en las profesiones que se requieren para
la protección, rehabilitación y ordenación del ambiente. 

• La realización de programas de formación de personal
docente universitario en la esfera del ambiente.

A principios de la década de 1980, los gobiernos de Amé-
rica Latina y el Caribe solicitaron al PNUMA la creación
de una red de instituciones de formación ambiental para
profesionales de alto nivel. Así, en 1982 se inició el Pro-
grama General de la Red de Formación Ambiental para
América Latina y el Caribe, apoyado por el PNUMA. 

Hoy día, la Red de Formación Ambiental para América La-
tina y el Caribe tiene como objetivo principal la coordina-
ción, la promoción y el apoyo de actividades en el ámbito
de la educación, la capacitación y la formación ambienta-
les en la región. Para ello, la Red coordina y ofrece asis-
tencia para la realización de cursos y el desarrollo de pro-
gramas de formación ambiental, actividades de
capacitación ambiental en el ámbito comunitario y la pro-
moción del desarrollo de estrategias de políticas de desa-
rrollo sustentable. 

Bases normativas 

Es importante revisar lo que la legislación dicta, en térmi-
nos de formulaciones generales y de instrumentos específi-
cos, a fin de sustentar las acciones de capacitación para el
desarrollo sustentable, la educación ambiental y la comu-
nicación educativa. 

La Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 

En el artículo 3°. En él se garantiza el derecho que todos
los mexicanos tienen a recibir educación. Aun cuando se
plantea (fracción II, inciso b) que el criterio que orienta la
educación es atender a la comprensión de nuestros proble-
mas, al aprovechamiento de nuestros recursos (...), no se
hace mención explícita a la necesidad de que la educación
fomente el respeto de la naturaleza y su uso adecuado. Y sí
llaman la atención, en cambio, las frecuentes referencias al
fomento del progreso científico y tecnológico. 

Aunque no incluye cuestiones educativas, el artículo 27 da
rango constitucional a la conservación de los elementos na-
turales y a la preservación y restauración de los equilibrios
ecológicos. 

Ley General de Educación 

La única mención que se hace en dicha ley sobre el am-
biente está contenida en el artículo 7°, en cuyo inciso XI se
plantea que un fin de la educación es “hacer conciencia de
la necesidad de un aprovechamiento racional de los recur-
sos naturales y de la protección del ambiente”. 

Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente 

En esta ley, donde se basa la política ambiental del país, se
establece: 

Contribuir a que la educación se constituya en un medio
para elevar la conciencia ecológica de la población, conso-
lidando esquemas de comunicación que fomenten la inicia-
tiva comunitaria. 

En el cuerpo de esta ley destacan dos artículos que abordan
el ámbito educativo: 



• Artículo 39. Las autoridades competentes promoverán la
incorporación de contenidos ecológicos en los diversos ci-
clos educativos, especialmente en el nivel básico, así como
la formación cultural de la niñez y la juventud. Asimismo,
propiciarán el fortalecimiento de la conciencia ecológica, a
través de los medios de comunicación masiva. La Secreta-
ría, con la participación de la SEP, promoverá que las ins-
tituciones de educación superior y los organismos dedica-
dos a la investigación científica y tecnológica desarrollen
planes y programas para la formación de especialistas en la
materia en todo el territorio nacional y para la investiga-
ción de las causas y los efectos de los fenómenos ambien-
tales. 

• Artículo 41. El Gobierno Federal, las entidades federati-
vas y los municipios, con arreglo a lo que dispongan las
Legislaturas locales, fomentarán investigaciones científi-
cas y promoverán programas para el desarrollo de técnicas
y procedimientos que permitan prevenir, controlar y abatir
la contaminación, propiciar el aprovechamiento racional de
los recursos y proteger los ecosistemas. Para ello podrán
celebrarse convenios con instituciones de educación supe-
rior, centros de investigación, instituciones de los sectores
social y privado, investigadores y especialistas en la mate-
ria.

En el Título V, Capítulo I, referido a “Participación Social
e Información Ambiental”, la LGEEPA plantea la posibili-
dad de establecer convenios entre la Semarnat e institucio-
nes educativas y académicas para la realización de estudios
e investigaciones en las áreas relacionadas con la protec-
ción ambiental. También plantea el necesario impulso del
fortalecimiento de la conciencia ecológica (artículo 158,
fracciones II y V). 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 

Artículo 32 Bis. Establece las atribuciones de la Semarnat
y señala que a ésta corresponde, entre otras cosas: 

Coordinar, concertar y ejecutar proyectos de formación,
capacitación y actualización para mejorar la capacidad de
gestión ambiental y el uso sustentable de recursos natura-
les; estimular que las instituciones de educación superior y
los centros de investigación realicen programas de forma-
ción de especialistas, proporcionen conocimientos ambien-
tales e impulsen la investigación científica en la materia;
promover que los organismos de promoción de la cultura y
los medios de comunicación social contribuyan a la forma-
ción de actitudes y valores de protección ambiental y de

conservación de nuestro patrimonio natural; y, en coordi-
nación con la SEP, fortalecer los contenidos ambientales de
planes y programas de estudios y los materiales de ense-
ñanza de los diversos niveles y modalidades de educación. 

Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 

La educación y la capacitación son una de las líneas estra-
tégicas fundamentales que orientan las acciones del Go-
bierno Federal en el apartado “Crecimiento con Calidad”,
en el objetivo rector 5, “Crear condiciones para un des-
arrollo sustentable”. 

El crecimiento con calidad es posible sólo si se considera
responsablemente la necesaria interacción de los ámbitos
económico y social con el ambiente y los recursos natura-
les. Corresponde al Estado la creación de las condiciones
para un desarrollo sustentable que asegure la calidad del
ambiente y la disponibilidad de los recursos naturales en el
largo plazo, sobre la base de una sólida cultura en favor del
ambiente. 

Estrategia: Promover procesos de educación, capacitación,
comunicación y fortalecimiento de la participación ciuda-
dana relativos a la protección del ambiente y al aprovecha-
miento sustentable de los recursos naturales. 

Desde estos supuestos, es necesario que nuestro país cuen-
te con un ordenamiento adecuado a las necesidades am-
bientales y cumpla los convenios y tratados en que México
ha participado y firmado. En este sentido, uno de los as-
pectos destacados de la iniciativa será la incorporación en
el currículo de las llamadas “líneas transversales”, entre
ellas la educación ambiental. La inclusión de esos conteni-
dos transversales se justifica, entre otros motivos, por la
necesidad de relacionar las vivencias del alumno o la alum-
na con sus experiencias escolares, mediante la introducción
en los currículos de una serie de temas que están “vivos”
en la sociedad y que, por su importancia y trascendencia,
en el presente y en el futuro, requieren una respuesta edu-
cativa. Además, pese a que las líneas transversales se pre-
senten separadamente, sus objetivos son convergentes y en
ellos subyace un modelo común que debería constituir la
base de una educación integral centrada en los valores.
Son, pues, temas que entroncan con una base ética, tanto en
el plano social como en el personal, que resulta fundamen-
tal; un proyecto de sociedad más libre y pacífica, más res-
petuosa hacia las personas y hacia la propia naturaleza que
constituye el entorno de la sociedad humana. 
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La educación ambiental se basará principalmente en dos
vertientes: educación ambiental formal y educación am-
biental no formal. 

En el ámbito que estamos considerando, un programa de
educación ambiental formal es la exposición general de in-
tenciones, estrategias y acciones que una comunidad edu-
cativa desea emprender para desarrollar coherentemente la
acción educativa ambiental en su contexto escolar. 

Un aspecto fundamental de un programa de EA es su di-
mensión estratégica, pues no sólo ha de manifestar las in-
tenciones que lo mueven sino que ha de establecer, de for-
ma sistemática, las vías por las cuales pretende conseguir
sus finalidades en el contexto para el que está diseñado. Es-
ta implicación en el contexto requiere considerar éste no
sólo como un plano medio para el aprendizaje, sino tam-
bién como un ámbito de vida, por lo que ha de salir al pa-
so de las necesidades reales y los retos que esa comunidad
educativa tiene planteados. 

El programa, para que sea viable, ha de ser coherente con
los planteamientos recogidos en el proyecto educativo de
centro, tanto en lo relativo al análisis del contexto como a
las metas que se proponen y a los aspectos organizativos y
de funcionamiento. Además, el programa es un sistema que
puede estar constituido por varios proyectos que funcionan
como subsistemas, por lo que éstos han de cumplir las con-
diciones mínimas de coherencia (cohesión entre los objeti-
vos, contenidos y actividades, congruencia entre los méto-
dos utilizados, adecuación al nivel del alumnado, etcétera)
que el programa como tal requiere. 

Así, el programa cumplirá una función organizativa, favo-
reciendo la planificación educativa, mientras que los pro-
yectos funcionarán como concreciones del proyecto curri-
cular referidas a temas específicos (problemas o centros de
interés ambientales: pérdida de biodiversidad, energía, re-
siduos, agua, desarrollo, etcétera), presentándose frecuen-
temente como unidades didácticas por desarrollar en deter-
minados cursos. En el desarrollo de los programas puede
intervenir toda la comunidad educativa, aunque lo más fre-
cuente es que sea el trabajo de un grupo docente de una eta-
pa o ciclo concreto, y pueden requerir la colaboración de
agentes externos (asesores, agentes sociales diversos, etcé-
tera). De cualquier forma, los diseños de los programas han
de considerarse hipótesis de trabajo que guiarán la acción
educativa, siendo susceptibles de cuantos ajustes y cam-
bios requiera el proceso de su desarrollo. 

Los destinatarios de la EA no formal son toda la población,
exceptuando las instituciones educativas (colegios, institu-
tos y universidades), que son objeto de la educación am-
biental formal. 

A fin de optimizar las actuaciones emprendidas, es necesa-
rio seleccionar destinatarios concretos para cada tema y
ajustar los mensajes y las estrategias a los distintos colecti-
vos. Algunos de los grupos objeto de la EA no formal son
consumidores, jóvenes, políticos, empresarios y sectores
profesionales. 

Es interesante buscar alianzas con asociaciones o colecti-
vos que podrían actuar como amplificadores de los conte-
nidos ambientales incorporándolos en sus programas. Los
denominamos “destinatarios intermedios” e incluimos en
esta categoría a líderes religiosos, líderes de opinión, aso-
ciaciones, sindicatos, medios de comunicación, etcétera. 

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 3°, fracción VIII, y 73, fracción XXIX-G, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
10, fracciones I y II, 11, 17, fracción IV, 83, fracción I, y
84 de la Ley Orgánica; y 55, fracción II, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, se somete a consideración de la
honorable asamblea la siguiente 

Iniciativa que crea la Ley General de Educación 
Ambiental 

Título Primero 

Del Sistema de Educación 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1°. Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico e interés social y de observancia general, reglamenta-
ria de las disposiciones que se establecen en los artículos
3°, fracción VIII, y 73, fracción XXIX-G, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Su objeto
es establecer los principios, criterios y objetivos para regu-
lar la instrumentación de políticas de educación ambiental
y los servicios educativos en materia ambiental que impar-
tan el Gobierno Federal, los gobiernos locales, sus organis-
mos descentralizados y sus órganos desconcentrados y los
particulares con autorización o reconocimiento de validez



oficial de estudios en los términos establecidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
través de: 

I. La preservación y el mejoramiento del ambiente humano; 

II. La utilización racional de los recursos naturales; 

III. El respeto y la preservación de la biodiversidad; 

IV. El cuidado del patrimonio natural y cultural; 

V. El reconocimiento de la diversidad cultural; 

VI. El rescate y la preservación de las culturas de los pue-
blos indígenas; 

VII. El desarrollo de tecnologías no agresivas del ambiente; 

VIII. La generación de conocimientos ambientales en to-
dos los campos disciplinarios; 

IX. La promoción de enfoques pedagógicos y epistemoló-
gicos basados en la inter y en la transdisciplinariedad; 

X. La concienciación sobre la problemática ambiental; el
desarrollo de una conciencia ambiental crítica y compro-
metida con un modelo sustentable de desarrollo; y 

XI. La concienciación sobre el derecho constitucional a un
ambiente sano; el desarrollo de una ética de la solidaridad
con las generaciones futuras.

Artículo 2°. Son de aplicación supletoria las disposiciones
contenidas en otras leyes, reglamentos, normas y demás or-
denamientos jurídicos relacionados con las materias que
regula la presente ley. 

Artículo 3°. Para los efectos de esta ley, se estará a las de-
finiciones de conceptos que se contienen en la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y
en la Ley General de Educación, así como a las siguientes: 

I. Educación Ambiental: El proceso permanente de carác-
ter interdisciplinario, orientado a la formación de una ciu-
dadanía que reconozca valores, aclare conceptos y desarro-
lle las habilidades y actitudes necesarias para una

convivencia armónica entre seres humanos, su cultura y su
medio biofísico circundante; 

II. Ley General: La Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente; 

III. Secretaría: La Secretaria de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales; y 

IV. Secretaría de Educación: La Secretaría de Educación
Pública.

Artículo 4°. El Gobierno Federal, conforme a la obliga-
ción que le marca la Ley General de Educación de atender
y prestar a todos los habitantes de la entidad educación pre-
escolar, primaria, secundaria y media superior, atenderá,
promoverá e impartirá a todos los tipos, niveles y modali-
dades educativos, incluida la educación superior; la educa-
ción ambiental encaminada a desarrollar coherentemente la
acción educativa ambiental en su contexto escolar. 

Artículo 5°. La educación ambiental que imparta el Go-
bierno Federal se basará en los principios de los artículos
3° y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Artículo 6°. El Gobierno Federal organizará el sistema
educativo escolarizado, no escolarizado y mixto bajo una
concepción de educación integral permanente, flexible, co-
munitaria y democrática, con la participación directa del
conjunto de los sectores interesados, para hacer realidad
una creciente elevación de los niveles de aprendizaje social. 

Título Segundo 

De la Competencia 

Capítulo Unico 

De las Facultades 

Artículo 7°. Los Congresos de los estados, con arreglo a
sus respectivas Constituciones, y la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal expedirán las disposiciones legales que
sean necesarias para regular las materias de su competen-
cia previstas en esta ley. Los ayuntamientos, por su parte,
dictarán los bandos, los reglamentos, las circulares y las
disposiciones administrativas correspondientes, para que
en sus respectivas circunscripciones se cumplan las previ-
siones del presente ordenamiento. 
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En el ejercicio de sus atribuciones, los estados, el Distrito
Federal y los municipios observarán las disposiciones de
esta ley y las que de ella se deriven. 

Artículo 8°. Corresponde a los Estados, de conformidad
con lo dispuesto en esta ley y las leyes locales en la mate-
ria, el ejercicio de las siguientes facultades: 

I. Prestar la educación ambiental mediante las entidades,
las dependencias y los órganos que al efecto señale la pre-
sente ley; 

II. Expedir los ordenamientos que se deriven de la presen-
te ley; 

III. Celebrar convenios de coordinación en materia de edu-
cación ambiental con la Federación, las entidades federati-
vas y los municipios; y 

IV. Las demás que en la materia le otorguen esta ley y otros
ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 9°. Corresponde a la Secretaría el ejercicio de las
siguientes facultades: 

I. Integrar a la política ambiental las disposiciones comple-
mentarias que esta ley establece en materia de educación
ambiental, así como su aplicación; 

II. Formular, evaluar y cumplir, en el marco de su compe-
tencia, las disposiciones del programa de educación am-
biental que esta ley establece; 

III. Coordinarse con la Secretaría de Educación en la apli-
cación de las disposiciones complementarias que, dentro
de los programas de enseñanza y temas de contenido am-
biental, establecen esta ley y demás disposiciones jurídicas
aplicables; 

IV. Emitir opinión sobre el diseño, la construcción, la ope-
ración y el adiestramiento en y para el trabajo en materia
de conservación del ambiente, la protección ecológica y la
restauración del equilibrio ecológico, con arreglo a lo que
establece esta ley; 

V. La Secretaría establecerá un conjunto de recomendacio-
nes y directrices tendentes a que las autoridades e institu-
ciones educativas y culturales, públicas y privadas, intro-
duzcan en los procesos educativos formales y no formales,
así como en los sistemas de capacitación de la administra-

ción pública y empresariales y en los medios de comunica-
ción, contenidos y metodologías para el desarrollo en la
población de conocimientos, hábitos de conducta y actitu-
des orientados a favorecer las transformaciones necesarias
para alcanzar el desarrollo sustentable, así como la conser-
vación y restauración de los recursos naturales; 

VI. Integrar a la política de información y difusión en ma-
teria ambiental los asuntos derivados de la educación am-
biental; 

VII. Promover la investigación, el desarrollo y la aplica-
ción de tecnologías, equipos, sistemas y procesos que eli-
minen, reduzcan o minimicen la liberación al ambiente y la
transferencia de uno a otro de sus elementos de contami-
nantes provenientes del manejo de los residuos sólidos; 

VIII. Emitir las normas ambientales para el Distrito Fede-
ral con relación a las características que deben reunir los
criterios de educación ambiental; 

IX. Inspeccionar y vigilar, en el ámbito de su competencia,
el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, de
su reglamento y demás aplicables; y 

X. La atención de los demás asuntos que en materia de
educación ambiental le concedan esta ley y otros ordena-
mientos en concordancia con ella y que no estén expresa-
mente atribuidos a la Federación.

Artículo 10. Corresponde a la Secretaría de Educación el
ejercicio de las siguientes facultades: 

I. La incorporación de temas de contenido ambiental en los
programas de enseñanza de las instituciones de educación
en todos los niveles; 

II. El fortalecimiento de una cultura ambiental de partici-
pación corresponsable; 

III. El adiestramiento en y para el trabajo en materia de
conservación del ambiente, la protección ecológica y la
restauración del equilibrio ecológico, con arreglo a lo que
establece esta ley; 

IV. La incorporación de contenidos ambientales en los pro-
gramas de las comisiones mixtas de seguridad e higiene, en
coordinación con las autoridades competentes; 



V. La formación de especialistas, así como la coordinación
para la investigación y el desarrollo tecnológico y de eco-
técnicas en materia ambiental que permitan prevenir, con-
trolar y abatir la contaminación, propiciar el aprovecha-
miento sustentable de los recursos y proteger los
ecosistemas; 

VI. Planear, organizar, normar, controlar y vigilar los con-
tenidos de los programas de educación ambiental formal y
no formal; 

VII. Formular, ejecutar, vigilar y evaluar el programa ge-
neral de educación ambiental; 

VIII. Establecer los criterios y las normas necesarios para
la construcción de la educación ambiental; 

IX. Diseñar, construir, y organizar la educación ambiental
formal y no formal; 

X. Inspeccionar y vigilar, en el ámbito de su competencia,
el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, su
reglamento y demás aplicables; 

XI. Imponer las sanciones que correspondan por violacio-
nes o incumplimiento de este ordenamiento, en el ámbito
de su competencia; 

XII. Atender los demás asuntos que en materia de educa-
ción ambiental le concedan esta ley y otros ordenamientos
jurídicos aplicables y que no estén expresamente atribuidos
a la Federación o a otras dependencias o entidades de la
Administración Pública del Distrito Federal; 

XIII. Determinar y formular planes y programas de estu-
dio, distintos de los de educación primaria, secundaria y
normal y demás para la formación de maestros de educa-
ción básica, en concurrencia con la Federación; 

XIV. Dotar obligatoria y oportunamente a las instituciones
que impartan educación primaria y secundaria de los libros
de texto o manuales autorizados por la Secretaría, así como
del material didáctico necesario a fin de que se cumpla efi-
cazmente la función social ambiental educativa; 

XV. Promover la investigación pedagógica para elevar la
calidad del sistema educativo; 

XVI. Desarrollar innovaciones pedagógicas para mejorar
la calidad educativa; 

XVII. Evaluar permanentemente los métodos y las técnicas
de formación y capacitación del personal docente para la
planificación, el desarrollo y la evaluación del proceso
educativo; y 

XVIII. Las demás que establezcan otras disposiciones le-
gales en materia educativa y ambiental.

Artículo 11. Corresponde a los estados y al Distrito Fede-
ral la atención de las denuncias ciudadanas que cualquier
persona presente por violaciones o incumplimiento de las
disposiciones de la presente ley. 

Artículo 12. Corresponde a los municipios, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta ley y en las leyes locales en la
materia, el ejercicio de las siguientes facultades: 

I. Formular, ejecutar, vigilar y evaluar el programa de edu-
cación ambiental no formal de su competencia, con base en
los lineamientos establecidos en el programa de gestión de
educación ambiental; 

II. Orientar a la población sobre el cuidado y la protección
del ambiente, así como el respeto de la flora y de la fauna; 

III. Promover programas de capacitación a los servidores
públicos, así como de fomento y orientación a la población
sobre educación ambiental; 

IV. Organizar administrativamente el servicio de capacita-
ción y educación ambientales; 

V. Atender oportunamente las quejas del público por falta
de programas de capacitación y educación ambientales; 

VI. Inspeccionar y vigilar, en el ámbito de su competencia,
el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, de
su reglamento y demás aplicables; 

VII. Imponer las sanciones que correspondan por violacio-
nes o incumplimiento de este ordenamiento, en el ámbito
de su competencia; 

VIII. Integrar a la política del municipio de información y
difusión en materia ambiental los asuntos relacionados con
la realización del servicio de capacitación y educación am-
bientales; y 
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IX. Atender los demás asuntos que en materia de educa-
ción ambiental les concedan esta ley y otros ordenamientos
jurídicos aplicables.

Título Tercero 

De la Educación Ambiental 

Capítulo I 

De las Disposiciones Generales 

Artículo 13. Todos los habitantes tienen derecho a la edu-
cación ambiental, al acceso a la información ambiental y a
la utilización de instrumentos de participación ciudadana
que posibiliten el mejoramiento de sus condiciones de vi-
da, que involucre a todos los actores sociales que interac-
túan con las áreas protegidas y los ecosistemas de interés,
promueva iniciativas que ofrezcan alternativas de vida a las
comunidades, supere los límites del conservacionismo es-
tricto e incorpore otras dimensiones de la sustentabilidad y
sea capaz de prevenir problemas. 

Artículo 14. Para la creación de una educación ambiental
que involucre a todos los actores sociales que interactúan
con las áreas protegidas y los ecosistemas de interés, se in-
cluirán en el reglamento las disposiciones para formular
planes de manejo, guías y lineamientos para educadores. 

Artículo 15. Los educadores y los capacitadotes o cual-
quier otra persona responsable de la educación ambiental
formal y no formal cumplirán las siguientes obligaciones,
además de las establecidas en el reglamento: 

I. Instrumentar planes de educación ambiental; 

II. Adoptar sistemas eficientes de administración ambien-
tal sustentable; y 

III. Educar en los mejores métodos, acciones y actitudes
para la protección del ambiente y de los ecosistemas.

Artículo 16. Es responsabilidad de toda persona, física o
moral: 

I. Evitar la contaminación de los recursos ambientales; 

II. Fomentar la reutilización y el reciclaje de materiales; 

III. Cumplir las disposiciones específicas, los criterios, las
normas y las recomendaciones técnicas derivadas de los
planes ambientales; y 

IV. Las demás que establezcan los ordenamientos jurídicos
aplicables.

Capítulo II 

De la Educación Ambiental Formal 

Artículo 17. La educación ambiental es un componente
esencial y permanente de la educación nacional, debiendo
estar presente, de forma articulada, en todos los niveles y
las modalidades del proceso educativo, en su carácter for-
mal y no formal. 

Artículo 18. La Secretaría elaborará y mantendrá actuali-
zado, en los términos del reglamento, un inventario que
contenga los planes de educación ambiental. 

Artículo 19. Para los efectos del artículo anterior, el in-
ventario de planes de educación ambiental se realizará con-
forme las disposiciones establecidas en el reglamento de
esta ley. 

Capítulo III 

De la Educación Ambiental no Formal 

Artículo 20. Los estados, el Distrito Federal y los munici-
pios elaborarán y mantendrán actualizado, en los términos
del reglamento, un inventario que contenga los planes de
educación ambiental, dentro de sus respectivas competen-
cias. 

Artículo 21. Para los efectos del artículo anterior, el in-
ventario de planes de educación ambiental se realizará con-
forme las disposiciones establecidas en el reglamento de
esta ley. 

Capítulo IV 

De la Investigación 

Artículo 22. La Federación, mediante los organismos com-
petentes, promoverá, estimulará y financiará la investiga-
ción científica y tecnológica referida a la problemática am-
biental, en las siguientes áreas temáticas: 



I. La inserción de la educación ambiental en el sistema
educativo nacional, y el desarrollo de métodos pedagógi-
cos adecuados y de una epistemología y una ética de la
complejidad ambiental; 

II. El diseño de los modelos de arquitectura escolar ade-
cuados a los principios y fines establecidos en esta ley; 

III. El desarrollo de tecnologías no agresivas al ambiente; 

IV. La producción de material didáctico; 

V. La realización de relevamiento de las problemáticas li-
gadas a la comunidad educativa y a la región a que perte-
nece; y 

VI. Las consecuencias ambientales de la aplicación de las di-
ferentes tecnologías, técnicas y procedimientos productivos.

Capítulo V 

Del Financiamiento 

Artículo 23. La Federación, los estados, el Distrito Federal
y los municipios, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, deberán establecer fondos en sus presupuestos des-
tinados a la educación ambiental y los programas de desa-
rrollo que sean necesarios para el cumplimiento de la
presente ley. 

Transitorios 

Primero. Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. En tanto se expiden las disposiciones adminis-
trativas que se deriven de la presente ley, seguirán en vigor
las que han regido hasta ahora en lo que no la contraven-
gan. 

Tercero. Los gobiernos de las entidades federativas, así co-
mo los ayuntamientos, deberán adecuar sus leyes, regla-
mentos, ordenanzas, bandos de policía y buen gobierno y
demás disposiciones aplicables a lo establecido en el pre-
sente decreto. 

Cuarto. La Federación, en coordinación con las autorida-
des de las entidades federativas y las municipales, según
corresponda, aplicará lo dispuesto en este decreto en el ám-
bito local en las materias cuya competencia no correspon-

día a dichos órdenes de gobierno antes de la entrada en vi-
gor del presente decreto, hasta en tanto sean expedidos y
modificados los ordenamientos señalados en el artículo
tercero transitorio. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veinti-
nueve días del mes de abril de dos mil cuatro.— Diputa-
dos: Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán, Guillermo
Velasco Rodríguez (rúbricas).» 

Turnada a las comisiones unidas de Educación Pública
y Servicios Educativos y de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales. 

«Iniciativa que reforma el primer y ultimo párrafos del ar-
tículo 225, y la fracción I del artículo 376-bis de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Maria Cristina Díaz
Salazar, del grupo parlamentario del PRI 

La suscrita, diputada federal e integrante del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional a la LIX
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad que le confieren los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en lo es-
tablecido en los numerales 55, fracción II, 56, 62, 63 y de-
más relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el primer y últi -
mo párrafos del artículo 225 y la fracción I del 376 Bis,
ambos de la Ley General de Salud, de conformidad con la
siguiente 

Exposición de Motivos 

I. Antecedentes 

La Ley General de Salud, en su artículo 221, fracción I,
contiene la definición legal de medicamentos: “Toda sus-
tancia o mezcla de sustancias de origen natural o sintético
que tenga efecto terapéutico, preventivo o rehabilitatorio,
que se presente en forma farmacéutica y se identifique
como tal por su actividad farmacológica, características
físicas, químicas y biológicas”. 
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El artículo 222 de la ley en cita dispone que la Secretaría
de Salud sólo concederá la autorización correspondiente a
los medicamentos cuando se demuestre que las sustancias
que contengan reúnan las características de seguridad y efi-
cacia exigidas. El citado artículo hace referencia al 428,
que obliga a la autoridad sanitaria a tomar en cuenta, en el
ejercicio de sus facultades discrecionales, varios criterios
entre los que destacan las necesidades sociales y naciona-
les y, en general, los derechos e intereses de la sociedad. 

Por otra parte, el artículo 224 del ordenamiento invocado
establece la clasificación de los medicamentos, de acuerdo
con su forma de preparación y con su naturaleza: 

A. Por su forma de preparación los clasifica en: 

I. Magistrales: cuando sean preparados conforme a la fór-
mula prescrita por un médico; 

II. Oficinales: cuando la preparación se realice de acuerdo
con las reglas de la farmacopea de los Estados Unidos Me-
xicanos; y 

III. Especialidades farmacéuticas: cuando sean preparados
con fórmulas autorizadas por la Secretaría de Salud, en es-
tablecimientos de la industria químico-farmacéutica.

B. Por su naturaleza los clasifica en: 

I. Alopáticos: toda sustancia o mezcla de sustancias de ori-
gen natural o sintético que tenga efecto terapéutico, pre-
ventivo o rehabilitatorio, que se presente en forma farma-
céutica y se identifique como tal por su actividad
farmacológica, características físicas, químicas y biológi-
cas, y se encuentre registrado en la farmacopea de los Es-
tados Unidos Mexicanos para medicamentos alopáticos; 

II. Homeopáticos: toda sustancia o mezcla de sustancias de
origen natural o sintético que tenga efecto terapéutico, pre-
ventivo o rehabilitatorio y que sea elaborado de acuerdo
con los procedimientos de fabricación descritos en la far-
macopea homeopática de los Estados Unidos Mexicanos,
en las de otros países u otras fuentes de información cien-
tífica nacional e internacional; y 

III. Herbolarios: los productos elaborados con material ve-
getal o algún derivado de éste, cuyo ingrediente principal
es la parte aérea o subterránea de una planta o extractos y
tinturas, así como jugos, resinas y aceites grasos y esencia-
les, presentados en forma farmacéutica, cuya eficacia tera-

péutica y seguridad han sido confirmadas científicamente
en la bibliografía nacional o internacional.

Asimismo, el artículo 225 prevé que los medicamentos,
para su uso y comercialización, serán identificados por sus
denominaciones genérica y distintiva. La identificación ge-
nérica será obligatoria. 

En la denominación distintiva no podrá incluirse clara o
veladamente la composición del medicamento o su acción
terapéutica. Tampoco, indicaciones en relación con enfer-
medades, síndromes o síntomas, ni las que recuerden datos
anatómicos o fenómenos fisiológicos, excepto en vacunas
y productos biológicos. 

El párrafo final del artículo referido señala que las disposi-
ciones reglamentarias determinarán la forma en que las de-
nominaciones señaladas deberán usarse en la prescripción,
la publicidad, el etiquetado y en cualquier otra referencia. 

El artículo 376 de la ley considera que, tratándose de me-
dicamentos, se requiere registro sanitario. Dicho registro
sólo podrá ser otorgado por la Secretaría de Salud y será
por tiempo indeterminado, sin perjuicio de lo establecido
en el artículo 378, el cual previene que las autorizaciones
podrán ser revisadas en los términos de las disposiciones
generales aplicables. 

El artículo 376 Bis de la ley en cita señala que el registro
sanitario se sujetará a los siguientes requisitos: 

I. En el caso de medicamentos, estupefacientes y psicotró-
picos, la clave de registro será única, sin poder aplicarse a
dos productos que se diferencien ya sea en su denomina-
ción genérica o distintiva o en su formulación. Por otra par-
te, el titular de un registro no podrá serlo de dos registros
que ostenten el mismo principio activo, forma farmacéuti-
ca o formulación, salvo cuando uno de éstos se destine al
mercado de genéricos. En los casos de fusión de estableci-
mientos se podrán mantener, en forma temporal, dos regis-
tros; y 

II. En el caso de los productos que cita la fracción II del ar-
tículo 194,1 podrá aceptarse un mismo número de registro

1. El ejercicio del control sanitario será aplicable al: 
II. Proceso, uso, mantenimiento, importación, exportación y dis -
posición final de equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcio -
nales, Agentes de diagnóstico, insumos de uso odontológico, mate-
riales quirúrgicos y de curación y productos higiénicos, 



para líneas de producción del mismo fabricante, a juicio de
la Secretaría.

Por otra parte, el Título Segundo, denominado “Insumos”,
del Reglamento de Insumos para la Salud, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 4 de febrero de 1998, es-
tablece reglas en el Capítulo VII para los medicamentos
genéricos intercambiables. 

El artículo 72, haciendo referencia a lo dispuesto en la frac-
ción I del artículo 376 Bis de la ley, establece que los me-
dicamentos destinados al mercado de genéricos serán úni-
camente las especialidades farmacéuticas que, en términos
de dicho reglamento, sean intercambiables. 

Por disposición expresa del artículo 73 del propio regla-
mento, el Consejo de Salubridad General y la Secretaría de
Salud, mediante publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, determinarán periódicamente las pruebas que de-
berán aplicarse para considerar los medicamentos como in-
tercambiables, según la naturaleza y la forma farmacéutica
de cada uno de éstos. Los criterios y requisitos a que debe-
rán sujetarse dichas pruebas se establecerán en las normas
correspondientes. 

Asimismo, el artículo 74 del reglamento mencionado obli-
ga al Consejo de Salubridad General a elaborar y publicar
periódicamente en el citado órgano de difusión un catálogo
que contenga la relación de los medicamentos genéricos in-
tercambiables, el cual mantendrá permanentemente actua-
lizado. 

Asimismo, el artículo 75 del reglamento en comento prevé
que se incorporarán al referido catálogo de medicamentos
genéricos intercambiables únicamente las especialidades
farmacéuticas que reúnan los siguientes requisitos: 

I. Que cuenten con registro sanitario vigente; 

II. Que, respecto del medicamento innovador o producto de
referencia, tengan la misma sustancia activa y forma far-
macéutica, con igual concentración o potencia, utilicen la
misma vía de administración y con especificaciones farma-
copeicas iguales o comparables; 

III. Que cumplan las pruebas determinadas por el Consejo
de Salubridad General y la Secretaría; 

IV. Que comprueben que sus perfiles de disolución o su
biodisponibilidad u otros parámetros, según sea el caso,

son equivalentes a los del medicamento innovador o pro-
ducto de referencia; y 

V. Que estén incluidos en el cuadro básico de insumos para
el primer nivel y en el catálogo de insumos para el segun-
do y tercer niveles.

El artículo 78 del citado reglamento prevé el caso de que
cuando el emisor de la receta prescriba un medicamento
sólo por su denominación genérica, deberá tratarse de los
contenidos en el catálogo de medicamentos genéricos in-
tercambiables. 

El citado dispositivo obliga a las farmacias, droguerías y
boticas a poseer y utilizar la edición actualizada de dicho
catálogo. 

II. Consideraciones 

Que, como se desprende de la terminología empleada en la
Ley General de Salud, en la clasificación de los medica-
mentos existen los medicamentos genéricos y ninguna par-
te de dicho ordenamiento se refiere a medicamentos gené-
ricos intercambiables. 

En cambio, el Reglamento de Insumos para la Salud deno-
mina el Capítulo VII del Título Segundo como “Medica-
mentos Genéricos Intercambiables”. 

Que, de conformidad con lo dispuesto en la fracción I del
artículo 221 de la Ley General de Salud, un medicamento
debe “identificarse” como tal por su actividad farmacoló-
gica, características físicas, químicas y biológicas. El ar-
tículo 225 de la ley señala que, para el uso y la comerciali-
zación, los medicamentos serán identificados por sus
denominaciones genérica y distintiva y que esta identifica-
ción genérica será obligatoria. 

Que el párrafo final del artículo referido ordena que las
disposiciones reglamentarias determinarán la forma en que
las denominaciones señaladas deberán usarse en la pres-
cripción, la publicidad, el etiquetado y en cualquier otra
referencia; esto es, la ley ordena o determina que las dis-
posiciones reglamentarias se enfoquen a “la forma en que
las denominaciones deberán usarse en la prescripción, pu-
blicidad, etiquetado y en cualquier otra referencia”. 

Que el artículo 72 del citado reglamento hace referencia a
la fracción I del 376 Bis de la Ley, la que por principio
menciona expresamente la denominación de “genéricos”.
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Por su parte, el Reglamento de Insumos no sólo hace esa
“referencia” o “mención”, sino que va mas allá y determi-
na en sí que, además, sean “intercambiables”. 

Ahora bien, el artículo 72 del reglamento no sólo hace esa
“determinación” o “adición”, sino que el artículo 73 del
propio ordenamiento reglamentario dispone que el Conse-
jo de Salubridad General y la Secretaría de Salud “deter-
minarán periódicamente las pruebas que deberán aplicarse
para considerar los medicamentos como intercambiables,
según la naturaleza y forma farmacéutica...” 

En otras palabras, de lo hasta aquí expuesto se puede infe-
rir que ya no es sólo un asunto de “forma”, como lo pre-
ceptúa el último párrafo del artículo 225 de la ley, sino de
pruebas y naturaleza de los medicamentos para ser consi-
derados “genéricos intercambiables”. 

Que existe concordancia o conformidad en general con las
regulaciones del Capítulo VII del Título Segundo del Re-
glamento de Insumos para la Salud en materia de medica-
mentos genéricos intercambiables, particularmente la dis-
posición reglamentaria del artículo 79, que dispone
textualmente: “La venta o suministro de medicamentos ge-
néricos intercambiables deberá ser resultado de que el inte-
resado seleccione el que más le convenga al consultar el
catálogo de medicamentos genéricos intercambiables, mis-
mo que deberá poner a su disposición el expendedor de la
farmacia. En caso de que el medicamento prescrito no esté
disponible, sólo podrá sustituirse cuando así lo autorice
quien lo prescribe”. 

Que lo que preocupa son los efectos de que, estrictamente,
el reglamento no observe una correspondencia exacta en la
denominación que emplea la ley y de ello puedan derivar
consecuencias que vulneren el régimen de los genéricos in-
tercambiables; por ejemplo, que se obtengan sentencias de
amparo por quienes no cumplan las pruebas de bioequiva-
lencia establecidas por el reglamento, aduciendo los térmi-
nos en que la ley trata la sola denominación de “genéricos”. 

Que, en efecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha dictado diversos criterios sobre la facultad reglamenta-
ria presidencial. A continuación se transcriben algunos de
ellos: 

Epoca: Séptima 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Parte : 60 Tercera Parte 
Tesis: 
Página: 49 

Reglamentos administrativos. Facultad del Presidente de la
República para expedirlos. Su naturaleza. El artículo 89,
fracción I, de nuestra Carta Magna confiere al Presidente
de la República tres facultades: a) La de promulgar las le-
yes que expida el Congreso de la Unión; b) La de ejecutar
dichas leyes; y c) La de proveer en la esfera administrativa
a su exacta observancia, o sea la facultad reglamentaria.
Esta última facultad es la que determina que el Ejecutivo
pueda expedir disposiciones generales y abstractas que tie-
nen por objeto la ejecución de la ley, desarrollando y com-
plementando en detalle las normas contenidas en los orde-
namientos jurídicos expedidos por el Congreso de la
Unión. El reglamento es un acto formalmente administrati-
vo y materialmente legislativo; participa de los atributos de
la ley, aunque sólo en cuanto ambos ordenamientos son de
naturaleza impersonal, general y abstracta. Dos caracterís-
ticas separan la ley del reglamento en sentido estricto: este
último emana del Ejecutivo, a quien incumbe proveer en la
esfera administrativa a la exacta observancia de la ley, y es
una norma subalterna que tiene su medida y justificación
en la ley. Pero aun en lo que aparece común en los dos or-
denamientos, que es su carácter general y abstracto, sepa-
rándose por la finalidad que en el área del reglamento se
imprime a dicha característica, ya que el reglamento deter-
mina de modo general y abstracto los medios que deberán
emplearse para aplicar la ley a los casos concretos. 

Volumen 51, página 81. Amparo en revisión 1409/72. Cre-
aciones Raklin, SA. 22 de marzo de 1973. 5 votos. Ponen-
te: Carlos del Río Rodríguez. Volumen 52, página 78. Am-
paro en revisión 1137/72. Manuel Alvarez Fernández. 25
de abril de 1973. 5 votos. Ponente: Alberto Jiménez Cas-
tro. Volumen 53, página 27. Amparo en revisión 1608/72.
Blusas y Confecciones, SA. 3 de mayo de 1973. Unanimi-
dad de 4 votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez. Volu-
men 54, página 31. Amparo en revisión 1017/72. Yosam,
SA. 21 de junio de 1973. 5 votos. Ponente: Jorge Iñárritu.
Volumen 55, página 39. Amparo en revisión 1346/72.
Embotelladora Potosí, SA de CV. 9 de julio de 1973. 5 vo-
tos. Ponente: Jorge Saracho Alvarez. Nota: Esta tesis tam-
bién aparece en apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Se-
gunda Sala, tesis 404, página 709.



Epoca: Novena 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Parte : II, agosto de 1995 
Tesis: 2a. LXX/95 
Página: 284 

Facultad reglamentaria del Presidente de la República.
Principios que la rigen. Según ha sostenido este alto Tribu-
nal en numerosos precedentes, el artículo 89, fracción I,
constitucional faculta al Presidente de la República para
expedir normas reglamentarias de las leyes emanadas del
Congreso de la Unión, y aunque desde el punto de vista
material ambas normas son similares, aquéllas se distin-
guen de éstas básicamente en que provienen de un órgano
que al emitirlas no expresa la voluntad general, sino que
está instituido para acatarla en cuanto dimana del Legisla-
tivo, de donde, por definición, son normas subordinadas,
de lo cual se sigue que la facultad reglamentaria se halla re-
gida por dos principios: el de reserva de ley y el de subor-
dinación jerárquica a la misma. El principio de reserva de
ley, que desde su aparición como reacción al poder ilimita-
do del monarca hasta su formulación en las Constituciones
modernas ha encontrado su justificación en la necesidad de
preservar los bienes jurídicos de mayor valía de los gober-
nados (tradicionalmente libertad personal y propiedad),
prohíbe al reglamento abordar materias reservadas en ex-
clusiva a las leyes del Congreso, como son las relativas a la
definición de los tipos penales, las causas de expropiación
y la determinación de los elementos de los tributos, mien-
tras que el principio de subordinación jerárquica exige que
el reglamento esté precedido por una ley cuyas disposicio-
nes desarrolle, complemente o pormenorice y en las que
encuentre su justificación y medida. 

Amparo en revisión 1948/94. Proveedora de Señales y Dis-
positivos para Tránsito, SA de CV. 16 de junio de 1995.
Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria:
Adriana Campuzano de Ortiz.

De lo anteriormente trascrito se concluye lo siguiente: 

a) El reglamento, desde el punto de vista material, es un ac-
to legislativo, pero nunca puede contener materias que es-
tén reservadas a la ley; o sea, a actos que pueden emanar de
la facultad que corresponde al Poder Legislativo porque
desaparecería el régimen constitucional de separación de
funciones; 

b) Desde el punto de vista material, tanto las leyes como
los reglamentos son similares: aquéllas se distinguen de és-
tos básicamente en que los segundos provienen de un ór-
gano que, al emitirlos, no expresa la voluntad general del
Congreso de la Unión, sino que está instituido para acatar-
la en cuanto dimana de las normas expedidas por el Poder
Legislativo, en donde, por definición, son normas subordi-
nadas, de lo cual se sigue que la facultad reglamentaria se
halla regida por dos principios: el de reserva de ley y el de
subordinación jerárquica de la misma; 

c) El principio de reserva de la ley deviene de la necesidad
de preservar los bienes jurídicos de mayor valía de los go-
bernados. Por tanto, se prohíbe al reglamento abordar ma-
terias cuya regulación está reservada de manera exclusiva
a las leyes expedidas por el Congreso de la Unión; 

d) El principio de subordinación jerárquica exige que el re-
glamento esté precedido por una ley cuyas disposiciones
desarrolle, complemente o pormenorice y en la que en-
cuentra su justificación y medida; 

e) La ley tiene preferencia sobre el reglamento, pues las
disposiciones de aquélla no pueden ser modificadas por és-
te. Dicho principio es reconocido en el inciso f) del artícu-
lo 72 de la Constitución, que previene que en la reforma o
derogación de las leyes se observarán los mismos trámites
establecidos para su formación; 

f) La facultad reglamentaria no puede ser utilizada como
instrumento para llenar lagunas de la ley, para remediar el
olvido o la omisión ni para modificarla. Por tal motivo, si
el reglamento debe contraerse a indicar los medios para
cumplir la ley, no está entonces permitido que por dicha fa-
cultad una disposición de tal naturaleza otorgue mayores
alcances o imponga diversas limitaciones a las contenidas
en la norma que busca reglamentar; y 

g) Si bien hay similitudes entre la ley y el reglamento, no
pueden tener ambos el mismo alcance, ni por razón del ór-
gano que los expide, ni por razón de la materia que con-
signan, ni por la fuerza y autonomía que en sí tienen, ya
que el reglamento tiene que estar necesariamente subor -
dinado a la ley, de lo cual depende su validez, no pudien-
do derogar, modificar, ampliar ni restringir el contenido e
ésta, ya que sólo tiene por objeto proveer la exacta obser-
vancia de las leyes que expide el Congreso de la Unión.

Que, en virtud de lo anterior, mediante la presente iniciati -
va se propone reformar el primer párrafo del artículo 225

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2004549



Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2004 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados550

de la Ley General de Salud, a fin de precisar que la obliga-
ción de identificar por su denominación genérica los medi-
camentos para uso y comercialización sea obligatoria para
los medicamentos genéricos intercambiables. 

Que resulta indispensable prever en el último párrafo del
artículo arriba citado la remisión al Reglamento de Insu-
mos para la Salud, a fin de que las disposiciones regla-
mentarias establezcan la obligación de que las normas co-
rrespondientes determinen las pruebas que deberán
aplicarse para considerar los medicamentos como genéri-
cos intercambiables según la naturaleza y la forma farma-
céutica y para que también el reglamento disponga la for-
ma en que las denominaciones señaladas deberán usarse en
la prescripción, la publicidad, el etiquetado y en cualquier
otra referencia. 

Asimismo, se propone adecuar la fracción I del artículo
376 Bis del Reglamento de Insumos para la Salud a fin de
establecer la concordancia o conformidad de las disposi-
ciones de la Ley General de Salud referentes a medica-
mentos genéricos con las regulaciones contenidas en el Ca-
pítulo VII del Título Segundo del citado reglamento en
materia de medicamentos genéricos intercambiables. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar el si-
guiente 

Proyecto de decreto por el que se reforman el primer y
último párrafos del artículo 225 y la fracción I del 376
Bis, ambos de la Ley General de Salud a fin de dar con-
cordancia a las disposiciones de la ley referentes a me-
dicamentos genéricos con las regulaciones contenidas
en el Reglamento de Insumos para la Salud en materia
de medicamentos genéricos intercambiables 

Artículo Unico. Se reforman el primer y último párrafos
del artículo 225 y la fracción I del 376 Bis, ambos de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 225. Los medicamentos, para su uso y comercia-
lización, serán identificados por sus denominaciones gené-
rica y distintiva. La identificación genérica será obligatoria
para los medicamentos genéricos intercambiables. 

... 

Las disposiciones reglamentarias establecerán la obliga-
ción de que las normas correspondientes determinen las
pruebas que deberán aplicarse para considerar los medica-

mentos como genéricos intercambiables según la naturale-
za y forma farmacéutica. Asimismo, el reglamento dispon-
drá la forma en que las denominaciones señaladas deberán
usarse en la prescripción, la publicidad, el etiquetado y en
cualquier otra referencia. 

Artículo 376 Bis. El registro sanitario a que se refiere el ar-
tículo anterior se sujetará a los siguientes requisitos: 

I. En el caso de medicamentos, estupefacientes y psicotró-
picos, la clave de registro será única, sin que pueda apli-
carse la misma a dos productos que se diferencien ya sea
en su denominación genérica intercambiable o distintiva o
en su formulación. Por otra parte, el titular de un registro
no podrá serlo de dos registros que ostenten el mismo prin-
cipio activo, forma farmacéutica o formulación, salvo
cuando uno de éstos se destine al mercado de genéricos in-
tercambiables. En los casos de fusión de establecimientos
se podrán mantener, en forma temporal, dos registros; y 

II. ...

Transitorio 

Artículo Unico. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de abril
de 2004.— Dip. María Cristina Díaz Salazar (rúbrica).» 

Turnada a la Comisión de Salud. 

«Iniciativa que reforma diversos articulos de la Ley Fede-
ral del trabajo, en materia de paternidad responsable y pro-
teccion de la organizacion y desarrollo de la familia, a car-
go de la diputada Blanca Eppen Canales, del grupo
parlamentario del PAN 

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
55 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, el grupo



parlamentario de Acción Nacional, mediante la suscrita,
diputada Blanca Eppen Canales, presenta a esta soberanía
una iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 59, 110, 165, 168, 169, 170 y 995 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, con objeto de fomentar la paternidad res-
ponsable, así como las normas protectoras de la organiza-
ción y desarrollo de la familia, conforme a la siguiente 

Exposición de Motivos 

Desde hace varias décadas, diversos factores han detonado
el incremento de la participación de las mujeres en el mer-
cado laboral y en la vida social y productiva del país, como
la transición demográfica, traducida en una disminución de
la fecundidad, y una reconfiguración de los papeles tradi-
cionales de los hombres y las mujeres, compartiendo las ta-
reas del hogar, el cuidado y educación de los hijos, la apor-
tación económica al ingreso familiar y la propia búsqueda
de su desarrollo personal. 

Lo anterior puede constatarse en las cifras arrojadas por di-
versos estudios, que indican: 

• La participación de los hogares con jefa casi se ha tripli-
cado en el periodo, pasando de 1.7 millones en 1970 a 4.6
millones en 2000; es decir, 21 por ciento de los hogares tie-
ne jefatura femenina. 

• Se ha modificado la composición de la Población Econó-
micamente Activa Ocupada: en 1990, 23.6 por ciento co-
rrespondía a mujeres, cifra que se elevó en 2000 a 31.6 por
ciento. 

• La mitad de las mujeres entre 30 y 45 años de edad parti -
cipa en el mercado formal de trabajo. 

• Para 2000, la tasa de fecundidad era aproximadamente de
2.3 hijos por mujer y se estima que para 2027 la tasa sea de
1.8 hijos por mujer.

Así, la mayoría de las mujeres tiene que desempeñar dife-
rentes papeles en la sociedad -trabajadora, madre, esposa y
ama de casa-, lo que puede provocar que las oportunidades
de trabajo se vean limitadas por la incompatibilidad de las
jornadas laborales con las responsabilidades familiares, es-
pecialmente con los hijos, pudiendo traducirse en un freno
para su desarrollo profesional. 

Sin embargo, pese a que las mujeres participan cada vez
más en la vida laboral con un mayor dinamismo y flexibi-

lidad para enfrentar los retos que demanda el mercado de
trabajo, nos falta un gran trecho por recorrer en el ámbito
legislativo para proteger sus derechos y definir sus obliga-
ciones con un efectivo enfoque de género. 

En este sentido, es importante señalar que la Organización
Internacional del Trabajo ha reconocido que, gracias a la
participación de las mujeres en el mercado laboral, muchos
hogares han podido hacer frente a las necesidades econó-
micas provocadas por crisis económicas nacionales. Por
ello, las acciones legislativas deben encaminarse a adecuar
el marco jurídico para crear un ambiente propicio para que
las mujeres puedan desarrollarse eficientemente y que se
les permita ampliar sus posibilidades de conseguir un em-
pleo e incrementar sus salarios. 

Se necesita generar un entorno que permita hacer compati -
bles las jornadas laborales con el desarrollo de la vida fa-
miliar, al mismo tiempo que se elimine cualquier forma de
discriminación en materia de género, así como de violencia
intrafamiliar, considerando todos los acuerdos e instrumen-
tos internacionales ratificados por nuestro país en la mate-
ria, de tal forma que se respeten los compromisos de Mé-
xico con las mujeres y la familia. 

En Acción Nacional hemos pugnado porque se ejerzan po-
líticas justas en materia de equidad y por el cuidado de la
vida familiar, pensamiento que compartimos desde el ori-
gen de nuestro partido, plasmado en los principios y en las
plataformas legislativas, pues la familia como núcleo so-
cial antecede al Estado, por lo que sus acciones deben es-
tar en función de ella, y sus políticas deben encaminarse a
la promoción, el fortalecimiento y el cuidado de la misma. 

Por ello, desde hace varias Legislaturas se han presentado
propuestas en busca de fortalecer y potenciar las capacida-
des de las mujeres, a fin de coadyuvar a tornar eficiente su
desempeño y desarrollo personal y profesional, además de
proteger a los padres y a las madres de familia. Eso debe
conducirnos a que, desde el ámbito legislativo, revalore-
mos la importancia de la familia y promovamos la partici-
pación de ésta en la vida nacional, para que su opinión en
la toma de decisiones resulte trascendental en la política
nacional. Por ello celebramos la reciente creación de la Co-
misión Especial de la Niñez, Adolescencia y Familias en la
LIX Legislatura, figura que apoyamos desde su promoción
en esta tribuna. 

La familia es un espacio para encontrar soluciones que per-
mitan fortalecernos como sociedad. En este sentido, resulta
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importante señalar que diversos especialistas concluyen
que potenciar a las mujeres significa invertir en la familia
y, por ende, en toda la sociedad. Por lo mismo, no debemos
escatimar esfuerzos para alcanzar resultados favorables en
la tarea de lograr una mejor sociedad. 

Necesitamos ser más ambiciosos en estos aspectos, ampliar
nuestra mirada para que el desarrollo de las mujeres sea
una ocupación de todos los sectores, para que se realicen
acciones de complementariedad en materia de género, así
como su promoción objetiva, dejando atrás los mitos y las
“costumbres” que sólo exponen el grado de avance o atra-
so de una sociedad, y así considerar lo que alguna vez es-
cribió Armatya Sen, premio Nobel de Economía en 1998:
“No más las receptoras pasivas de ayuda para el mejora-
miento de su bienestar, cada vez más las mujeres son vis-
tas, tanto por los hombres como por las mujeres mismas,
como agentes activos del cambio, las dinámicas promoto-
ras de transformaciones sociales que pueden modificar las
vidas de hombres y de mujeres por igual”. 

Esta iniciativa es parte de un cúmulo de esfuerzos encami-
nado a velar por los derechos de las mujeres, pretende ser
un medio para que se activen sinergias entre todos los sec-
tores sociales, de tal forma que los resultados puedan mul-
tiplicarse. Es una acción legislativa que quiere fomentar un
cambio cultural en todas sus dimensiones, tanto en la eti -
quetación de los papeles como con los parámetros sobre el
trabajo y la calificación personal, así como en la aceptación
de la responsabilidad compartida por hombres y por muje-
res en el cuidado de los hijos, de tal forma que se promue-
va el valor de la familia. 

Para ello, consideramos necesario reformar diversos ar-
tículos de la Ley Federal del Trabajo, con objeto de que se
permita participar de manera conjunta tanto a los hombres
como a las mujeres en el cuidado de los hijos desde su na-
cimiento, así como que se ejerzan acciones efectivas en
materia de equidad. 

En esta iniciativa proponemos reformar el artículo 59 para
que el padre o la madre trabajadora tengan la oportunidad
de cuidar a sus hijos menores. Asimismo, proponemos
cambiar la denominación del Título Quinto, para nombrar-
lo “Normas Protectoras de la Organización y Desarrollo de
la Familia”, así como reformar los artículos 165, 168, 169
y 170 del mismo Título, con objeto de que se instauren los
derechos de los padres trabajadores y de velar por la parti-
cipación de la familia en su conjunto por el bienestar de los

hijos. Asimismo, se propone incrementar las sanciones
para quienes violen las normas en comento. 

En este sentido, los conmino a que realicemos todos juntos
acciones positivas, entendiendo éstas como el conjunto de
medidas y mecanismos que implican un tratamiento favo-
rable para superar las desigualdades presentes y así llegar a
obtener una igualdad real. Para ello, se requiere unir vo-
luntades, activar mecanismos, ampliar las conciencias y es-
tablecer nuevos compromisos, como personas y como so-
ciedad, a fin de lograr leyes, políticas y programas efecti-
vos para la promoción de las mujeres, lo que permitirá deto-
nar, en mayor o menor medida, el desarrollo nacional. 

Por lo expuesto, en nombre del grupo parlamentario de Ac-
ción Nacional, me permito someter a la consideración del
H. Congreso de la Unión la presente iniciativa de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley Federal del Trabajo, en materia de paternidad res-
ponsable y protección de la organización y del desarro-
llo de la familia 

Artículo Unico. Se reforman el segundo párrafo del ar-
tículo 59, la fracción V del artículo 110, los artículos 165,
168, 168, las fracciones II y IV del artículo 170 y el artícu-
lo 995, así como la denominación del Título Quinto por la
de “Normas Protectoras de la Organización y Desarrollo de
la Familia”, todos de la Ley Federal del Trabajo, para que-
dar como sigue: 

Artículo 59. El trabajador y el patrón fijarán la duración de
la jornada de trabajo, sin que pueda exceder de los máxi-
mos legales. 

Los trabajadores y el patrón podrán repartir las horas de
trabajo, a fin de permitir a los primeros el reposo del sába-
do por la tarde o cualquier modalidad equivalente, espe-
cialmente cuando el trabajador, hombre o mujer, tenga a su
cuidado la crianza de un hijo menor de 12 años. 

Artículo 110. Los descuentos en los salarios de los traba-
jadores están prohibidos, salvo en los casos y con los re-
quisitos siguientes: 

I. a IV. ... 

V. Pago de pensiones alimenticias en favor del cónyuge, hi-
jos, ascendientes y nietos, decretado por la autoridad com-
petente; 



VI. a VII. ...

Título Quinto 

Normas Protectoras de la Organización y Desarrollo
de la Familia 

Artículo 165. Las modalidades que se consignan en este
capítulo tienen como propósito fundamental proteger la or-
ganización y el desarrollo de la familia, permitiendo que
los trabajadores, madres y padres, puedan asumir la res-
ponsabilidad común que tienen de asistir y amparar a sus
hijos menores de edad. 

Artículo 168. Los padres trabajadores tendrán los siguien-
tes derechos: 

I. Tres días de descanso: cuando la madre de su hijo, espo-
sa o concubina tenga un parto simple. 

II. Cinco días de descanso: cuando la madre de su hijo, es-
posa o concubina tenga parto múltiple. 

III. Dos días de descanso: cuando la esposa o concubina
tenga un aborto.

Los descansos referidos en esta fracción se considerarán
parte de la antigüedad, y durante ellos gozarán del salario
íntegro, sin que pueda verse afectado en su perjuicio nin-
gún otro derecho o condición laboral. 

Artículo 169. En cada familia, el padre o la madre, según
el caso, tendrá derecho a los siguientes descansos conmu-
tables a la antigüedad, con goce íntegro de salario y sin que
pueda afectarse ningún otro derecho o condición laboral: 

I. Tres días: cuando muera su esposo(a) o concubinario(a)
y tengan hijos menores de doce años. 

II. Tres días: cuando lo requiera por causa de fuerza mayor
justificada y la custodia definitiva de un menor de tres años
recaiga exclusivamente en él o en ella.

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los siguien-
tes derechos: 

I. ... 

II. Disfrutarán de un descanso de seis semanas anteriores y
seis posteriores al parto; en parto múltiple, el periodo de re-

cuperación se incrementará dos semanas más y, en los ca-
sos de aborto, será una semana de descanso. 

III. ... 

IV. En el periodo de lactancia de hijo natural, tendrán dos
reposos extraordinarios por día, de media hora cada uno,
para alimentar a sus hijos, en el lugar adecuado e higiénico
que designe la empresa; o bien, podrán reducir su jornada
de trabajo una hora diaria para estar con su hijo. 

V. a VII. ...

Artículo 995. Al patrón que viole las normas protectoras
de la organización y el desarrollo de la familia, así como el
trabajo de las mujeres y de los menores, se impondrá mul-
ta por el equivalente de 155 a 315 veces el salario mínimo
general, calculado en los términos del artículo 992, toman-
do en consideración la gravedad de la falta y las circuns-
tancias del caso. 

Transitorio 

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 29 de abril de
2004.— Dip. Blanca Eppen Canales (rúbrica).»

Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 

«Iniciativa que reforma y adiciona el articulo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de participacion municipal en los procesos de pla-
nificación nacional y de desarrollo metropolitano, a cargo
de la diputada Maria Guadalupe Morales Rubio, del grupo
parlamentario del PRD 

La que suscribe, diputada Guadalupe Morales Rubio, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática de la LIX Legislatura, con fundamento
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en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el ar-
tículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a la consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona el artículo 115 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de parti-
cipación municipal en los procesos de Planificación Nacio-
nal y de Desarrollo Metropolitano. 

Exposición de Motivos 

El territorio nacional, es la base y sustento del desarrollo de
nuestra sociedad, componente fundamental de todo Estado
nacional, es factor determinante de las características so-
cioeconómicas y culturales de nuestra población. 

Ordenar las actividades humanas sobre territorio nacional,
implica contar con una política de Estado para tal efecto,
que responda de manera coherente a un proyecto de nación
consensuado, consistente y claro para todos los sectores
sociales. 

La elaboración de una política de Estado, implica realizar
acciones de gran relevancia y complejidad, como planificar
de manera estratégica y a largo plazo. 

El acto de planificar puede y debe aplicarse a todas las ac-
tividades humanas, pero especialmente debe usarse como
un método de control y orientación del desarrollo socioe-
conómico en armonía con el entorno natural. 

Planificar la ocupación y el aprovechamiento del territorio,
resulta entonces un asunto prioritario para la consecución
de una adecuado desarrollo de la nación mexicana, por lo
que contar con una política de Estado rectora en la materia,
es una necesidad impostergable. 

A través de esta política, se establecerían las directrices
que conforme a un proyecto de nación previamente deter-
minado, nos permita planificar adecuadamente nuestro cre-
cimiento y distribución poblacional, nuestras actividades
económicas y muy especialmente, el aprovechamiento de
nuestros recursos naturales. 

Por tal motivo, resulta pertinente hacer las modificaciones
necesarias a nuestro marco normativo, tales que podamos
prever la institucionalización de dicha política y sus efec-

tos a través de nuestra Carta magna y legislación secunda-
ria correspondiente. 

Bajo esta premisa, existen dos consideraciones relevantes
en materia de ocupación y aprovechamiento territorial, que
implican adecuaciones Constitucionales y paralelamente,
modificaciones a su marco normativo secundario; la pri-
mera de ellas, relativa a las facultades de los municipios en
materia de planificación y la segunda, al establecimiento
de preceptos que nos permita controlar adecuadamente los
efectos del creciente fenómeno metropolitano. 

Solventar los vacíos normativos existentes desde nuestra
Constitución Política en ambos asuntos, nos permitirá sen-
tar las bases de acciones gubernamentales y sociales más
eficaces y eficientes que nos posibilite resolver los múlti-
ples problemas generados por las ausencias regulatorias en
ambos casos. 

En el primer caso, lo que se propone en esta Iniciativa es
asegurar la participación del municipio en la elaboración
de los planes de desarrollo y de sus respectivos programas
sectoriales en los niveles regional y estatal, ya que las ca-
racterísticas propias del proceso de planificación, centrali-
zante hacia el ámbito Federal, impide la adecuada partici-
pación de los otros órdenes de gobierno. 

Aunque el Estado es rector del Sistema de Planificación
Democrática, se otorga al Ejecutivo Federal amplias facul-
tades para formular los planes de desarrollo y la definición
de los órganos responsables de ejecución del proceso y la
operación del sistema. 

Esta situación provoca que el proceso de planificación se
encuentre alejado de las realidades regionales y locales,
con limitadas posibilidades para reflejar las prioridades de
actores sociales involucrados directamente a partir de las
condiciones, los problemas y las necesidades inherentes a
sus ámbitos y entornos. 

La legislación secundaria en la materia, en este caso la Ley
de Planeación (artículos 14, 33 y 34), la Ley General de
Asentamientos Humanos (artículos 2 y 7) y la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal (artículos 32), pre-
vén la participación de los tres ámbitos de gobierno en la
planificación del desarrollo, sin embargo, esta participa-
ción está subordinada a las directrices señaladas por el Eje-
cutivo y a un marco institucional que limita los alcances de
su contribución. 



A esta situación puede agregarse que en algunas ocasiones
los planes y programas de desarrollo son consideradas pla-
taformas políticas de los partidos en las campañas electo-
rales, como recurso del discurso político, aunque con esca-
so sustento técnico para constituir políticas, proyectos o
programas de gobierno. 

La planificación como instrumento para orientar el desa-
rrollo depende, en gran medida, de la creación de un mar-
co regulatorio e institucional en donde se equilibren las ca-
pacidades de decisión de los diferentes actores, con la
finalidad de que las prioridades sean decididas y corres-
pondan al ámbito territorial local. Se requiere la incorpora-
ción del consenso político y su traducción a coordinación
intergubernamental, para promover que la planificación
permita incorporar la acción colectiva, la participación de
sectores, grupos sociales y ciudadanía, en las tareas y los
esfuerzos encaminados a minimizar los desequilibrios y
desigualdades sociales y regionales. 

En cuanto a la necesidad de la planificación regional, hay
que tener presente que ha sido resultado de desequilibrios
profundos en nuestro país, con zonas geográficas con hete-
rogéneo desarrollo, por lo que ha dado lugar a reconocer y
distinguir cinco regiones: Noroeste, Noreste, Centro-Occi-
dente, Centro y Sur-Sureste, a fin de potenciar los recursos
disponibles y aplicables en economías que padecen las
mismas necesidades o que deben responder a problemas
similares. 

Debe considerarse que el desarrollo socio-económico de
una entidad federativa o municipio, depende en gran medi-
da de la manera en que es concebido y planificado en los
planes de desarrollo federal, regional, estatal y municipal. 

Al considerar el papel fundamental que juega el municipio
como protagonista que también orienta su acción colectiva
para lograr un mayor desarrollo regional, es importante
considerar entonces que no sólo debe ser objeto de los pla-
nes, sino sujeto activo en su formulación, a fin de que sean
consideradas sus prioridades, rezagos, potencialidades y
oportunidades, contribuyendo así, a beneficiar a la pobla-
ción tanto en su entorno local como en el regional y nacio-
nal. 

De esta manera, es posible afirmar que la tendencia de
concentrar y centralizar hacia el ámbito federal, decisiones,
facultades y recursos, da como resultado la disposición de
precarios márgenes para la participación y operación de

gobiernos y sociedades locales. La tendencia se reproduce
del nivel federal al estatal y de éste al municipal. 

De igual manera y a pesar de la creación y operación de
instancias como los Comités de Planificación para el Desa-
rrollo, de Planificación para el Desarrollo Regional y de
Planificación para el Desarrollo Municipal, el margen de
influencia y el grado de incidencia en la orientación del
desarrollo en cada nivel y escala, no corresponde a la auto-
nomía política y administrativa de los órdenes de gobierno
involucrados. 

Asimismo, la planificación del desarrollo no puede ser
considerada como proceso y recurso marginal del quehacer
gubernamental, pues desempeña un papel decisivo en la
conformación de las políticas públicas, en la coordinación
y colaboración intergubernamental y en la distribución de
recursos públicos y oportunidades de desarrollo, cuyo im-
pacto tiene mayor alcance en la comunidad y la población
distribuida en el ámbito territorial local. 

Resulta entonces necesario propiciar un enfoque de federa-
lismo cooperativo que contribuya al desarrollo de la capa-
cidad institucional de los órdenes de gobierno estatal y mu-
nicipal, de manera que estén en condiciones de participar y
contribuir efectivamente al desarrollo nacional, con sobe-
ranía, equidad social y equilibrio regional. 

Desde una perspectiva de federalismo cooperativo y un en-
foque descentralizador del poder público, la autonomía ad-
ministrativa del municipio es un proceso que conduce del
ejercicio de atribuciones formales y la disposición de re-
cursos públicos hacia la planificación del desarrollo y de
ahí, hacia la gestión pública. 

La gestión municipal se ve reducida por la asignación de
recursos en programas predeterminados por el gobierno fe-
deral y en segundo término, condicionados por la interme-
diación que ejerce el gobierno estatal. Esa limitación es-
tructural se fortalece en presencia del debilitamiento de la
capacidad de decisión y los estrechos márgenes de acción,
para la definición de las políticas públicas en el ámbito mu-
nicipal de gobierno. 

De ahí que históricamente las reformas constitucionales en
materia de fortalecimiento del federalismo, se hayan con-
centrado en la articulación de las capacidades fiscal y ad-
ministrativa de los ayuntamientos, para hacer frente a las
reducciones que impone la asistencia y la coordinación in-
tergubernamental en el sistema federal vigente. 
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Desde esa perspectiva, deben evaluarse las propuestas para
disminuir el contraste entre centralización y descentraliza-
ción de facultades conferidas a cada orden de gobierno. 

De ello se desprende la pertinencia de establecer en la
Constitución Federal, que la legislación en la materia debe
garantizar la facultad del municipio para formular su pro-
pio plan de desarrollo, así como para participar de manera
concurrente en la formulación de planes regionales y esta-
tales, de manera que tal garantía cobre fuerza y sea homo-
logada en todas las entidades federativas, a fin de que se
prevea lo conducente a su reglamentación. 

Resulta indispensable que las entidades federativas y mu-
nicipios participen en la formulación de los planes de desa-
rrollo y de los programas sectoriales que de ellos deriven,
pues son las autoridades de estos gobiernos quienes mejor
conocen los problemas que enfrentan sus poblaciones y los
recursos con que cuentan, para planificar sus acciones y lo-
grar un desarrollo social y económico mejor. 

Ahora bien, por lo que respecta al establecimiento de pre-
ceptos que nos permitan controlar adecuadamente los efec-
tos del fenómeno metropolitano, es importante asentar que
la distribución de la población sobre el territorio nacional
está caracterizada por profundos contrastes, en el año 2000
tres cuartas partes de la población (72?759,822 habitantes)
se concentraba en tan solo 3,041 localidades urbanas del
país; de ellos, 44.3 millones lo hacían en 35 zonas metro-
politanas; la cuarta parte restante de la población del país
(24?483,412 habitantes) estaba distribuida en 196,350 lo-
calidades con menos de 2,500 habitantes cada una. 

Más de la mitad de la población que habita en metrópolis
(23?260,127), lo hace en la megalópolis del centro del
país, integrada por las zonas metropolitanas de la Ciudad
de México, Puebla, Toluca, Querétaro, Cuernavaca, Pachuca,
Cuautla y Tlaxcala. 

Los problemas inherentes a las grandes ciudades, metrópo-
lis y megalópolis, dificultan que las funciones de coordina-
ción, administración y gestión se lleven a cabo adecuada y
eficientemente, situación que se acentúa en aquellos cen-
tros de población asentados en territorio de dos o más mu-
nicipios o entidades federativas. 

Por ello, de no tomarse las medidas y previsiones pertinen-
tes, los problemas vinculados al crecimiento urbano cobra-
rán dimensiones impredecibles que pudieran poner en ries-
go la existencia misma de estos centros de población. 

Es imprescindible entonces, establecer mecanismos de co-
ordinación, administración y gestión urbana para las zonas
metropolitanas, especialmente para aquellas que dificultan
la solución de sus problemas al ubicarse en territorios de
más de una circunscripción geopolítica, ya sean municipios
o entidades federativas. 

No obstante que en el marco normativo vigente, existen
consideraciones relativas al tratamiento de las zonas me-
tropolitanas, éstas no sólo han quedado rebasadas por la
evolución propia del fenómeno, sino que tampoco logran
establecer adecuadamente la estructura normativa que per-
mita tener control sobre el mismo, a través de los precep-
tos instituidos por la Carta Magna y hasta el último orde-
namiento aplicable. 

Ejemplo claro de lo anterior, es que a pesar de que tanto en
nuestra Constitución Política como en la legislación secun-
daria aplicable, se establece la obligatoriedad de proveer y
dotar adecuada y oportunamente a los centros de pobla-
ción, de infraestructura, equipamiento y servicios públicos
necesarios, este mandato ha quedado rebasado por la reali-
dad. 

Otro problema importante está constituido por el aprovi-
sionamiento de recursos naturales como el agua y el suelo,
sometidos a mayor demanda y proporcional escasez, mis-
ma que se hace mayor al no existir los mecanismos legales
adecuados que propicien una colaboración plena entre au-
toridades de los distintos órdenes de gobierno. 

Dadas las consideraciones expuestas, resulta necesario que
en la normatividad aplicable al desarrollo de centros de po-
blación urbanos, se prevea la creación y delimitación terri-
torial de zonas metropolitanas, así como la posibilidad de
instituir entidades administrativas que desempeñen funcio-
nes de coordinación, administración y gestión en dichas
zonas, previo acuerdo de las entidades federativas y muni-
cipios involucrados. 

Entre las funciones particulares más importantes de estas
entidades administrativas, estarán la administración de los
servicios públicos y la coordinación para la concesión y
prestación de servicios por parte del sector social y privado. 

Sin embargo, y aunque actualmente la legislación aplica-
ble instruya la participación conjunta y coordinada de los
tres órdenes de gobierno en casos de metropolización de
dos o más municipios o entidades federativas, este man-
dato enfrenta problemas estructurales, dado que la propia



legislación limita a los organismos operadores de las zonas
metropolitanas a actuar sólo en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, por lo tanto, es necesario que las accio-
nes de coordinación, administración y gestión metropolita-
na, respondan de conformidad con la estructura funcional,
operativa y de la expansión física de las zonas metropolita-
nas y que no queden limitados a la división administrativa
de los territorios. 

La resolución de conflictos y la capacidad institucional pa-
ra responder a demandas sociales y a los problemas colec-
tivos de las zonas metropolitanas, es una tarea cada vez
más compleja, con mayores exigencias de coordinación en-
tre los actores involucrados y un manejo más eficiente de
los recursos públicos aplicados. 

De hecho, es compleja desde el momento mismo de la de-
finición y delimitación de una zona metropolitana; por ello,
es menester que cada legislatura estatal puede convenir la
creación de zonas metropolitanas, mediante el estableci-
miento de acuerdos que comprendan zonas conurbadas en
territorio de dos o más municipios de una misma entidad
federativa o de varias. 

La intervención del Congreso de la Unión, en el caso de co-
nurbación limítrofe entre estados, está garantizada en la
Constitución Federal; quizá el mejor ejemplo de operación,
de conformidad con la estructura orgánica de administra-
ción pública centralizada y descentralizada, lo representa el
caso de la zona metropolitana de la Ciudad de México. 

En esta zona, los gobiernos del Distrito Federal y del Esta-
do de México, han establecido comisiones normativas de
coordinación metropolitana para desarrollar programas
conjuntos en ambas entidades, a partir de lineamientos ad-
ministrativos, normas técnicas y procedimientos de opera-
ción que permiten sumar esfuerzos, potenciar la inversión
pública, la infraestructura y el equipamiento urbanos, opti-
mizar la prestación de los servicios públicos básicos e ins-
trumentar medidas para abatir rezagos y atender la deman-
da agregada. 

Aunque la operación de entidades públicas administrativas
establecidas para la prestación de servicios públicos en zo-
nas metropolitanas, está prevista en la normatividad fede-
ral y estatal vigente, es necesario establecer la obligación
de que sean sancionadas y autorizadas por el Congreso Fe-
deral o los estatales, según el caso, previo convenio que ce-
lebren la entidad o entidades federativas y municipios in-
volucrados en un fenómeno de metropolización. 

De ahí, que aunque se proponga la institucionalización de
entidades administrativas responsables de labores de coor-
dinación, administración y gestión en zonas metropolita-
nas, no se abre la posibilidad a establecer ningún tipo de
autoridad intermedia entre el gobierno estatal y el munici-
pal que pudiera contravenir los cánones del pacto Federal,
ya que las entidades administrativas propuestas, no consti-
tuyen autoridad gubernamental; en todo caso, son los pro-
pios gobiernos estatales y municipales los que podrán con-
venir en la materia. 

Con base en lo expresado, en esta Iniciativa se plantea lle-
var a cabo las modificaciones que a continuación se des-
criben. 

En materia administrativa, se propone modificar el inciso
c) de la fracción V, para consolidar el alcance de la facul-
tad del municipio para elaborar su propio plan municipal
de desarrollo y programas municipales sectoriales, así como
para participar plenamente en el diseño, implementación y
evaluación de los planes de desarrollo y programas secto-
riales, regionales y de las entidades federativas, para lo
cual se establece que la legislación federal y estatal deberá
garantizar dicha facultad. 

Por lo que corresponde a la regulación del desarrollo de zo-
nas metropolitanas, se adicionan los párrafos segundo y
tercero a la fracción VI para prever la creación y delimita-
ción territorial de áreas y regiones metropolitanas, así como
la posibilidad de instituir entidades administrativas para la
coordinación, administración y gestión del desarrollo me-
tropolitano, previo acuerdo de los municipios y entidades
federativas involucradas. 

Para el caso de centros urbanos municipales que se en-
cuentren dentro del territorio de una misma entidad federa-
tiva, se propone que corresponda al congreso local deter-
minar su creación, siempre que los municipios involu-
crados acuerden conjuntamente su establecimiento, pre-
viendo su financiamiento a través de la propia entidad fe-
derativa y municipios involucrados. 

En el caso de que estas zonas urbanas se encuentren com-
prendidas al interior del territorio de dos o más estados, se
plantea que corresponda al Congreso de la Unión determi-
nar la creación de las mismas; así como la creación de las
entidades administrativas a cuyo cargo estarán las funcio-
nes de coordinación, administración y gestión, con finan-
ciamiento de la Federación, las entidades federativas y los
municipios respectivos. 
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Con base en lo expuesto, se somete a esta H. representa-
ción nacional la presente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el artículo 115 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Unico. Se reforman el inciso c) de la fracción V,
y se adicionan los párrafos segundo y tercero de la fracción
VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 115. ........ 

V. ... 

a) y b) ... 

c) Elaborar el plan de desarrollo y programas sectoriales
del municipio, así como para participar en el diseño, im-
plementación y evaluación de los planes de desarrollo y
programas sectoriales, regionales y de las entidades fede-
rativas, en concordancia con los sistemas de planificación
de la Federación y de los estados. La participación del mu-
nicipio estará garantizada por la legislación federal y esta-
tal en la materia; 

d) a i) .......... 

VI. ............

En el caso de los centros urbanos de dos o más entidades
federativas, el Congreso de la Unión, a solicitud de las le-
gislaturas locales, autorizará, según corresponda, los
acuerdos a que lleguen los estados y municipios involucra-
dos, con la finalidad de crear entidades públicas, cuyo ob-
jeto exclusivo sea la planificación, coordinación, adminis-
tración y gestión de servicios públicos de las zonas
metropolitanas ubicadas en sus territorios, en cuyo caso, la
operación y el financiamiento estarán a cargo de los tres ór-
denes de gobierno, conforme a lo dispuesto en esta Consti -
tución y las leyes federales y estatales en la materia. 

En caso de que las zonas metropolitanas se encuentren si-
tuados al interior de una misma entidad federativa, la le-
gislatura estatal autorizará los acuerdos a que lleguen los
municipios de los territorios comprendidos, con la finali-
dad de crear entidades públicas cuyo objeto exclusivo sea
la planificación, coordinación, administración y gestión de
los servicios públicos en el territorio que comprenda dicha

zona metropolitana, en cuyo caso deberá estar garantizada
la aportación de recursos presupuestales por parte del go-
bierno estatal y los gobiernos municipales involucrados, en
conformidad con lo dispuesto en esta Constitución y las le-
yes federales y estatales en la materia.

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración, salvo lo previsto en el artículo siguiente: 

Segundo. Las entidades federativas deberán adecuar sus
constituciones y leyes, conforme a lo dispuesto en este De-
creto, a más tardar en un año a partir de su entrada en vi-
gor. En su caso, el Congreso de la Unión deberá realizar las
adecuaciones a las leyes federales dentro del mismo plazo.
En tanto se realizan las adecuaciones a que se refiere este
artículo, se continuarán aplicando las disposiciones vigen-
tes. 

Dip. Guadalupe Morales Rubio (rúbrica).»

Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

«Iniciativa que expide la Ley Federal de Juegos con
Apuestas y Sorteos, y reforma y adiciona diversas leyes
fiscales, a cargo del diputado Francisco Javier Bravo Car-
bajal, del Grupo Parlamentario del PRI.

Los suscritos diputados federales de la LIX Legislatura del
Congreso de la Unión, integrantes de los Grupos Parla-
mentarios que se indican, representantes de diversos distri-
tos electorales del país, con vocación turística, e interesa-
dos en modernizar y diversificar la oferta turística
nacional, y promover la generación de empleos, el incre-
mento del turismo internacional y la consecuente captación
de divisas ,con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, 56 y 62
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de decreto por
el que se expide la Ley Federal de Juegos con Apuestas y
Sorteos, bajo la siguiente: 



Exposición de Motivos 

Quienes suscribimos la presente, buscamos la moderniza-
ción nacional, hemos analizado la urgencia en regular inte-
gralmente el juego en México, bajo un Marco Jurídico muy
transparente, con reglas claras que impidan la corrupción,
la simulación y la discrecionalidad de la Autoridad, propi-
ciando que exista una industria del juego con sentido social
que otorgue certidumbre jurídica, así como beneficios a la
población. 

Una nueva Ley Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos,
debe fomentar el turismo, impulsar el desarrollo de las Re-
giones y de los municipios de México, generar mayores
oportunidades de empleo y estimular la inversión nacional
y extranjera, reflejando así una mayor captación de im-
puestos que generen recursos para mejores programas de
desarrollo económico y social en las comunidades donde se
instalen dichos centros de entretenimiento en base a juegos
con apuestas. 

Proponemos la regulación de los siguientes juegos con
apuestas: ruleta, dados, cartas o naipes, rueda de la fortuna,
máquina tragamonedas y juegos de números; de los cuales
los cinco primeros sólo podrán realizarse en casinos, en
tanto que el último tanto en casinos como en centros de
apuestas remotas y salas de juegos de números. Asimismo,
se incluye en la definición de juegos en los que pueden cru-
zarse apuestas: eventos deportivos y competencias trans-
mitidos en tiempo real captados en casinos y centros de
apuestas remotas; carreras de caballos realizadas en hipó-
dromos o carriles; carreras de galgos realizadas en galgó-
dromos; peleas de gallos realizadas en palenques; así como
frontón y cesta punta o jai alai realizados en frontones y jai
alai. 

Todos los permisionarios regulados por la ley se sujetarán
en todo momento a las disposiciones de la Ley Federal
Contra la Delincuencia Organizada, así como a las disposi-
ciones que en materia de operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita emitan la Procuraduría General de la Repú-
blica, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y demás
autoridades competentes. 

Planteamos reglas claras para la operación de hipódromos,
galgódromos y palenques, así como salas de juegos de nú-
meros y centros de apuestas remotas, obligando a quienes
ahora tienen dicho negocio regularizarse con requisitos es-
trictos y trámites en igualdad de condiciones con quienes
deseen abrir nuevos establecimientos similares, lo anterior

con la finalidad de fomentar la libre competencia entre los
inversionistas y lograr un mercado competitivo internacio-
nalmente, con altos estándares de calidad y servicio. 

Proponemos la legalización de casinos como un servicio
turístico que amplíe el menú de opciones turísticas, pero
que de ninguna manera constituya la oferta turística central
que el país puede ofrecer a sus visitantes extranjeros, ni es-
ta regulación constituye el aspecto único o más relevante
de la actualización legislativa. De tal suerte que la locali-
zación de los casinos debe basarse en una combinación de
criterios de mercado, montos mínimos de inversión, eva-
luación de las autoridades federales y locales, así como en
el cumplimiento de bases legales y reglamentarias precisas
para el otorgamiento de licencias que permiten procedi-
mientos transparentes que den seguridad jurídica a los in-
versionistas y a los futuros usuarios de sus servicios. 

Que la instalación de los mismos no sea generalizada en el
territorio nacional y que la Comisión solo otorgue permi-
sos en aquellas plazas que la Secretaría de Turismo deter-
mine en consideración de que la existencia de esos estable-
cimientos podrá coadyuvar al mejor desarrollo de la misma
y a una mayor captación de turistas, principalmente de ori-
gen extranjero. 

Consideramos a los casinos como los establecimientos en
que se celebran de manera permanente los juegos con
apuestas, si bien se sugiere señalar que tal denominación se
aplique a los lugares en que se realicen los siguientes jue-
gos con apuestas: ruleta, dados, cartas o naipes, rueda de la
fortuna, máquina tragamonedas. 

A fin de evitar o atenuar los inconvenientes de carácter so-
cial, moral, de salud y seguridad públicas, financieras y de
cualesquier otra índole, la Comisión deberá evitar la proli -
feración indiscriminada de dichos establecimientos, en ra-
zón de lo cual solo deberán instalarse y operar en el terri-
torio nacional casinos, con instalaciones directas,
complementarias y accesorias, capaces de competir con
buen éxito internacionalmente. 

Considerando que el acto administrativo al amparo del cual
podría operar un casino es el permiso ó autorización, que
por su propia naturaleza implica solo el reconocimiento de
un derecho, lo cual obliga a la autoridad a otorgarlo cuan-
do el solicitante cumple con los requisitos, se considera ne-
cesario establecer condiciones altas de acceso, principal-
mente de montos de inversión, así como establecer un
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parámetro objetivo que limite legalmente el establecimien-
to de casinos. A este respecto partiendo del principio váli-
do de que la instalación y operación de casinos tiene fun-
damentalmente un objetivo de competitividad turística, se
considera que el mejor parámetro para limitar el número de
esos establecimientos debe estar relacionado con la in-
fraestructura turística de una localidad. 

La legislación en materia de casinos de los países que más
han avanzado en la materia, como en el caso de la de Esta-
dos Unidos de América, particularmente en el estado de
Nevada, condicionan la instalación de un casino a la exis-
tencia de un número mínimo de cuartos de hotel, pues si
bien la hotelería es una de las diversas actividades o servi-
cios turísticos, es la que implica mayor inversión y perma-
nencia. 

No obstante, es de considerar que si el casino es un centro
de atracción de visitantes, por sí mismo, que puede favore-
cer el desarrollo de los centros de alojamiento y de sus ins-
talaciones accesorias, tales como desarrollos comerciales ó
inmobiliarios, quienes puedan vincular de manera privile-
giada a un casino a sus instalaciones, deberán cumplir ma-
yores requisitos que quienes operen un casino indepen-
diente. 

Por lo anterior, proponemos que la Comisión solo otorgue
permisos para la instalación y operación de casinos con
instalaciones directas, accesorias y complementarias cuyas
dimensiones y características mínimas y los instrumentos
de juego, incluyendo tipo y calidad de las mesas, máquinas
tragamonedas, demás implementos de juego y accesorios
en general correspondan al menos, a las equivalentes pro-
medio que respecto de dichos características tengan en to-
tal los veinte casinos con mayores ingresos brutos en el
mundo ,y en ese tenor se propone que dicha Comisión,
pueda establecer las características correspondientes res-
pecto de ese promedio dentro de un rango del 50 al 100 %
del mismo, ,durante el año anterior a aquel en que se de-
termine. correspondan a una parámetro que establecería di-
rectamente en la Ley el Congreso de la Unión. La Comi-
sión haría ese ejercicio de manera objetiva y comprobable
por cualquier persona, y se publicaría en el Diario Oficial
de la Federación y en diarios de publicación nacional. 

En el régimen transitorio correspondiente, se propone esta-
blecer cuáles serían las especificaciones correspondientes,
que al 50% del referido parámetro daría las siguientes can-
tidades: 

a).- 1000 empleos permanentes directos en el estableci-
miento de casino y en las instalaciones accesorias y com-
plementarias que se señalan en el inciso siguiente; 

b).- 12,000 m2 de superficie total, que podrán incluir ade-
más de áreas públicas cubiertas y áreas de operación y cir-
culación las siguientes: 

1.- 5,000 m2 de superficie de juego; 

2.- 1,250 máquinas tragamonedas; 

3.- 40 mesas de juego para ruleta, dados, rueda de la fortu-
na y naipes; 

4.- 1,500 m2 de restaurantes para 600 comensales; 

5.- 700 m2 de áreas de entretenimiento; y 

6.- 200 m2 de bares.

Las especificaciones, equipamiento acabados, estándares
de calidad y demás características de construcción, deberán
corresponder a una inversión no menor del equivalente a
233 días de salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal por metro cuadrado, y los instrumentos de juego,
incluyendo tipo y calidad de las mesas, máquinas tragamo-
nedas , demás implementos de juego y accesorios en gene-
ral deberán corresponder al menos, a las equivalentes pro-
medio que respecto de dichos características tengan en
total los ] casinos señalados. 

Con el mismo objetivo se propone que la instalación de ca-
sinos no sea generalizada en el territorio nacional y que la
Comisión solo otorgue permisos en aquellas plazas en que
los gobiernos estatales y municipales manifiesten en forma
fehaciente su decisión positiva al respecto, conforme al
mejor beneficio de la comunidad, en los términos de las
disposiciones legales y administrativas que en cada caso
correspondan, debiendo remitir tal opinión a la Comisión
Nacional de Juegos con Apuestas y Sorteos para que pro-
ceda en consecuencia y que la Secretaría de Turismo de-
termine en consideración de que la existencia de esos esta-
blecimientos podrá coadyuvar al mejor desarrollo de la
misma y a una mayor captación de turistas, principalmente
de origen extranjero. 

No se podrán establecer casinos en centros de turismo so-
cial a que se refiere la Ley Federal de Turismo, ni en una
zona de 3 kilómetros alrededor de los mismos. 



Tomando como referencia los casinos de otros países con
los que México tendría una competencia más directa, se
observa que los mas grandes y exitosos generan en prome-
dio mil empleos permanentes, en la operación cotidiana del
casino, considerando sus instalaciones directas, accesorias
y complementarias, por lo que se propone optar por este
concepto e incorporarlo en ley. 

Asimismo, considerando los riesgos de carácter financiero
que pueden involucrar los recursos cuantiosos que se des-
tinen a la instalación y operación de un casino, se propone
exigir que el solicitante precise detalladamente el origen de
las inversiones que pretenda realizar para asegurar su es-
tricto apego a la ley, así como comprobar la solvencia eco-
nómica del propio solicitante mediante el dictamen que al
efecto emita un contador público certificado. 

El solicitante deberá demostrar documentalmente que
cuenta con la posición legal ó propiedad de los inmuebles
donde se vaya a ubicar el casino y sus instalaciones com-
plementarias y accesorias. 

Finalmente se propone establecer una disposición que obli-
gue a las sociedades permisionarias a presentar sus estados
financieros trimestrales y anuales así como los demás que
la Comisión le requiera, en la forma y términos que se es-
tablezcan en el reglamento de la ley y dado que como ya se
indicó, los volúmenes de recursos financieros que los casi-
nos producirán en su operación cotidiana, involucran múl-
tiples riesgos, se propone señalar la obligación de remitir
por conducto de la Comisión a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o a la autoridad que ésta determine, infor-
mes y reportes sobre ingresos, egresos, apuestas y premios
del casino, relevantes e inusuales, tendientes a prevenir y
detectar en los casinos actos u operaciones que puedan ubi-
carse en los supuestos del artículo 400 bis del Código Pe-
nal Federal, en la forma y términos y con la periodicidad
que ambas autoridades determinen mediante disposiciones
de carácter general. 

Con el fin de evitar confusiones de los consumidores y to-
da vez que el término casino ha sido utilizado libremente y
sin ninguna restricción por cualquier tipo de estableci-
miento social o mercantil en nuestro país, se propone re-
servar la utilización del mismo a quienes cuenten con el
permiso que en términos de la ley que se plantea otorgue la
autoridad competente, que en términos de la misma, sería
la Comisión Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos. Sin
embargo, considerando que el término ha sido de libre uti-
lización, se propone un artículo transitorio para proteger y

respetar a quienes lo involucren en sus denominaciones o
nombres comerciales, con base en cualquier autorización
otorgada por autoridad competente, obligándolos, no obs-
tante, a advertir en la publicidad que realicen, que no cuen-
tan con el permiso para celebrar juegos con apuestas. 

Se propone la creación de la Comisión Federal de Juegos
con Apuestas y Sorteos, la cual será un órgano administra-
tivo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, dota-
da de autonomía técnica y operativa, así como de faculta-
des ejecutivas con competencia funcional propia, que
tendrá a su cargo la formulación y conducción de las polí-
ticas y programas relativos a la realización, desarrollo y
operación de los juegos con apuestas y sorteos, así como la
supervisión, vigilancia, control y regulación de las activi-
dades y establecimientos en materia de juegos con apues-
tas y sorteos. 

El Pleno de la Junta de Comisionados estará integrada por
catorce Comisionados: el Secretario de Gobernación, quien
la presidirá; un representante de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público; un representante de la Secretaría de Tu-
rismo; un representante de la Secretaría de Seguridad Pú-
blica; un representante de la Secretaría de Economía; un re-
presentante de la Procuraduría General de la República; Un
Senador y un Diputado del Congreso de la Unión y seis in-
tegrantes ciudadanos con prestigio profesional y honorabi-
lidad reconocida, designados por el titular del Ejecutivo
Federal y ratificados por el Senado de la República. La Co-
misión, en apoyo a la Comisión Federal de Competencia
Económica y de acuerdo a lo dispuesto por esta Ley y la
Ley Federal de Competencia Económica deberá de prote-
ger el proceso de competencia y libre concurrencia en las
actividades materia de la presente Ley. 

La Comisión y sus servidores públicos atenderán en todo
momento las disposiciones de la Ley Federal de Acceso a
la Información Pública. 

CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY FEDERAL
DE JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS 

Los Suscritos Diputados sometemos a la consideración de
los miembros de esta Honorable Asamblea un ordena-
miento normativo que sustituye de manera integral, abro-
gando la Ley Federal de Juegos y Sorteos en vigor publi -
cada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre
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de 1947, la cual ha carecido del Reglamento administrati -
vo correspondiente desde la fecha de su publicación, de
conformidad con lo establecido en el artículo Segundo
Transitorio de la misma y el artículo 89 fracción I de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
largo periodo de vigencia de la Ley citada y la falta de regla-
mentación administrativa de sus disposiciones, han origi-
nado una notoria falta de actualización de las disposiciones
aplicables de manera contraria a la evolución tan diversifi-
cada y dinámica que ha conocido la Industria del Juego. La
obsolescencia de las disposiciones legales aplicables y las
innovaciones en la industria hacen difícil la reglamenta-
ción administrativa sin dejar de incurrir en omisiones o fal-
tas de fundamento legal, de ahí la necesidad urgente de
proceder a la actualización legislativa en la materia. 

Los que suscribimos hemos constatado que los avances
tecnológicos y la diversificación de los servicios prestados
en la industria del juego y el entretenimiento hacen indis-
pensable y urgente la actualización legislativa mencionada,
pero desde una perspectiva integral que vaya más allá del
aspecto regulatorio estricto y la inserte en una política de
descentralización, crecimiento económico, desarrollo sec-
torial y regional, atracción de la inversión nacional y ex-
tranjera, así como de respeto del orden público y la legali-
dad. 

La denominación de este ordenamiento es: Ley Federal de
Juegos con Apuestas y Sorteos que consta de 8 títulos, 175
artículos y transitorios del artículo primero, segundo y ter-
cero. Los títulos regulan los siguientes aspectos específicos
relacionados con los juegos con apuestas y sorteos, así como
el correspondiente régimen de transitoriedad: Disposicio-
nes generales; Variables y modalidades de los juegos con
apuestas y los establecimientos correspondientes; Sorteos;
Autoridades en materia de juegos con apuesta y sorteos;
Funcionamiento y verificación de establecimientos; Conci-
liación, arbitraje y medios de impugnación; Régimen fis-
cal; Medidas de seguridad, infracciones, sanciones admi-
nistrativas y delitos; y Transitorios. 

TITULO PRIMERO. 
DISPOSICIONES GENERALES 

En el capítulo primero se define la naturaleza, el ámbito te-
rritorial y el orden de gobierno encargado de la aplicación
de la Ley, siendo éste el Poder Ejecutivo Federal a través
de la Secretaría de Gobernación y de su órgano adminis-
trativo desconcentrado denominado Comisión de Juegos

con Apuestas y Sorteos. Se mantiene la actual prevención
respecto de los sorteos que realicen la Lotería Nacional
para la Asistencia Pública y los Pronósticos Deportivos
para la Asistencia Pública; se introduce una prevención
respecto de las actividades materia de esta Ley realizadas
por los partidos políticos nacionales, y se actualiza el al-
cance de la ley vigente en materia de juegos con apuestas
y sorteos. Consecuentemente, se precisan los sujetos a los
cuales comprende la aplicación de la Ley, Los cuales se su-
jetarán en todo momento a las disposiciones de la Ley Fe-
deral Contra la Delincuencia Organizada, así como a las
disposiciones que en materia de operaciones con recursos
de procedencia ilícita emitan la Procuraduría General de la
República, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y
demás autoridades competentes, principios generales res-
pecto de ganancias y premios no reclamados, definiciones
útiles para la exacta comprensión y aplicación de la Ley,
así como los ordenamientos de aplicación supletoria. Se es-
tablece que todas las operaciones que se realicen con mo-
tivo de las actividades materia de la ley, serán denomina-
das en moneda de curso legal en los Estados Unidos
Mexicanos. 

TITULO SEGUNDO. 
DE LAS VARIABLES Y MODALIDADES DE LOS

JUEGOS CON APUESTAS Y LOS ESTABLECI-
MIENTOS CORRESPONDIENTES. 

En la sección primera, denominada de las variables y mo-
dalidades de los juegos con apuestas, se señalan y regulan
en once capítulos los juegos con apuestas permitidos, mis-
mos que son los siguientes: ruleta, dados, cartas o naipes,
rueda de la fortuna, máquina tragamonedas y juegos de nú-
meros; de los cuales los cinco primeros sólo podrán reali -
zarse en casinos, en tanto que el último tanto en casinos
como en centros de apuestas remotas y salas de juegos de
números. Asimismo, se incluye en la definición de juegos
en los que pueden cruzarse apuestas: eventos deportivos y
competencias transmitidos en tiempo real captados en casi-
nos y centros de apuestas remotas; carreras de caballos rea-
lizadas en hipódromos o carriles; carreras de galgos reali-
zadas en galgódromos; peleas de gallos realizadas en
palenques; así como frontón y cesta punta o jai alai reali-
zados en frontones y jai alai. Se incluyen en estas regula-
ciones las relativas a máquinas tragamonedas, casinos, ca-
sinos en ferias, casinos en cruceros, salas de juegos de
números, centros de apuestas remotas, apuestas en carreras
de caballos, apuestas en carreras de galgos, apuestas en pe-
leas de gallos y por último el frontón, cesta punta o jai alai. 



Respecto de las salas de juegos de números o símbolos,
que se pretende regular en el Capitulo VI del TITULO SE-
GUNDO de la Iniciativa en dictamen, se recoge una termi-
nología que se utiliza cada vez mas en nuestro país confor-
me a costumbres foráneas como son los juegos de números
tradicionalmente conocidos como “Bingos” y si bien ello
nos parece adecuado, también consideramos conveniente
recoger las costumbres y tradiciones de nuestro país, como
es el juego de la tradicional “Lotería Mexicana”, atendien-
do así un reclamo popular que se ha dado en varios estados
de la República y particularmente en Nuevo León, donde
inclusive el Congreso y el Ejecutivo locales han planteado
a esta Soberanía reformar la ley vigente de la materia para
regularizar esos juegos. 

En la sección segunda, denominada de los establecimien-
tos, permisionarios, permisos y licencias de trabajo se re-
gula en el capítulo primero lo relativo a establecimientos,
en los que se realicen juegos de números, eventos deporti -
vos y competencias transmitidas en tiempo real captadas en
casinos y centros de apuestas remotas, carreras de caballos,
carreras de galgos, peleas de gallos, así como frontón y
cesta punta o jai alai, los mismos deberán cumplir con las
dimensiones ,especificaciones de construcción, acabados,
estándares calidad, instalaciones ,equipo, accesorios, y de-
más características que se establezcan en las normas ofi-
ciales mexicanas que con fundamento en esta Ley y en Ley
Federal de Metrología y Normalización emita la Secretaría
de Economía a propuesta de la Comisión, la cual solo otor-
gará los permisos señalados a quienes demuestren que in-
vertirán los recursos necesarios para financiar por cuenta
del permisionario correspondiente todos los requerimien-
tos de infraestructura urbana, vial, de seguridad pública, de
todo tipo de servicios municipales y de supervisión oficial
fiscal y financiera. 

En el capítulo segundo relativo a los permisionarios se es-
tablecen una serie de requisitos y obligaciones para los
mismos entre las que se encuentran: acreditar ser personas
morales debidamente constituidas conforme a las leyes de
los Estados Unidos Mexicanos, obtener de los gobiernos
estatales, locales, del Distrito Federal y demarcaciones te-
rritoriales, las autorizaciones correspondientes a sus res-
pectivos ámbitos de competencia, en las solicitudes res-
pectivas deberán contar con la información relativa a la
generación de empleos y programas de capacitación orien-
tados a beneficiar preferentemente a los nacionales mexi-
canos, contar con programas de mercadotecnia para pro-
mover el turismo y el desarrollo regional, acreditar el

origen lícito de los fondos que se van a invertir de confor-
midad con las prácticas financieras aplicables en el país. 

El capítulo tercero regula lo relativo a los permisos, los
cuales deberán contener la descripción de las actividades
reguladas por la presente Ley, que hayan sido autorizadas,
los derechos y obligaciones del permisionario, que inclui-
rán los aprovechamientos que deba pagar de conformidad
con esta Ley, la vigencia del mismo, las causas de revoca-
ción, entre otros requisitos. 

El capítulo cuarto regula lo relativo a las licencias de tra-
bajo, las cuales serán otorgadas por la Comisión y certifi-
can que una persona física cuenta con la capacidad sufi-
ciente para desarrollar cualquiera de las actividades
reguladas por la presente Ley y por lo tanto puede prestar
sus servicios en un establecimiento. Así mismo, se estable-
cen los requisitos, causas de terminación y revocación de
las mismas. 

TITULO TERCERO. 
DE LOS SORTEOS 

Los integrantes de esta Comisión consideramos oportuno
introducir en un título específico toda la regulación relati-
va a los sorteos. Al efecto, en seis capítulos se precisan,
respectivamente, las disposiciones generales en materia de
sorteos; boletos; permisionarios y permisos; realización de
los sorteos; premios; sorteos en concursos. 

En la regulación puntual que ahora ponemos a su conside-
ración destacan por su importancia y actualización norma-
tiva una definición de sorteos y de sus diferentes modali-
dades; la facultad expresa otorgada a la Comisión de
Juegos con Apuesta y Sorteos para establecer procedi-
mientos administrativos encaminados a prevenir prácticas
ilegales o delitos vinculados con operaciones con recursos
de procedencia ilícita con motivo de la organización de los
sorteos, independientemente de la aplicación supletoria de
las leyes en dichas materias y de la colaboración interinsti-
tucional, prevista en otro título de la ley con el mismo pro-
pósito; el carácter nominativo de los boletos de los sorteos;
las personas físicas y morales autorizadas para organizar
sorteos; las prohibiciones en esta materia; los casos de re-
vocación de los permisos; la presencia obligatoria de los
interventores autorizados por la Comisión de Juegos con
Apuesta y Sorteos; la publicidad de los resultados del sor-
teo; los principios y procedimientos aplicables para la en-
trega de premios; la situación práctica que se presenta,
donde concurren en un solo evento, sorteo y concurso, por
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lo que se establece su diferencia y campo de acción de cada
uno, los que por lo regular se difundan a través de cualquier
medio masivo de comunicación. 

TITULO CUARTO. 
DE LAS AUTORIDADES EN MATERIA

DE JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS 

Como se ha señalado, se propone que la Comisión Federal
de Juegos con Apuestas y Sorteos sea un órgano adminis-
trativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación,
dotado de autonomía técnica y operativa, así como de fa-
cultades ejecutivas con competencia funcional propia, que
tiene a su cargo la formulación y conducción de las políti -
cas y programas relativos a la realización, desarrollo y ope-
ración de los juegos con apuestas y sorteos, así como la su-
pervisión, vigilancia, control y regulación de las acti-
vidades y establecimientos en materia de juegos con apues-
tas y sorteos. Para la consecución de su objeto y el ejerci-
cio de sus facultades, dicha Comisión contará con el Pleno
de la Junta de Comisionados; Presidente de la Junta de Co-
misionados; Comisionados Ciudadanos; Pleno de la Junta
Ejecutiva de la Comisión; Secretario Ejecutivo; y demás
servidores públicos, unidades administrativas y delegacio-
nes regionales, estatales o locales que establezca el regla-
mento interior de la Comisión. La Comisión ejercerá sus
funciones en todo el territorio nacional conforme a la es-
tructura central y desconcentrada que establezcan esta Ley
y su Reglamento. La Comisión y sus servidores públicos
atenderán en todo momento las disposiciones de la Ley Fe-
deral de Acceso a la Información Pública. El Pleno de la
Junta de Comisionados estará integrada por catorce Comi-
sionados: el Secretario de Gobernación, quien la presidirá;
un representante de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico; un representante de la Secretaría de Turismo; un re-
presentante de la Secretaría de Seguridad Pública; un re-
presentante de la Secretaría de Economía; un representante
de la Procuraduría General de la República; Un Senador y
un Diputado del Congreso de la Unión y seis integrantes
ciudadanos con prestigio profesional y honorabilidad reco-
nocida, designados por el titular del Ejecutivo Federal y ra-
tificados por el Senado de la República. La Comisión, en
apoyo a la Comisión Federal de Competencia Económica y
de acuerdo a lo dispuesto por esta Ley y la Ley Federal de
Competencia Económica deberá de proteger el proceso de
competencia y libre concurrencia en las actividades mate-
ria de la presente Ley. 

En el capítulo tercero de este Título se establecen las atri-
buciones internas de la Comisión. Y se establece la posibi-

lidad de que la Comisión Federal de Juegos con Apuestas
y Sorteos pueda suscribir convenios de colaboración con
las autoridades de los municipios o delegaciones, para
efecto de la autorización y vigilancia de las juegos con
apuestas que se describen en la Ley. Asimismo, que pueda
celebrar convenios con los gobiernos de los Estados de la
República para efecto de la autorización y vigilancia de
sorteos en los que el monto total de los boletos que se sor-
tearán no exceda de una cantidad equivalente a diez mil
días de salario mínimo y siempre que la venta de los mis-
mos se lleve a cabo únicamente en el territorio de la enti-
dad. En dichos convenios se establecerán los mecanismos
de auxilio para que las autoridades locales apoyen a las au-
toridades federales en la vigilancia del cumplimiento de las
disposiciones de la Ley y su Reglamento, de conformidad
con lo establecido en ambos ordenamientos. 

En otro capitulo se establece que para el control, inspec-
ción y vigilancia de los sorteos, la Comisión nombrará el
número de interventores, inspectores y auditores que con-
sidere necesarios, detallándose las funciones del interven-
tor, inspector y auditor. 

TITULO QUINTO. 
DEL FUNCIONAMIENTO Y VERIFICACIÓN DE

ESTABLECIMIENTOS 

En los dos capítulos que forman este Título se regulan as-
pectos adicionales relativos a las autorizaciones de apertu-
ra de establecimientos, así como las obligaciones a cargo
de los permisionarios. Entre éstas se encuentran las si-
guientes: contar con las instalaciones y equipos necesarios
para su óptimo funcionamiento debiendo darles el mante-
nimiento preventivo adecuado para que se conserven en
esas mismas condiciones; asegurar las instalaciones, equi-
pos, bienes y enseres del establecimiento, así como contar
con las medidas de seguridad requeridas para la prevención
de cualquier siniestro, e igualmente contar con seguros de
responsabilidad civil; someter a aprobación el proyecto
conceptual y arquitectónico del establecimiento de que se
trate; entregar a la Comisión informes financieros trimes-
trales, así como anualmente sus estados financieros audita-
dos y dictaminados. Además, la Comisión tendrá en todo
momento acceso a la red del permisionario con el propósi-
to de supervisar los datos completos sobre el cruce de
apuestas en juegos; Permitir la realización de las visitas de
verificación e inspección que ordene la Comisión; enterar
oportunamente los impuestos que procedan de conformi-
dad con esta Ley; someter a sus empleados a exámenes de
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selección antes de ser contratados, que deberá incluir no-
ciones elementales para la detección de recursos de proce-
dencia ilícita; asegurar y garantizar que en todo momento
se mantenga el buen orden y comportamiento de los asis-
tentes al establecimiento; informar por escrito a la Comi-
sión, mensualmente, dentro de los primeros cinco días na-
turales del mes siguiente a aquél al que se refiera el
informe, sobre cualquier transacción en efectivo que exce-
da a dos mil días de salario mínimo; instrumentar los pro-
cedimientos y medidas para contrarrestar los efectos se-
cundarios del juego en los usuarios y la comunidad en
donde se encuentra el establecimiento; preferir a un traba-
jador nacional, en igualdad de circunstancias laborales, so-
bre un trabajador de origen extranjero; informar de cuales-
quier conducta o práctica de los usuarios sospechosa de la
comisión de delitos relacionados con la delincuencia orga-
nizada o el lavado de dinero. Los permisionarios que cuen-
ten con un permiso permanente deberán entregar en forma
trimestral a la Comisión sus estados financieros internos,
así como anualmente los estados financieros auditados y
dictaminados. 

TITULO SEXTO. 
DE LA CONCILIACION, ARBITRAJE Y DE LOS

MEDIOS DE IMPUGNACION 

Se faculta a la Comisión de Juegos con Apuestas y Sorteos
para actuar como conciliador entre los permisionarios y los
usuarios, con el objeto de proteger los intereses de estos úl-
timos, pudiendo rechazar de oficio aquellas reclamaciones
que sean notoriamente frívolas e improcedentes. En caso
de que el procedimiento de conciliación no prospere, las
partes se podrán someter al procedimiento de arbitraje en
amigable composición, con un árbitro quien resolverá en
su caso, en conciencia, a verdad sabida y buena fe guarda-
da, la controversia planteada nombrado por la mencionada
Comisión. En contra de las resoluciones emitidas por dicha
Comisión será procedente el recurso administrativo de re-
visión previsto en el Título Sexto de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo exceptuando las resoluciones
emitidas por la Comisión cuando actúe con el carácter de
conciliador o árbitro, designado de común acuerdo por las
partes. 

TITULO SEPTIMO. 
DEL REGIMEN FISCAL. 

El capítulo primero de este titulo regula las contribuciones
a cargo de los permisionarios, los cuales están obligados a

cumplir con las disposiciones contenidas en la ley, sin per-
juicio de las demás obligaciones fiscales establecidas en las
leyes y demás disposiciones aplicables, con independencia
de las contribuciones estatales y municipales que, en su ca-
so, correspondan. Se establece que por el análisis de las so-
licitudes para obtener los diversos permisos establecidos
en esta Ley, la emisión de los mismos, y la supervisión de
los establecimientos y sorteos por parte de la Comisión, se
cubrirán los derechos que se establezcan en la Ley Federal
de Derechos, para lo cual se adicionaría el artículo 191 a la
Ley Federal de Derechos, en el cual se establecería que las
sociedades que pretendan obtener un permiso para la insta-
lación y operación de un establecimiento en el que se rea-
licen juegos con apuestas, deberán pagar los siguientes de-
rechos: Por el estudio y trámite de la solicitud de
autorización para la constitución y operación el 1 % del
monto de la inversión que la misma sociedad se compro-
meta a realizar en la instalación de dicho establecimiento,
sin que la cantidad sea inferior a $300,000.00. Por la auto-
rización para la instalación y operación de cada estableci-
miento $100,000.00, y por la Inspección y vigilancia anual
de cada establecimiento el 0.5 % de los ingresos totales
brutos del establecimiento correspondiente. 

Los permisionarios pagarán los impuestos que al efecto es-
tablezca la Ley del Impuesto Especial Sobre Producción y
Servicios. Los impuestos que en tales términos se recauden
por el Gobierno Federal serán distribuidos por partes igua-
les entre los gobiernos de la Federación y las entidades fe-
derativas y los municipios en que se instalen y operen los
mismos establecimientos. Para lo cual se propone adicio-
nar el artículo 2º con la fracción III, el artículo 18 con la
fracción XII; el TITULO TERCERO “De los Juegos con
Apuestas” que comprende los artículos 26 A; 26 B; 26 C;
26 D; y 26 E; y el artículo 28 con una fracción IV todos
ellos de la Ley del Impuesto Especial Sobre Producción y
Servicios. El impuesto se aplicará al total de los ingresos
brutos del permisionario, entendiéndose como tal, el total
de ingresos obtenido por concepto de apuestas, menos el
total de las cantidades pagadas a los jugadores, por con-
cepto de premios. Los permisionarios deberán entregar al
Servicio de Administración Tributaria información men-
sual de carácter financiero sobre la operación de su esta-
blecimiento, a más tardar el día 20 del mes siguiente a
aquél sobre el cual verse tal informe. Este informe deberá
contener el detalle de los ingresos brutos obtenidos por la
realización de las actividades correspondientes. Con base
en el informe, los permisionarios deberán enterar dentro de
los diez días hábiles siguientes a la fecha de presentación
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del mismo, el impuesto establecido en la fracción III del ar-
tículo 18 de esta Ley. La recaudación del impuesto, se re-
partirá en tres partes, una para la Federación del 20% y las
otras dos para la entidad federativa el 30% y el municipio
el 50%, en que se ubique el establecimiento del contribu-
yente, respectivamente. La anterior distribución parte de la
base de que serán los municipios donde se ubiquen los ca-
sinos, quienes resientan de mayor manera el impacto di-
recto que esos establecimientos y el público que atraigan,
tendrá en las infraestructuras urbanas y de servicios muni-
cipales. Las entidades federativas y los municipios dispon-
drán de los recursos a que se refiere este artículo conforme
a los que dispongan las leyes que los rijan. 

El capítulo segundo regula las contribuciones a cargo de
los ganadores de apuestas y premios estableciendo que las
personas que obtengan ingresos como ganadores de los
juegos con apuestas y sorteos a que se refiere esta Ley, de-
berán pagar las contribuciones que al efecto se establezcan
en las leyes federales y de las entidades federativas corres-
pondientes, así como las de carácter municipal que, en su
caso, correspondan, conforme a las leyes aplicables. 

TITULO OCTAVO.
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD, 

INFRACCIONES Y SANCIONES 
ADMINISTRATIVAS Y DELITOS 

Este titulo establece que como medidas de seguridad el re-
tirar y asegurar cualquier equipo o suministro de los esta-
blecimientos donde se realicen juegos con apuestas o sor-
teos, cualesquier equipos o suministros con el fin de
examinarlos e inspeccionarlos tendrán, así como la suspen-
sión de la realización de sorteos, rifas y juegos de números,
cuya finalidad será corregir las irregularidades que la Co-
misión hubiere detectado en ejercicio de sus facultades de
verificación e inspección, y la duración de las mismas será
por el tiempo necesario para corregir las irregularidades
detectadas. La Comisión establecerá los procedimientos y
controles idóneos para prevenir y detectar la operación con
recursos de procedencia ilícita con motivo de las activida-
des reguladas por esta Ley. Se definen y sancionan las in-
fracciones administrativas en las que puede incurrir el per-
misionario; las prohibiciones a los empleados y
trabajadores de los establecimientos así como la sanción
respectiva. 

Se incluye un capítulo específico en el que se señalan los
delitos en esta materia así como la sanción de los mismos,
que consiste en prisión de dos a quince años, de diez mil a

cincuenta mil días de salario mínimo, y la destitución del
empleo, cargo o comisión. 

TRANSITORIOS 

Los artículos relativos definen la fecha de entrada en vigor
del ordenamiento que se propone; la abrogación de la Ley
en vigor; la situación de las solicitudes en trámite, de los
permisos otorgados con anterioridad a la entrada en vigor
de esta Ley y de la autoridad actualmente en funciones, así
como de su personal, instalaciones y demás patrimonio; la
fecha de aplicación de las nuevas obligaciones fiscales pre-
vistas en este ordenamiento; la integración e instalación de
las autoridades competentes establecidas por esta Ley; du-
rante los dos primeros años de vigencia de esta Ley la Co-
misión solo otorgará permisos para la instalación y opera-
ción de casinos con instalaciones directas, accesorias y
complementarias cuyas dimensiones y características míni-
mas deberán ser las siguientes: 1000 empleos permanentes
directos en el establecimiento de casino y en las instalacio-
nes accesorias y complementarias que se señalan en el in-
ciso siguiente; 12,000 m2 de superficie total, que podrán
incluir además de áreas públicas cubiertas y áreas de ope-
ración y circulación las siguientes: 5,000 m2 de superficie
de juego; 1,250 máquinas tragamonedas; 40 mesas de jue-
go para ruleta, dados, rueda de la fortuna y naipes; 1,500
m2 de restaurantes para 600 comensales; 700 m2 de áreas
de entretenimiento; y 200 m2 de bares. 

Las especificaciones, equipamiento acabados, estándares
de calidad y demás características de construcción, deberán
corresponder a una inversión no menor del equivalente a
233 días de salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal por metro cuadrado, y los instrumentos de juego,
incluyendo tipo y calidad de las mesas, máquinas tragamo-
nedas , demás implementos de juego y accesorios en gene-
ral deberán corresponder al menos, a las equivalentes pro-
medio que respecto de dichos características tengan en
total los veinte casinos con mayores ingresos brutos en el
mundo ,durante el año anterior a aquel en que se determi-
ne; las empresas, establecimientos o sociedades civiles o
mercantiles que a la fecha de inicio del presente decreto in-
corporen en su nombre, denominación o razón social, el
término “casino” conforme a cualquier autorización de au-
toridad competente podrán conservarlo, advirtiendo en
cualquier tipo de propaganda o publicidad que difundan,
que no cuentan con permiso para realizar juegos con apues-
tas; el plazo para la integración de la Comisión Federal de
Juegos y Sorteos, que será a más tardar dentro de los cien-
to ochenta días naturales contados a partir de la fecha de la
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publicación de esta Ley, la fecha para la expedición del
Reglamento de la Ley, el cuál deberá ser expedido por el ti-
tular del Ejecutivo Federal dentro de los noventa días natu-
rales siguientes a la integración de la Comisión y la provi-
sión de los recursos necesarios para que las autoridades
establecidas en esta Ley cumplan con sus funciones. 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL 

El Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, establece en su fracción X, que es Fa-
cultad del Congreso de la Unión, legislar en toda la Repú-
blica sobre Juegos con Apuestas y Sorteos, en ejercicio de
esta Facultad Constitucional, fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación de 31 de diciembre de 1947, la
Ley Federal de Juegos y Sorteos en vigor. 

En la materia de juegos con apuesta y sorteos en cualquie-
ra de sus modalidades, la facultad legislativa es exclusiva
del Congreso de la Unión, razón por la cual los miembros
de esta Comisión, hemos procedido a la elaboración de una
propuesta de ley que sustituya a la actual Ley Federal de
Juegos y Sorteos. 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE la Ley Federal
de Juegos con Apuestas y Sorteos Y SE REFORMAN Y
ADICIONAN DIVERSAS LEYES FISCALES 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley Federal de
Juegos con Apuestas y Sorteos en los siguientes términos: 

LEY FEDERAL DE JUEGOS CON APUESTAS Y
SORTEOS 

TITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

CAPITULO UNICO 
DISPOSICIONES GENERALES 

Arts. (1-11) 

Artículo 1.- Esta ley es de orden público y de observancia
general en el territorio de los Estados Unidos Mexicanos y
tiene por objeto regular por causa de interés público los
juegos con apuestas y sorteos en todas sus variables y mo-
dalidades, en la forma y términos que la misma establece. 

La Secretaría de Gobernación interpretará a efectos admi-
nistrativos esta Ley, considerando la opinión de la Comi-
sión Nacional de Juegos con Apuestas Sorteos. 

Artículo 2.- Están sujetos a la aplicación de este ordena-
miento todas las personas físicas y morales y cualquier ti-
po de unidades económicas sin personalidad jurídica, cua-
lesquiera que sea la forma legal que adopten, que realicen
actividades relacionadas con la operación, administración
u ofrecimiento a terceros, de juegos con apuestas y sorteos,
cualesquiera que sean sus variables o modalidades, la na-
turaleza o relación de las personas que concurren, los luga-
res privados o domicilios particulares, si quedan compren-
didos en alguno o algunos de los supuestos siguientes 

I.- Que funcionen o se realicen de forma permanente o pe-
riódica; 

II.- Que se cobre la entrada o cuota por ingresar al lugar del
evento o por participar en este; 

III.- Que cualquier persona ajena al establecimiento u or-
ganizadores de la actividad intervenga en el cruce de
apuestas; 

IV.- Que se cobre una cantidad o porcentaje de las apues-
tas.; o 

V.- Que se cobre una cantidad o porcentaje o participación
en las ganancias de los jugadores o participantes.

Artículo 3.- Los sorteos que celebren los partidos políti-
cos, a efecto de obtener recursos económicos destinados al
cumplimiento de sus fines, se sujetarán a esta ley con arre-
glo al Código Electoral, federal o local, que corresponda. 

Artículo 4.- Los sorteos o juegos con apuestas que realicen
la Lotería Nacional para la Asistencia Pública y los Pro-
nósticos para la Asistencia Pública, se regirán por sus res-
pectivos ordenamientos. 

Artículo 5.- Los juegos con apuestas y sorteos privados
que no tuvieren fines preponderantemente económicos es-
tarán exentos del cumplimiento de esta Ley, siempre y
cuando se realicen en lugares o domicilios particulares con
el propósito de diversión o pasatiempo ocasional entre per-
sonas relacionadas por parentesco o amistad, y no se ubi-
quen dentro de los supuestos establecidos en el siguiente
artículo. 

Artículo 6.- Para efectos de la presente Ley se entiende
por: 

I.- Azar: Casualidad; caso fortuito; 
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II.- Apuesta: La cantidad de dinero que se arriesga con la
posibilidad de ganar o perder en un juego regulado por
esta Ley; 

III.- Comisión: La Comisión Federal de Juegos con Apues-
tas y Sorteos; 

IV.- Secretario Ejecutivo: El Secretario Ejecutivo de la Co-
misión Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos; 

V.- Jugar: Participar apostando en algún juego regulado por
esta Ley; 

VI.- Permisionario: La persona física o moral a quien la
Comisión otorga un permiso regulado por esta Ley; 

VII.- Establecimiento: El local o espacio físico en el que se
operen y ofrezcan los diferentes juegos con apuestas a que
se refiere esta misma Ley; 

VIII.-Medios de radiodifusión; Radio y televisión abierta; 

IX.- Medios impresos.- Periódicos y revistas; 

X.- Red de telecomunicaciones; sistema integrado por me-
dios de transmisión, tales como canales o circuitos que uti-
licen bandas de frecuencia del especto radioeléctrico, enla-
ces satelitales, cableados, redes de transmisión eléctrica o
cualquier otro medio de transmisión, así como, en su caso,
centrales, dispositivos de conmutación o cualquier otro
equipo necesario, que sea empleado para juegos y sorteos; 

XI.- Reglamento: El reglamento de la presente Ley; 

XII.- Salario mínimo: El salario mínimo general diario vi-
gente en el Distrito Federal; 

XIII.- Secretaría: La Secretaría de Gobernación; y 

XIV.- Servidor: “Site”, computador origen de una Red don-
de se albergan en todo o en parte, programas para desarro-
llar o gestionar juegos y apuestas...

Los establecimientos y permisionarios regulados en la pre-
sente Ley, se sujetarán en todo momento a las disposicio-
nes de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada,
así como a las disposiciones que en materia de operaciones
con recursos de procedencia ilícita emitan la Procuraduría
General de la República, la Secretaría de Hacienda y Cré-

dito Público y demás autoridades competentes en la mate-
ria. 

La Comisión consultará la normatividad internacional para
la lucha contra las operaciones con recursos de proceden-
cia ilícita, a efecto de incorporarla, en lo conducente, a la
normatividad administrativa que le corresponda expedir,
así como formular las propuestas de reforma legal y regla-
mentaria respectivas cuando sea el caso. 

Artículo 7.- A falta de disposición expresa en esta Ley y
su Reglamento, se aplicarán supletoriamente: 

I.- La Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 

II.- El Código Federal de Procedimientos Civiles; 

III.- El Código Civil Federal; 

IV.- El Código de Comercio; 

V.- El Código Fiscal de la Federación; 

VI.- La Ley Federal de Competencia Económica; 

VII.- El Código Penal Federal; y 

VIII.- La Ley Federal de Protección al Consumidor;

Artículo 8.- Todas las operaciones que se realicen en las
actividades materia de esta Ley serán denominadas en mo-
neda de curso legal en los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 9.- Las ganancias en juegos con apuestas o pre-
mios de sorteos que no sean reclamados al permisionario o
a su legal representación dentro de los cuarenta y cinco
días naturales siguientes a la fecha del evento en que el ju-
gador o participante resultó ganador, serán entregadas a la
Secretaría de Gobernación para ser destinados a la asisten-
cia pública dentro de los sesenta días naturales siguientes a
la fecha de su recepción, conforme a las disposiciones le-
gales aplicables. El jugador o participante que haya resul-
tado ganador podrá solicitar en este período un plazo adi-
cional, improrrogable, de quince días naturales para recla-
mar el premio al permisionario. 

El Reglamento de esta Ley establecerá los mecanismos que
estime convenientes a fin de lograr la mayor eficiencia en
la adjudicación por parte de la Secretaría de Gobernación
del valor de los premios no reclamados, con el objeto de
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reducir los costos derivados de la administración, custodia
o traslación de dominio de dichos premios, con apego a las
leyes, reglamentos y procedimientos aplicables. 

Artículo 10.- Solo se permitirá la promoción, publicidad y
comercialización de los sorteos y de los establecimientos
regulados por esta Ley, no así de los juegos con apuestas
que en ellos se practican. 

La propaganda y la publicidad deberá expresarse en forma
clara y precisa a efecto de que no se induzca al público a
engaño, error o confusión sobre los beneficios de los servi-
cios o productos ofrecidos. La Comisión podrá ordenar,
previa audiencia de la parte interesada, la modificación o
suspensión de la propaganda o publicidad cuando conside-
re que no se sujeta a lo dispuesto en este artículo. 

La Comisión establecerá, de conformidad con lo dispuesto
en la presente Ley y su Reglamento, los lineamientos acer-
ca de la forma, el lugar, los medios y horarios en que se po-
drán llevar a cabo la publicidad y difusión de los estableci-
mientos y sorteos regulados en esta Ley. 

En ningún caso se permitirá la promoción, publicidad y co-
mercialización de sorteos, loterías o juegos con apuestas no
aprobados por la Comisión. 

Artículo 11.- La innovación o cambios tecnológicos en
materia de juegos con apuestas y sorteos no serán obstácu-
lo para que las modalidades que surjan con dicho motivo
sean reguladas por esta Ley, su Reglamento y los linea-
mientos que emita la Comisión, de conformidad a los prin-
cipios contenidos en este ordenamiento. 

TITULO SEGUNDO 
DE LAS VARIABLES Y MODALIDADES DE LOS

JUEGOS CON APUESTAS Y LOS ESTABLECI-
MIENTOS CORRESPONDIENTES 

SECCION PRIMERA 
DE LAS VARIABLES Y MODALIDADES DE LOS

JUEGOS CON APUESTAS 

CAPITULO I 
DE LOS JUEGOS CON APUESTAS 

Arts. (12-14) 

Artículo 12.- Son consideradas como juegos con apuestas,
las siguientes actividades e instrumentos correspondientes: 

I.- La ruleta; 

II.- Los dados; 

III.- Las cartas o naipes; 

IV.- La rueda de la fortuna; 

V.- Las máquinas tragamonedas; 

VI.- Los juegos de números; 

VII.- Los eventos deportivos y competencias transmitidos
en tiempo real que podrán ser captados únicamente en ca-
sinos y centros de apuestas remotas; 

VIII.- Las carreras de caballos que se realice en hipódro-
mos o carriles; 

IX.- Las carreras de galgos, que se realice en galgódromos; 

X.- Las peleas de gallos, que se realice en palenques; y 

XI.- El frontón, cesta punta o jai alai, que se realicen en
frontones.

Los juegos con apuestas considerados en las fracciones I a
V únicamente podrán realizarse en casinos; los previstos en
la fracción VII podrán realizarse únicamente en casinos o
centros de apuestas remotas; los previstos en la fracción
VIII podrán realizarse en hipódromos, carriles o tastes; los
previstos en la fracción IX podrán realizarse en galgódro-
mos; los previstos en la fracción X podrán realizarse en pa-
lenques y los previstos en la fracción XI podrán realizarse
en frontones o jai-alais. 

A excepción de lo establecido en el párrafo anterior, se pro-
híbe la instalación, operación u administración de cual-
quier tipo de máquinas tragamonedas en territorio nacio-
nal. 

Artículo 13.- Queda prohibido el cruce de apuestas en los
juegos y demás actividades no previstos en esta Ley. Asi-
mismo, se prohiben los juegos con apuesta en las que éstas
se realicen de manera virtual a través de cualquier medio
electrónico y que no se encuentren expresamente autoriza-
dos en esta Ley. 

Para efectos de la presente Ley, se considera que los juegos
con apuestas se realizan de manera virtual, cuando ocurre
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intercomunicación no presencial que sustenta su existencia
en impulsos electromagnéticos que producen los sistemas
informáticos, como es el caso de las apuestas realizadas vía
la red electrónica de intercomunicación conocida como In-
ternet o las modalidades que surjan en el futuro. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo la
opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y
previa consulta a la Comisión, emitirá disposiciones de ca-
rácter general dirigidas a prevenir que las instituciones que
integran el sistema financiero, así como instituciones cam-
biarias u operadores de tarjetas de crédito, realicen cual-
quier pago o liquidación a sus clientes derivados de juegos
con apuestas, prohibidas por esta Ley. La Comisión, en co-
ordinación con la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, vigilará el cumplimiento de dichas disposiciones. 

Artículo 14.- En ningún caso podrán realizarse o celebrar-
se juegos en los que la actividad a la que se apuesta, cons-
tituya un delito o vaya en contra de la moral, las buenas
costumbres y el orden público. 

CAPITULO II 
MAQUINAS TRAGAMONEDAS 

Arts. (15-19) 

Artículo 15.- Para efectos de esta Ley, son máquinas tra-
gamonedas cualquier tipo de aparato mecánico, electróni-
co, electromecánico, digital, interactivo o de cualquier otro
tipo de tecnología similar o análoga, existente o por desa-
rrollar, que mediante la inserción de un billete, moneda,
tarjeta, banda magnética, ficha u objeto similar, esté dispo-
nible para operarse y, como resultado de dicha operación,
el usuario de las mismas pueda obtener, ya sea mediante el
azar o una combinación de azar y destreza, un premio que
podrá ser en efectivo o en especie, incluyendo la red que
interconecte diversas máquinas tragamonedas de un mismo
permisionario o de permisionarios asociados para tal efec-
to, que ubicadas dentro de uno o más establecimientos, e
incorporen sistemas de monitoreo que permitan llevar a ca-
bo las actividades de contabilidad, control y seguimiento
de jugadas y resultados de las mismas, conforme a las re-
glas de carácter general que emita la Comisión. 

Artículo 16.- Las máquinas tragamonedas serán de los si-
guientes tipos: 

I) Aquéllas que para su operación requieran en cada juego,
de la inserción de un billete, moneda, tarjeta, banda mag-

nética, ficha u objeto similar y que permitirán en su opera-
ción: 

a) Efectuar el pago de premios en efectivo o mediante tar-
jetas, notas o pagares; 

b) El uso de palancas manuales externas de resolución in-
mediata sobre juegos de azar; 

c) La utilización de artefactos o botones eléctricos, electró-
nicos o digitales, con pantalla interactiva o pantalla de rie-
les; 

d) Conectarse o no a sistemas centrales de cómputo que
permitan el monitoreo de las mismas; y 

e) Cualquier otra acorde con su funcionamiento y que de-
termine la Comisión. 

Este tipo de máquinas únicamente podrán instalarse y ope-
rar en casinos de los prescritos en el Capítulo III del TI-
TULO SEGUNDO de esta Ley y en cruceros que operen
conforme a lo establecido en el Capítulo V del mismo TI-
TULO y; 

II) Aquellas que para su operación requieran en cada jue-
go, de la inserción de un billete, moneda, tarjeta, banda
magnética, ficha u objeto similar y que permitirán en su
operación: 

a) Efectuar el pago de premios únicamente mediante la uti-
lización de tarjetas, notas o pagares; 

b) Operar debidamente conectadas a un sistema central de
cómputo, enlazado a la Comisión que permita monitorear
la actividad de cada una de las máquinas, garantizando la
transparencia de sus operaciones; y 

c) Cualquier otra acorde con su funcionamiento y que de-
termine la Comisión. 

Asimismo, este tipo de máquinas quedarán sujetas a las si-
guientes restricciones: 

1) No podrán efectuar el pago de premios en efectivo; y 

2) Tampoco contarán con palancas manuales externas o
rieles mecánicos.
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Las máquinas tragamonedas a que se refiere esta fracción
solo se instalarán y operarán en las salas de juego de nú-
meros a que se refiere el Capítulo VI de la SECCION PRI-
MERA del TITULO SEGUNDO de esta Ley y en los cen-
tros de apuestas remotas previstos en el Capítulo VII de la
misma y no se autorizará la instalación de más de ciento
cincuenta máquinas en cada uno de estos establecimientos. 

Todos los modelos de máquinas tragamonedas deberán ser
previamente aprobados y registrados por la Comisión en
los términos que establezca el Reglamento de esta Ley, 

Las máquinas tragamonedas únicamente podrán instalarse
y operar en casinos de los prescritos en el Capítulo III del
TITULO SEGUNDO de esta Ley y en cruceros que operen
conforme a lo establecido en el Capítulo V del mismo TI-
TULO y; 

Artículo 17.- No se consideran máquinas tragamonedas
para los efectos de la presente Ley y su Reglamento: 

Las máquinas expendedoras, entendiendo por tales las que
se limitan a efectuar mecánicamente transacciones o ventas
de productos o servicios a cambio del precio introducido;
siempre que el valor del dinero depositado corresponda al
valor de mercado de los productos que la máquina entregue
y su mecanismo no se preste a admitir cualquier tipo de
apuesta azar; y 

Las máquinas tocadiscos, videodiscos o fotográficas, las
máquinas o aparatos de competencia pura o deporte entre
dos o más jugadores, las de mero pasatiempo o recreo y las
máquinas o aparatos recreativos de uso infantil. Todas ellas
a condición de que sus mecanismos no se presten a admitir
cualquier tipo de apuesta o juegos de azar, o permitan el
pago de premios en dinero o especie, o signos que permi-
tan canjearse por ellos y diferentes de aquellos que consis-
tan en volver a jugar gratuitamente o que otorguen premios
o cupones cuyo valor no sea superior al costo de participa-
ción. 

Artículo 18.- Los permisionarios deberán registrar las má-
quinas tragamonedas así como las redes de interconexión
ante la Comisión. Las máquinas tragamonedas estarán su-
jetas al cumplimiento de los estándares de calidad, control
y seguridad que establezca la Comisión y, en su caso, de
conformidad con la Ley Federal de Metrología y Normali-
zación. 

Los permisionarios en todo momento explotarán directa-
mente las máquinas tragamonedas y las redes de intercone-
xión correspondientes. En ningún caso los permisionarios
podrán arrendar, subarrendar o subcontratar la operación
de las máquinas tragamonedas o las redes de intercone-
xión. Las máquinas tragamonedas no podrán ser operadas
en lugar distinto al autorizado. 

Artículo 19.- La Comisión podrá suspender temporalmen-
te el uso de una o varias máquinas tragamonedas en caso
de que no cumplan con las normas establecidas en la pre-
sente Ley, su Reglamento o los criterios de funcionamien-
to expedidos por la Comisión. La reincidencia será causal
de revocación del permiso correspondiente, sin perjuicio
de las demás sanciones aplicables. 

CAPITULO III 
DE LOS CASINOS 

Arts. (20-28) 

Artículo 20.- Para efectos de esta Ley, Casino es el esta-
blecimiento en el cual se celebran de manera permanente
los juegos con apuestas a que se refieren las fracciones I,
II, III, IV y V, del artículo 12 de la misma. 

Los juegos con apuestas señalados en el párrafo anterior
solo podrán realizarse de manera permanente en casinos. 

Solo podrán operar como casinos y ostentarse con ese
nombre los establecimientos para cuya instalación y opera-
ción se cuente con el permiso que en términos de esta Ley
otorgue la Comisión. 

Artículo 21.- A fin de evitar o atenuar los inconvenientes
de carácter social, moral, de salud y seguridad públicas, fi-
nancieras y de cualesquier otra índole, la Comisión en
cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley, deberá evitar la
proliferación indiscriminada de dichos establecimientos,
en razón de lo cual solo deberán instalarse y operar en el
territorio nacional casinos, con instalaciones directas, com-
plementarias y accesorias, capaces de competir con buen
éxito internacionalmente. 

Para tales efectos, la Comisión solo otorgará permisos pa-
ra la instalación y operación de casinos, en aquellas plazas
en, que conforme a lo dispuesto en los artículos 22 y 64, úl-
timo párrafo, de esta Ley, exista la anuencia de las autori-
dades estatales y locales para ello, a establecimientos cuyas
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instalaciones directas, complementarias y accesorias, ade-
más de cumplir con los requisitos de carácter general que
se establecen en el Capítulo I de la SECCION SEGUNDA
de este mismo TITULO, garanticen que: 

a) Sus especificaciones, equipamiento acabados, caracte-
rísticas de construcción y demás estándares de calidad, in-
cluyendo tipo y calidad de las mesas, máquinas tragamo-
nedas, demás instrumentos de juego e instalaciones en
general, correspondan al menos, a las equivalentes al pro-
medio que respecto de dichas características tengan en to-
tal los veinte casinos con mayores ingresos brutos en el
mundo ,durante el año anterior a aquel en que se determi-
ne; y 

b) Las dimensiones y características de sus instalaciones en
general, incluyendo superficies de juego, áreas de opera-
ción, áreas públicas, número de mesas de juego, número de
máquinas tragamonedas, número de cajones de estaciona-
miento ,restaurantes, bares y áreas de entretenimiento y en
general sus condiciones de construcción y operación, así
como el número de empleos directos permanentes que ge-
neren por metro cuadrado de las referidas áreas de juego
correspondan cuando menos, a las equivalentes al porcen-
taje que como mínimo determine anualmente la Comisión,
dentro de un rango ubicado entre el cincuenta y el cien por
ciento, del promedio que respectos de dichas característi-
cas tengan los casinos a que se refiere el inciso anterior.

Las características, especificaciones y estándares señalados
en los párrafos anteriores, se actualizarán cada año, efecto
para el cual la Comisión elaborará anualmente la investi-
gación correspondiente y publicará los resultados que arro-
je y los porcentajes mínimos que para dichos efectos se de-
terminen, en el Diario Oficial de la Federación y en dos
periódicos diarios de circulación nacional. 

Artículo 22.- La Comisión otorgará permisos para la ins-
talación y operación de casinos, solo en aquellas plazas en
que los gobiernos estatales y municipales manifiesten en
forma fehaciente su decisión positiva al respecto, efecto
para el cual la propia Comisión deberá establecer un pro-
cedimiento de consulta objetivo y transparente. 

Así mismo, para cumplir con lo dispuesto en el primer pá-
rrafo del artículo anterior, cuando en una plaza en particu-
lar se haya autorizado la instalación y operación de al me-
nos dos casinos y haya transcurrido un año a partir del
inicio de operaciones del último de ellos la Comisión sólo

podrá otorgar nuevos permisos para la instalación y opera-
ción de casinos integrados directamente con instalaciones
en que se ofrezcan servicios de alojamiento, cuando la ocu-
pación de las habitaciones que conforme a las costumbres
imperantes en la plaza, a juicio de la Secretaría de Turismo,
sean susceptibles de ofrecerse al turismo internacional, el
promedio de visitantes del exterior se haya incrementado
en al menos un tercio respecto del promedio que de ese
mismo tipo de ocupación se haya registrado en los dos años
inmediatamente anteriores, hasta en tanto ese mismo índi-
ce alcance durante al menos dos años consecutivos, un pro-
medio mínimo de 78 por ciento. Al alcanzarse este prome-
dio la Comisión otorgará los permisos para la instalación y
operación de los referidos casinos cuando se cumplan los
requisitos generales establecidos al efecto en esta Ley. 

No se podrán establecer casinos en centros de turismo so-
cial a que se refiere la Ley Federal de Turismo, ni en una
zona de 3 kilómetros alrededor de los mismos. 

Artículo 23.- En cualquier caso, el establecimiento en que
se opere un casino deberá cumplir para su instalación y
operación, con las disposiciones estatales y municipales
correspondientes al uso y destino del suelo, los planes de
desarrollo urbano y cualesquier otro que legalmente co-
rresponda, de manera tal que se integre adecuadamente a la
infraestructura municipal y turística de la plaza en que se
ubique, debiéndose financiar por cuenta del permisionario
correspondiente todos los requerimientos de infraestructu-
ra urbana, vial, de seguridad pública, de todo tipo de servi-
cios municipales y de supervisión oficial fiscal y financie-
ra, en términos de esta ley y su reglamento y cualesquier
otro requerimiento necesario para la operación efectiva y
competitiva del casino solicitado, que establezca la Comi-
sión, tomando en cuenta la opinión de las autoridades fe-
derales competentes y las estatales y municipales de la pla-
za en que se pretenda instalar el casino. 

Artículo 24.- En los términos y condiciones a que, confor-
me a lo dispuesto en este Capítulo, se someta el otorga-
miento de los permisos correspondientes, deberá exigirse a
los interesados, además de los requerimientos generales es-
tablecidos en el Capítulo I de la SECCION SEGUNDA del
TITULO SEGUNDO de esta Ley, los siguientes: 

I.- El proyecto a desarrollar y el plan de negocios del soli-
citante, en que se manifieste la forma en que el casino y sus
instalaciones directas, accesorias y complementarias se in-
tegrarán a la infraestructura urbana, vial, de servicios mu-
nicipales y turística de la plaza en que pretenda ubicarse y
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las instalaciones que se requieran para satisfacer las nece-
sidades de los visitantes y operadores, así como la valua-
ción de las mismas; y, 

II.- La forma, plazos y condiciones con que los solicitantes
resolverán, en su caso, los requerimientos de infraestructu-
ra de comunicaciones, seguridad pública y demás servicios
públicos municipales y turísticos que conforme al proyec-
to que propongan se requieran para satisfacer las necesida-
des de los visitantes al casino y su impacto en la zona.

Asimismo, la Comisión deberá considerar las condiciones
que, en cada zona, permitan los mejores términos de sana
competencia entre casinos y que promuevan las mejores
condiciones de competencia turística de nuestro país res-
pecto de los destinos turísticos extranjeros con los que
compita. 

Artículo 25.- Con el fin de coadyuvar al adecuado y equi-
tativo desarrollo de las actividades comerciales y turísticas
de las plazas en que se ubiquen los casinos, en un medio
que permita una justa y equilibrada competencia entre los
diversos prestadores de servicios, los permisionarios que
operen casinos cuyas instalaciones sean independientes de
las correspondientes a servicios de alojamiento y centros
de entretenimiento, deberán permitir que los hoteles, cen-
tros de entretenimiento o cualquier otro prestador de servi-
cios que así lo requiera, anuncie e inclusive ofrezca sus
servicios en la zona de mayor tránsito de visitantes del ca-
sino, para lo cual arrendará espacios físicos adecuados,
conforme a las sanas prácticas comerciales de la plaza, a
precios de arrendamiento acordes a las mismas. La Comi-
sión aprobará las bases para determinar las bases de los
montos de dichos arrendamientos, de acuerdo a las condi-
ciones imperantes al efecto en la propia plaza. 

Artículo 26.- Para efectos de otorgar un permiso para la
instalación y operación de un casino, la Comisión deberá
solicitar y considerar, bajo juicio motivado, las opiniones
que al efecto emitan el o los gobiernos estatales y munici-
pales, o equivalentes, de las entidades federativas, munici-
pios o delegaciones del gobierno del Distrito Federal, en
que se pretendan ubicar el casino correspondiente. 

A su vez la Comisión otorgará los permisos para la instala-
ción y operación de casinos, solo en aquellas plazas en que
los municipios de las entidades federativas o las delegacio-
nes del Distrito Federal, manifiesten expresamente su
anuencia para ello, conforme al mejor beneficio de la co-

munidad, en los términos de las disposiciones legales y ad-
ministrativas que en cada caso correspondan, debiendo re-
mitir tal opinión a la Comisión Nacional de Juegos con
Apuestas y Sorteos para que proceda en consecuencia. 

Artículo 27.- Quienes sean titulares de un permiso para la
operación de casinos, deberán cumplir además de los re-
quisitos establecidos en los artículos 72 y 73 de la presen-
te Ley, los siguientes: 

I.- Ser sociedades mercantiles debidamente constituidas
conforme a las leyes de los Estados Unidos mexicanos; 

II.- Obtener en su caso, de los gobiernos estatales, munici-
pales, del Distrito Federal y sus demarcaciones territoria-
les, las autorizaciones correspondientes a sus respectivos
ámbitos de competencia; 

III.- Precisar específica y detalladamente el origen de las
inversiones que realicen para asegurar su estricto apego la
ley; 

IV.- Comprobar solvencia económica mediante dictamen
de contador público certificado; 

V.- En el caso de que los presuntos socios o accionistas del
presunto permisionario sean a su vez personas morales, de-
berán acreditar su solvencia económica y detallar las ca-
racterísticas y especificaciones financieras y corporativas
de los socios que sean a su vez titulares del diez por ciento
o más del capital de las mismas; 

VI.- Acreditar la experiencia y capacidad técnica en la ope-
ración y administración de casinos de la magnitud señala-
da en el artículo 21 de esta Ley de las personas morales co-
rrespondientes y de las personas físicas que se pretenda
desarrollen actividades inherentes en los primeros tres ni-
veles jerárquicos de decisión y operación de la sociedad
correspondiente, así como de aquellas personas que las
obliguen con su firma. 

En el caso de que en el capital de las personas morales a
que se refiere el párrafo anterior, participen directa o indi-
rectamente, personas físicas o morales de origen extranje-
ro que operen, administren o participen en la administra-
ción de casinos o establecimientos equivalentes en otros
países, deberán comprobar que en sus países de origen y en
aquellos en que operen, están legalmente autorizados y que
la legislación y la regulación administrativa a que se suje-
ten, establecen como mínimo, principios semejantes o
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equivalentes a los previstos sobre casinos en esta Ley y las
disposiciones administrativas que de ella emanen. 

VII.- Exhibir los documentos que acrediten que el solici-
tante contará con la legal propiedad o posesión del inmue-
ble en el que se vaya a instalar el casino y sus instalaciones
complementarias y accesorias, al menos durante la vigen-
cia del permiso solicitado.

Artículo 28.- Las sociedades mercantiles que reciban de la
Comisión permisos para instalar y operar casinos, deberán
presentar a la misma, sus estados financieros trimestrales y
anuales y los demás informes que les requiera, en la forma
y términos que se establezcan en el reglamento de esta Ley. 

De igual maneras dichas sociedades deberán remitir a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público ó a la autoridad
que ésta determine, por conducto de la Comisión, informes
y reportes sobre ingresos, egresos, apuestas y premios del
casino relevantes e inusuales tendientes a detectar y preve-
nir en esos establecimientos actos u operaciones que pue-
dan ubicarse en los supuestos del artículo 400 bis del Có-
digo Penal Federal, en la forma, términos y condiciones y
con la periodicidad que ambas autoridades determinen,
mediante disposiciones de carácter general. 

CAPÍTULO IV 
CASINOS EN FERIAS 

Arts. (29-33) 

Artículo 29.- La Comisión, atendiendo a la opinión favo-
rable de las autoridades municipales que correspondan, po-
drá otorgar permisos para la instalación de casinos en ferias
nacionales, regionales o locales, que se celebren periódica-
mente para promover el turismo y el desarrollo económico.
Para que la Comisión, a través de la autoridad municipal
correspondiente otorgue el permiso respectivo, deberá de
suscribir los convenios de colaboración a los que se refiere
el artículo 127 de este ordenamiento. 

Artículo 30.- Las personas físicas o morales de nacionali-
dad mexicana, podrán solicitar autorización para instalar,
operar y explotar casinos en las ferias a que se refiere el ar-
tículo anterior, para lo cual deberán cumplir en lo condu-
cente, con las disposiciones del Capítulo Primero del Títu-
lo Quinto de la presente Ley. Cuando haya más de un
interesado en instalar, operar y explotar un casino, la Co-
misión otorgará el permiso respectivo mediante licitación

que se sujetará, en lo conducente, a los procedimientos es-
tablecidos en la presente Ley y su Reglamento. 

Los permisos se otorgarán por el tiempo que dure la feria
respectiva, pero el permiso nunca excederá de treinta días
naturales. 

Artículo 31.- La Comisión deberá supervisar en todo mo-
mento que los permisionarios cumplan con los estándares
de calidad, control y seguridad que se establezcan en el
permiso respectivo, teniendo facultad para suspender e in-
cluso revocar el permiso en los términos de la presente Ley
y su Reglamento. 

Artículo 32.- En los casinos en ferias solamente se autori-
zarán los juegos con apuestas previstos en los incisos I al
IV y VI del artículo 12 de esta Ley. 

Artículo 33.- Para la organización de sorteos así como el
cruce de apuestas en carreras de caballos en carriles y en
peleas de gallos que se realicen en ferias, los permisiona-
rios deberán solicitar el permiso respectivo conforme a las
disposiciones de esta Ley, atendiendo en todo caso a lo dis-
puesto en el artículo 130 de este ordenamiento. 

CAPÍTULO V 
CASINOS EN CRUCEROS 

Arts. (34-36) 

Artículo 34.- Las embarcaciones de las líneas navieras tu-
rísticas que surquen el mar territorial podrán operar casinos
de conformidad con lo establecido en esta Ley. 

Artículo 35.- Requieren permiso de la Comisión para ope-
rar casinos abordo, los cruceros señalados en el artículo an-
terior, siempre que cumplan con la normatividad interna-
cional en la materia y que sea reconocida por la Comisión,
que el casino sea un servicio adicional para uso exclusivo
de sus pasajeros y que las embarcaciones no permanezcan
surtas o atracadas por un tiempo mayor de quince días. 

Artículo 36.- La instalación y operación de casinos en em-
barcaciones distintas a las mencionadas en este capítulo, se
sujetará, en lo conducente, a las disposiciones establecidas
en el Capítulo III de esta misma SECCION PRIMERA y
demás aplicables de la presente Ley. 
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CAPÍTULO VI 
SALAS DE JUEGOS DE NÚMEROS, 

SÍMBOLOS O IMAGENES 

Arts. (37-41) 

Artículo 37- Juegos de números son las actividades desa-
rrolladas en un establecimiento abierto al público que
cuenta con permiso otorgado por la Comisión para celebrar
juegos con apuestas consistentes en el sorteo de diferentes
números, símbolos ó imágenes, en un orden determinado
por el azar, en el cual los jugadores participan a través de
la compra de una dotación de algunos de dichos números o
símbolos, donde resulta ganador aquél o aquellos jugado-
res que cumplen o completan la secuencia de los números
o símbolos sorteados. 

Artículo 38.- Las personas morales que pretendan obtener
permiso para operar salas de juegos de números, símbolos
ó imágenes deberán cumplir, en lo conducente, con los re-
quisitos establecidos en el CAPITULO II de la SECCION
SEGUNDA del TITULO SEGUNDO de la presente Ley. 

Artículo 39.- Los juegos de números, símbolos ó imáge-
nes, serán instalados de conformidad con el permiso que al
efecto otorgue la Comisión y los establecimientos corres-
pondientes deberán cumplir con los requerimientos exigi-
dos en el CAPITULO I de la SECCION SEGUNDA de
esta Ley. 

Artículo 40.- Los permisionarios de salas de juegos de nú-
meros, símbolos ó imágenes deberán entregar a la Comi-
sión informes financieros trimestrales, así como anualmen-
te sus estados financieros auditados y dictaminados.
Además, la Comisión tendrá en todo momento acceso a la
información financiera del permisionario con el propósito
de supervisar los datos completos sobre su operación. 

Artículo 41.- Las salas de juegos de números, símbolos ó
imágenes, no podrán otorgar crédito a los usuarios. 

CAPÍTULO VII 
CENTROS DE APUESTAS REMOTAS. 

Arts. (42-44) 

Artículo 42.- Centro de apuestas remotas, es el estableci-
miento abierto al público que cuenta con permiso otorgado
por la Comisión para realizar o cruzar apuestas sobre los

juegos con apuestas previstos en fracción VII del artículo
12 de la presente Ley cuya imagen, sonido o ambos sean
recibidos en tiempo real, por cable, vía satélite o por cual-
quier otro medio. Dentro de los centros de apuestas remo-
tas pueden autorizarse recintos específicos para la celebra-
ción de juegos de números y de máquinas tragamonedas
conforme a lo establecido en el CAPITULO II de la SEC-
CION PRIMERA del TITULO SEGUNDO de esta Ley. 

Artículo 43.- Los centros de apuestas remotas serán insta-
lados de conformidad con las disposiciones de esta Ley y
su Reglamento y en los términos del permiso que al efecto
otorgue la Comisión. 

Artículo 44.- Los personas morales que pretendan obtener
permiso para operar centros de apuestas remotas deberán
cumplir, en lo conducente, con los requisitos establecidos
en el CAPITULO II de la SECCION SEGUNDA del TI-
TULO SEGUNDO de la presente Ley. 

CAPÍTULO VIII 
APUESTAS EN CARRERAS DE CABALLOS 

Arts. (45-50) 

Artículo 45.- Para los efectos de esta Ley carrera de caba-
llos es la competencia de velocidad entre dos o más equi-
nos, donde se pretende que recorran una distancia específi-
ca en un escenario determinado y al ganador se le otorga un
premio. 

Artículo 46.- Hipódromo es el establecimiento regulado
por la Comisión Nacional de Carreras de Caballos y de
Galgos donde se llevan a cabo carreras de caballos con cru-
ce de apuestas. 

Excepto por lo relativo al cruce de apuestas que regula la
presente Ley, las competencias que se realicen en hipódro-
mos y carriles se regularán de conformidad con las dispo-
siciones establecidas por la Comisión Nacional de Carreras
de Caballos y de Galgos o los ordenamientos que sean
aplicables. 

Artículo 47.- Para los hipódromos se aplicarán, en lo con-
ducente, las disposiciones establecidas en los CAPITU-
LOS I a III de la SECCION SEGUNDA del TITULO SE-
GUNDO de la presente Ley para efectos del la instalación
y operación de los establecimientos correspondientes y del
otorgamiento del permiso respectivo y control del cruce de
apuestas. 
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Artículo 48.- Los carriles o tastes son aquellos espacios
para realizar carreras de caballos en su modalidad de “pa-
rejeras” debidamente certificados por la Comisión Nacio-
nal de Carreras de Caballos y de Galgos, en las que se cru-
cen apuestas. Los permisos respectivos se otorgarán de
manera temporal que no podrán exceder de quince días na-
turales y deberán cumplir con los requisitos establecidos en
la presente Ley y su Reglamento, para efectos del otorga-
miento del permiso y control del cruce de apuestas. 

Artículo 49.- Los organizadores de carreras de caballos
con cruce de apuestas que se lleven a cabo en escenarios
distintos a un hipódromo deberán: 

I.- Ser personas físicas de nacionalidad mexicana o perso-
nas morales debidamente constituidas conforme a las leyes
de los Estados Unidos Mexicanos; 

II.- Exhibir el permiso correspondiente en el lugar en el
que se realicen las carreras; 

III.- Asegurar que las carreras se desarrollen de conformi-
dad con el permiso otorgado y la publicidad que de las mis-
mas se haya difundido al público; 

IV.- Remitir a la Comisión, con un mínimo de diez días há-
biles de anticipación, el programa de las carreras que se re-
alizarán; 

V.- Obtener de los gobiernos estatales, del Distrito Federal,
municipales o delegacionales, en su caso, las autorizacio-
nes correspondientes de acuerdo a sus respectivos ámbitos
de competencia; 

VI.- Exhibir los documentos que acrediten la legal propie-
dad, uso o posesión del lugar en donde se vaya a realizar la
carrera respectiva; y 

VII.- Las demás que establezca la Ley, su Reglamento y las
disposiciones aplicables de la Comisión Nacional de Ca-
rreras de Caballos y de Galgos.

Artículo 50.- Los permisionarios de carriles deberán im-
plementar las medidas adecuadas para garantizar la seguri-
dad de los participantes y público en general, de conformi-
dad con las disposiciones de esta Ley y su Reglamento. 

El cruce de apuestas en carreras de caballos con modalida-
des distintas a las establecidas en el presente Capítulo, de-

berá ser autorizado por la Comisión en los términos de la
presente Ley y su Reglamento. 

CAPÍTULO IX 
APUESTAS EN CARRERAS DE GALGOS 

Arts. (51-53) 

Artículo 51.- Para los efectos de esta Ley, carrera de gal-
gos es la competencia de velocidad entre dos o más galgos,
en una distancia y escenario determinados. 

Excepto por lo relativo al cruce de apuestas que regula la
presente Ley, las competencias que se realicen en galgó-
dromos se regularán de conformidad con las disposiciones
establecidas por la Comisión Nacional de Carreras de Ca-
ballos y de Galgos. 

Artículo 52.- Galgódromo es el establecimiento autoriza-
do por la Comisión Nacional de Carreras de Caballos y de
Galgos donde se llevan a cabo carreras de galgos, en el que
los espectadores cruzan apuestas. 

Artículo 53.- Para las carreras de galgos se aplicarán, en lo
conducente, las disposiciones de los CAPITULOS I a III
de la SECCION SEGUNDA del TITULO SEGUNDO de
la presente Ley para efectos del la instalación y operación
de los establecimientos correspondientes y del otorgamien-
to del permiso respectivo y control del cruce de apuestas. 

CAPÍTULO X 
PELEAS DE GALLOS 

Arts. (54-60) 

Artículo 54.- Pelea de gallos es la contienda entre dos ga-
llos de pelea, en la que se busca establecer la superioridad
de uno de los contrincantes sobre el otro, de conformidad
con las modalidades y reglas previamente establecidas por
el permisionario y autorizadas en el permiso respectivo y
en las disposiciones del Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 55.- Palenque es el establecimiento donde se lle-
van a cabo peleas de gallos con cruce de apuestas. 

Artículo 56.- Los palenques deberán contar con las insta-
laciones necesarias a la realización de peleas de gallos. 

Artículo 57.- Los permisos para la instalación de palen-
ques podrán ser permanentes o temporales en ferias, caso
éste en que no podrán exceder de treinta días naturales. 
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Artículo 58.- Los permisionarios deberán implementar las
medidas adecuadas para garantizar la seguridad de los par-
ticipantes y espectadores, debiendo cumplir con las dispo-
siciones de la Ley, su Reglamento y las demás que esta-
blezca la Comisión.

Artículo 59.- Para las peleas de gallos se aplicarán, en lo
conducente, las disposiciones de los CAPITULOS I a III
de la SECCION SEGUNDA del TITULO SEGUNDO de
la presente Ley para efectos del la instalación y operación
de los establecimientos correspondientes y del otorgamien-
to del permiso respectivo y control del cruce de apuestas. 

Artículo 60.- Los organizadores de un palenque que cuen-
ten con un permiso temporal, deberán, en lo conducente,
cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 49
de la presente Ley. 

CAPÍTULO XI 
FRONTÓN, CESTA PUNTA O JAI ALAI 

Arts. (61-62) 

Artículo 61.- Los juegos regulados en este capítulo son
competencias que se practican en una cancha reglamenta-
ria por jugadores profesionales, en alguna de sus modali-
dades, ya sea con cesta o pala, cuyo permisionario cuenta
con autorización de la Comisión, para que los espectadores
puedan cruzar apuestas. 

Artículo 62.- Para los juegos regulados en este capítulo se
aplicarán, en lo conducente, las disposiciones establecidas
en los CAPITULOS I a III de la SECCION SEGUNDA del
TITULO SEGUNDO de la presente Ley para efectos del la
instalación y operación de los establecimientos correspon-
dientes y del otorgamiento del permiso respectivo y control
del cruce de apuestas. 

SECCION SEGUNDA 
DE LOS ESTABLECIMIENTOS, PERMISIONA-
RIOS, PERMISOS Y LICENCIAS DE TRABAJO 

CAPITULO I 
DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

Arts. (63-71) 

Artículo 63.- Para los efectos de la presente Ley se consi-
dera como establecimiento al local que cuente con un per-
miso vigente expedido por la Comisión para realizar los

juegos con apuestas que la misma regula, conforme a lo es-
tablecido en los CAPITULOS II y III de esta misma SEC-
CION. 

Artículo 64.- Los establecimientos autorizados para operar
como casinos a los que se refiere el Capitulo III la SEC-
CION PRIMERA del TITULO SEGUNDO de esta Ley
además de cumplir con las los requisitos de instalación y
operación señalados en dicho Capítulo y con las disposi-
ciones ahí establecidas, deberán observar lo preceptuado
en este Capítulo. 

Los establecimientos en que se realicen los juegos con
apuestas a que se refieren las fracciones VI, VII, VIII, IX,
X y XI, del artículo 12 de esta Ley, deberán cumplir con las
dimensiones ,especificaciones de construcción, acabados
,estándares calidad, instalaciones ,equipo, accesorios, y de-
más características que se establezcan en las normas ofi-
ciales mexicanas que con fundamento en esta Ley y en Ley
Federal de Metrología y Normalización emita la Secretaría
de Economía a propuesta de la Comisión. Dichas normas
deberán considerar, en aquellas instalaciones, equipo y de-
más características de construcción y operación, cuya na-
turaleza y finalidades sean semejantes a las de los casinos
a que se refiere el Capítulo III de la SECCION PRIMERA
este TITULO, los mismos requerimientos que se señalan
en el artículo 21 y demás directamente relacionados de
esta Ley. 

Así mismo, la Comisión solo otorgará los permisos señala-
dos a quienes demuestren que invertirán los recursos nece-
sarios para financiar por cuenta del permisionario corres-
pondiente todos los requerimientos de infraestructura
urbana, vial, de seguridad pública, de todo tipo de servicios
municipales y de supervisión oficial fiscal y financiera, en
términos de esta ley y su reglamento y cualesquier otro re-
querimiento necesario para la operación efectiva y compe-
titiva del casino solicitado, que establezca la Comisión, to-
mando en cuenta la opinión de las autoridades federales
competentes y las estatales y municipales de la plaza en
que se pretenda instalar el establecimiento de que se trate. 

Artículo 65.- En los establecimientos se podrán prestar
servicios complementarios tales como alojamiento, restau-
rante, bar, espectáculos, convenciones, centros deportivos,
tiendas comerciales y los demás que autorice la Comisión
y que cumplan con las disposiciones locales aplicables. 

Artículo 66.- Los establecimientos deberán cumplir con
las disposiciones aplicables en materia de uso de suelo,
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funcionamiento de establecimientos mercantiles y cons-
trucción, que establezcan las leyes y reglamentos de las en-
tidades federativas y municipales en donde se ubiquen. 

Artículo 67.- Los establecimientos deberán estar ubicados
exactamente en los lugares que la Comisión autorice para
su funcionamiento, procurando siempre que los accesos a
dichos establecimientos no se instalen a menos de doscien-
tos metros de los accesos a instituciones de educación se-
cundaria y preparatoria, y lugares de culto debidamente re-
gistrados ante la Secretaría de Gobernación. 

Artículo 68.- El acceso o permanencia a las áreas de jue-
gos con apuesta de los establecimientos, se restringe a las
siguientes personas: 

I.- En los establecimiento a los que se refieren los capítu-
los III, IV, V y VII de la SECCION PRIMERA del TITU-
LO SEGUNDO de la presente Ley, a menores de edad; en
los establecimientos a los que se refieren los capítulos VIII,
IX, X y XI de la SECCION PRIMERA del TITULO SE-
GUNDO de la presente Ley, a menores de edad que no es-
tén acompañados de un adulto, pero en todo caso, los me-
nores de edad no podrán participar en el cruce de apuestas. 

II.- Personas que se encuentren bajo la influencia de sus-
tancias prohibidas o en estado de ebriedad; 

III.- Personas que porten armas de cualquier tipo; 

IV.- Miembros de cuerpos policíacos o militares uniforma-
dos, salvo cuando sea necesario para el cumplimiento de
sus funciones públicas; 

V.- Las personas que con su conducta alteren o puedan al-
terar la tranquilidad o el orden en el establecimiento; 

VI.- Las personas que anteriormente hayan sido sorprendi-
das haciendo trampa; y 

VII.- Las personas que no cumplan con el Reglamento In-
terno del Establecimiento.

Con excepción de lo dispuesto en el presente artículo, para
el ingreso a los establecimientos, no podrá hacerse discri-
minación alguna. 

Artículo 69.- La Comisión está facultada para realizar re-
visiones periódicas a los establecimientos a fin de cercio-

rarse que se está dando debido cumplimiento a las disposi-
ciones legales y reglamentarias aplicables en la materia. 

Para tal efecto, podrán ordenarse las visitas de verificación
e inspección que la Comisión juzgue pertinentes, debiendo
observarse las disposiciones del Capítulo Decimoprimero,
del Título Tercero, de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo. Los permisionarios están obligados a permitir
a los representantes de la Comisión el acceso a sus instala-
ciones, así como otorgarles todas las facilidades para que
realicen la verificación en términos de esta Ley y su Re-
glamento. 

Artículo 70.- En los establecimientos siempre estarán pre-
sentes uno o varios representantes de la Comisión, quienes
se encargarán de vigilar y verificar la legalidad y correcta
celebración de los juegos con apuestas, de conformidad
con el permiso respectivo y con las disposiciones aplica-
bles de esta Ley y su Reglamento. 

Los representantes a que se refiere este artículo serán con-
tratados con cargo a los permisionarios y de acuerdo con
las disposiciones aplicables. El Reglamento establecerá el
procedimiento correspondiente a efecto de que en ningún
caso se realicen pagos directos del permisionario al servi-
dor público responsable de la vigilancia y verificación. Los
representantes de la Comisión no podrán permanecer en un
mismo establecimiento por más de quince días naturales. 

Artículo 71.- Los equipos destinados a juegos con apues-
tas que se utilicen en los establecimientos autorizados, re-
querirán de la aprobación previa y registro por parte de la
Comisión. Los criterios para su aprobación serán estableci-
dos en el Reglamento de la presente Ley. 

CAPITULO II 
DE LOS PERMISIONARIOS 

Arts. (72-74) 

Artículo 72.- Los permisionarios de los establecimientos
autorizados para realizar los juegos con apuestas a que se
refiere el TITULO SEGUNDO de esta Ley, deberán: 

I.- Ser personas morales debidamente constituidas confor-
me a las leyes de los Estados Unidos Mexicanos; 

II.- Obtener de los gobiernos estatales, locales, del Distrito
Federal y demarcaciones territoriales, las autorizaciones
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correspondientes a sus respectivos ámbitos de competen-
cia; 

III.- Precisar el origen de las inversiones que realicen para
asegurar su estricto apego a la ley; 

IV.- Comprobar solvencia económica mediante dictamen
expedido por auditor legalmente autorizado; y 

V.- Exhibir documentos que acrediten la legal propiedad
o posesión del inmueble en el que se vaya a instalar el ca-
sino.

Artículo 73.- Las solicitudes para obtener los permisos a
que se refiere el artículo anterior deberán incluir los si-
guientes elementos: 

I.- Los programas y compromisos de inversión, subrayan-
do la vocación en materia de desarrollo de cada sitio en
donde se proyecte instalar los establecimientos menciona-
dos, de modo que dichos programas y compromisos de in-
versión correspondan a las necesidades específicas identi-
ficadas por la Comisión en el municipio o demarcación
territorial de que se trate, así como que cumplan con la nor-
matividad en materia de impacto ambiental; 

II.- El plan general de negocios, incluyendo: 

a) La documentación para acreditar la legal propiedad o
posesión del inmueble donde se pretenda instalar el esta-
blecimiento que corresponda o bien la opción de obtener la
propiedad del inmueble si se gana la licitación; 

b) La información relativa a la generación de empleos y
programas de capacitación orientados a beneficiar prefe-
rentemente a los nacionales mexicanos; 

c) Los programas de seguridad del establecimiento en rela-
ción con las personas y las instalaciones; 

d) Estudios de mercado y financieros para instalar, operar
y explotar el establecimiento respectivo; 

e) Los programas de mercadotecnia para promover el tu-
rismo y el desarrollo regional, así como las propuestas es-
pecíficas para asegurar el mayor desarrollo de la infraes-
tructura básica y turística; 

f) Acreditar el origen lícito de los fondos que se van a in-
vertir de conformidad con las prácticas financieras aplica-
bles en el país; 

g) La posibilidad que el establecimiento pueda iniciar sus
operaciones en forma gradual conforme a un programa de
desarrollo y aplicación de inversiones; 

h) La información relativa al permisionario del estableci-
miento, el cual deberá ser de reconocida y probada expe-
riencia y solvencia económica y moral, en términos del Re-
glamento respectivo; y 

i) Los demás que se establezcan en el Reglamento que al
efecto se expida, para instrumentar la aplicación de los re-
quisitos anteriores; 

III.- Las especificaciones técnicas y operativas del estable-
cimiento, incluyendo la descripción de los juegos con
apuestas que se vayan a realizar; 

IV.- Las observaciones que, en su caso, realicen el munici-
pio o demarcación territorial de que se trate, incluyendo los
requerimientos de desarrollo vinculados con la instalación
del establecimiento, los cuales deberán ser satisfechos por
la propuesta técnica de los licitantes; 

V.- La presentación de un proyecto de reglamento interno
que autorregule y sancione la operación del establecimien-
to; 

VI.- Las medidas a adoptar por parte del permisionario,
que permitan contrarrestar los efectos secundarios del jue-
go en los usuarios y la comunidad en donde se pretenda
instalar el establecimiento 

VII.- En su caso, el periodo de vigencia del permiso solici-
tado; y 

VIII.- Las demás que establezca la Comisión de conformi-
dad con las disposiciones de esta Ley, su Reglamento y las
demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 74.- Las sociedades mercantiles a que se refiere el
artículo anterior deberán sujetarse a lo siguiente: 

I.- Acreditar, mediante escritura pública, su legal constitu-
ción, así como los poderes de su representante; 
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II.- El capital social mínimo fijo deberá estar totalmente
suscrito y pagado y su monto será tomado en consideración
por la Comisión a efecto de otorgar el permiso respectivo,
para lo cual analizará el tipo de establecimiento, la calidad
y clase de las instalaciones con que el mismo contará y, en
general, el monto de la inversión que se pretenda realizar; 

III.- Por lo menos el 50 por ciento del capital social de la
sociedad, deberá estar en manos de inversionistas mexica-
nos como se define en la Ley de Inversión Extranjera. 

IV.- El capital social podrá ser variable, pero la porción de
éste que represente el capital mínimo fijo no podrá ser me-
nor al monto establecido en el permiso respectivo, y debe-
rá actualizarse conforme a lo que establezca la Comisión; 

V.- Entregar a la Comisión, una relación de los accionistas
o tenedores de acciones que tengan, directa o indirecta-
mente, más del cinco por ciento del capital social de la li-
citante; 

VI.- La administración de la permisionaria, deberá sujetar-
se al código de mejores prácticas corporativas adoptado
por la Bolsa Mexicana de Valores para las sociedades que
coticen en bolsa o las reglas de gobierno corporativo que
en su caso lo sustituyan; y 

VII.- Cualquier transmisión de acciones que involucre más
del diez por ciento de las acciones representativas del capi-
tal social, en uno o más actos, sea del mínimo o del varia-
ble, requerirá necesariamente la previa autorización por es-
crito de la Comisión a efecto de que sean tomadas las
medidas pertinentes, incluidas la revocación o suspensión
del permiso respectivo.

CAPÍTULO III 
DE LOS PERMISOS 

Arts. (75-79) 

Artículo 75.- Los permisos que conforme a lo dispuesto en
el presente TITULO de esta Ley otorgue la Comisión ten-
drán una vigencia de 30 años, renovables por períodos
iguales y deberán contener lo siguiente: 

I.- La fundamentación y motivación de su otorgamiento; 

II.- La razón social y domicilio del permisionario; 

III.- El domicilio en el que se autoriza la instalación del es-
tablecimiento; 

IV.- La descripción de las actividades reguladas por la pre-
sente Ley, que hayan sido autorizadas; 

V.- El número de mesas de juego y de máquinas tragamo-
nedas autorizadas; 

VI.- El número de los empleados encargados o responsa-
bles de la operación, vigilancia, administración y manteni-
miento del establecimiento, en el que se beneficie prefe-
rentemente a los trabajadores mexicanos; 

VII.- Los derechos y obligaciones del permisionario, que
incluirán los aprovechamientos que deba pagar de confor-
midad con esta Ley; 

VIII.- El período de vigencia del permiso; 

IX.- El monto de la garantía que deberá otorgar el permi-
sionario; cuyo monto deberá ser actualizado cada año; 

X.- Las causas de revocación del permiso, las cuales se de-
terminarán en los términos de la presente Ley y su Regla-
mento; y 

XI.- Los demás elementos que se deriven de esta Ley y su
Reglamento, para su cabal cumplimiento.

Artículo 76.- Dentro de los sesenta días naturales siguien-
tes a la fecha de la expedición formal del permiso, el per-
misionario deberá someter a la autorización de la Comisión
los sistemas de control interno del establecimiento de que
se trate, así como su reglamento interno, en los cuales se
incluirán, entre otras cosas, y de conformidad con lo que
establezca el Reglamento de esta Ley que al efecto se ex-
pida, las reglas a que se sujetarán los juegos con apuestas o
sorteos que se lleven a cabo y los propios sistemas de con-
trol interno del establecimiento. 

Una vez aprobados los sistemas de control interno del es-
tablecimiento y su reglamento interno, el permisionario no
podrá modificarlos a menos que cuente con la autorización
previa y por escrito de la Comisión. 

El permisionario estará obligado a distribuir en forma gra-
tuita una síntesis de su reglamento interno debidamente ac-
tualizado, a quien así se lo solicite, dentro del estableci-
miento. Dicha síntesis deberá redactarse en español, inglés
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y francés. Asimismo, en los lugares más visibles del esta-
blecimiento, deberán exhibirse, copia del permiso que
acredite el legal funcionamiento del establecimiento, las
reglas de los juegos con apuestas que se realicen, mismas
que deberán redactarse en los tres idiomas señalados. 

Artículo 77.- Podrá autorizarse la cesión total de los dere-
chos y obligaciones derivados de un permiso, siempre y
cuando se cumplan las siguientes condiciones: 

I.- Que el cedente haya cumplido con todas las obligacio-
nes existentes a su cargo; y 

II.- Que el cesionario reúna, a satisfacción de la Comisión,
los mismos requisitos que se tuvieron en cuenta inicial-
mente para el otorgamiento del permiso respectivo.

No se autorizará la cesión de derechos a que este precepto
se refiera, durante los primeros tres años de operación del
casino o establecimiento respectivo. 

Artículo 78.- Los permisos terminarán: 

I.- Por el vencimiento del plazo establecido o de las pró-
rrogas que en su caso se hubiesen otorgado; 

II.- Por la renuncia del permisionario; 

III.- Por revocación; 

IV.- En el caso de personas físicas, además, por muerte o
interdicción del permisionario; y 

V.- Por la liquidación del permisionario.

La terminación del permiso no exime al permisionario del
cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones con-
traídas durante la vigencia del mismo, para lo cual consti-
tuirá la garantía correspondiente. 

Artículo 79.- La revocación del permiso será declarada
administrativamente por la Comisión, de conformidad con
las disposiciones aplicables de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo. 

CAPÍTULO IV 
DE LAS LICENCIAS DE TRABAJO 

Arts. (80-87) 

Artículo 80.- Con el propósito de garantizar la seguridad
de los usuarios y asistentes a los establecimientos, así co-
mo prevenir la comisión de conductas ilícitas dentro de los
mismos, se mantendrá un registro de las personas emplea-
das por los permisionarios. Para que una persona física
pueda prestar sus servicios en un establecimiento, requeri-
rá de una licencia de trabajo otorgada por la Comisión, en
la que se certifique que dicha persona cuenta con la capa-
cidad suficiente para desarrollar cualquiera de las activida-
des reguladas por la presente Ley y su Reglamento. El Re-
glamento de esta Ley establecerá el catálogo de puestos y
funciones que, en su caso, serán sujetos de la obtención de
una licencia de trabajo. 

Artículo 81.- Para otorgar una licencia de trabajo, la Co-
misión practicará los exámenes y pruebas necesarios a
efecto de certificar que el solicitante cuenta con la capaci-
dad necesaria para desarrollar la actividad respecto de la
cual solicita su licencia, que corresponda a cualquiera de
las reguladas por la presente Ley y su Reglamento. 

La Comisión procurará que, en igualdad de circunstancias,
los titulares de las licencias de trabajo sean de nacionalidad
mexicana. 

Artículo 82.- Para obtener una licencia de trabajo es nece-
sario que el solicitante cumpla los siguientes requisitos: 

I.- Ser mayor de 18 años; 

II.- Acreditar su nacionalidad mexicana o su legal estancia
en el país; 

III.- No haber sido condenado por delito doloso; 

IV.- Acreditar ante la Comisión que cuenta con los conoci-
mientos para realizar la actividad pretendida; 

V.- Acompañar una petición por parte del establecimiento
que pretenda contratarlo; 

VI.- Cubrir los derechos correspondientes por la expedición
de la licencia de trabajo los cuales deberán ser cubiertos por
el permisionario que pretenda contratar al solicitante; 
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VII.- Manifestar su adhesión irrestricta al código de ética
del establecimiento en que pretenda prestar sus servicios; y 

VIII.- Los demás que determine el Reglamento que al efec-
to se expida.

Artículo 83.- Las licencias de trabajo tendrán la duración
que fije el Reglamento de la Ley, siendo posible su reno-
vación previo cumplimiento de los requisitos establecidos
en el mismo. 

Artículo 84.- Las licencias de trabajo deberán contener co-
mo mínimo, los siguientes datos: 

I.- Nombre, nacionalidad, domicilio y fotografía del solici-
tante; 

II.- Nombre y domicilio del permisionario que realizó la
petición y establecimiento donde prestará los servicios; 

III.- Descripción de las actividades autorizadas; y, 

IV.- Los demás que se establezcan en la Ley y su Regla-
mento.

Las licencias de trabajo serán intransferibles por su propia
naturaleza. 

Artículo 85.- Los permisionarios tienen la obligación de
informar a la Comisión el inicio de actividades del trabaja-
dor al que se le haya otorgado una licencia, así como cuan-
do éste ha dejado de prestar sus servicios, indicando las
causas que lo motivaron. 

Artículo 86.- Las licencias de trabajo terminarán: 

I.- Por el vencimiento del plazo o prórroga establecido; 

II.- Por revocación; y 

III.- Por incapacidad permanente, interdicción o muerte del
titular.

Artículo 87.- Las licencias de trabajo podrán ser revocadas
cuando su titular incumpla cualquiera de las obligaciones
establecidas a su cargo en la Ley y su Reglamento. 

La revocación de la licencia de trabajo será declarada ad-
ministrativamente por la Comisión, de conformidad con las

disposiciones aplicables de la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo. 

TÍTULO TERCERO 
DE LOS SORTEOS 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES EN MATERIA 

DE SORTEOS 

Arts. (88-90) 

Artículo 88.- Sorteo es la actividad en la que los partici-
pantes, mediante la selección previa de un número, combi-
nación de números o cualquier otro símbolo, obtienen el
derecho a participar, ya sea de manera gratuita o mediante
un pago, en la obtención de un premio, en el supuesto de
que el número, números o símbolos hayan sido selecciona-
dos al azar mediante un procedimiento previamente estipu-
lado para determinar a uno o varios ganadores. 

Artículo 89.- En todos los sorteos se deberá asegurar la
imparcialidad e igualdad de condiciones para todos los nú-
meros o símbolos participantes. Asimismo, los permisio-
narios deberán de constituir la garantía que la Comisión fi-
je de conformidad con en el Reglamento, atendiendo la
naturaleza del sorteo y el valor de los premios correspon-
dientes, por un monto suficiente para garantizar el pago de
los premios. 

Artículo 90.- La Comisión establecerá los procedimientos
administrativos encaminados a prevenir prácticas ilegales
o delitos vinculados con operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita con motivo de la organización los sorteos. 

CAPITULO II 
DE LOS BOLETOS 

Arts. (91-93) 

Artículo 91.- Los boletos de los sorteos serán nominativos.
El permisionario que organice algún sorteo deberá incluir
en todos los boletos el número del permiso expedido a su
favor. 

Artículo 92.- El boleto o comprobante ganadores no deben
presentar enmendaduras, raspaduras o alteraciones que im-
pidan conocer su número o el nombre de su titular, en caso
contrario el poseedor no tendrá derecho a reclamar el pre-
mio respectivo. 
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Artículo 93.- En caso de destrucción, robo o extravío del o
de los boletos el permisionario o el comprador, en su caso,
tendrá la obligación de hacer del conocimiento de la Co-
misión tal circunstancia, la que estará facultada para fijar la
mecánica que se seguirá para solucionar dicha eventuali-
dad, de conformidad con lo establecido en el Reglamento
de esta Ley. 

CAPITULO III 
DE LOS PERMISIONARIOS Y LOS PERMISOS 

Arts. (94-97) 

Artículo 94.- En términos de lo establecido en el CAPÍ-
TULO CUARTO DEL TÍTULO CUARTO, la Comisión
podrá otorgar permiso para la realización de sorteos única-
mente a: 

I.- Personas físicas con actividades mercantiles debida-
mente acreditadas; 

II.- Personas morales legalmente constituidas conforme a
las leyes de los Estados Unidos Mexicanos, que realicen
una actividad comercial con fines promocionales o que im-
plementen sistemas de comercialización y ventas, siempre
y cuando tengan una vigencia determinada; 

III.- Instituciones de beneficencia pública o privada regis-
tradas ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

IV.- Instituciones culturales, educativas o de investigación; 

V.- Asociaciones religiosas debidamente registradas en la
Secretaría de Gobernación de conformidad con la ley de la
materia; y 

VI.- Partidos políticos o agrupaciones políticas cuando
tengan la finalidad de allegarse fondos como forma de au-
tofinanciamiento, siempre y cuando se ajusten a las dispo-
siciones de esta Ley y acrediten su personalidad en los tér-
minos de la legislación electoral aplicable.

Los permisos para la organización de sorteos serán intrans-
feribles en virtud de su propia naturaleza. 

Artículo 95.- No se autorizarán sorteos en los que se pro-
mueva el consumo de: 

I.- Tabaco; 

II.- Bebidas alcohólicas; 

III.- Medicamentos; y 

IV.- Productos o artículos que atenten contra la salud, la
moral y las buenas costumbres.

Artículo 96.- Queda estrictamente prohibida la participa-
ción en el sorteo de todas aquellas personas que por sí mis-
mas o por interpósita persona intervengan en la etapa rela-
tiva al procedimiento para determinar los números
premiados, así como de los directivos, de los socios del
permisionario y de los servidores públicos de la Comisión.
Asimismo, queda prohibida la donación de boletos a cual-
quier persona por parte de los organizadores del sorteo. En
dichos casos, los boletos agraciados se considerarán como
boletos no vendidos con excepción de los sorteos que se rea-
licen con el propósito de promoción comercial. 

Artículo 97.- Procede la revocación de un permiso para la
realización de sorteos en los supuestos siguientes: 

I.- Incumplimiento de las obligaciones y condiciones que
se establezcan en el permiso; 

II.- Haber transmitido o pretender transmitir el permiso; 

III.- Modificar o alterar las bases y condiciones del sorteo,
sin contar para ello con la autorización previa de la Comi-
sión; 

IV.- Cuando sin causa justificada el sorteo no se realice en
la fecha y hora autorizadas; 

V.- Cuando se emitan más boletos de la cantidad autorizada; 

VI.- Cuando antes de efectuarse el sorteo se acredite que
alguno o algunos de los premios no cumplen con las espe-
cificaciones mínimas precisadas en la solicitud y el permi-
so correspondientes; 

VII.- Cuando se constate que en un sorteo anterior el per-
misionario haya desviado recursos económicos que formen
parte del remanente del sorteo para un fin diverso del auto-
rizado o que haya efectuado violaciones a las disposiciones
de esta Ley o de su Reglamento; 

VIII.- Cuando el permisionario entre en estado de quiebra,
concurso mercantil, insolvencia o disolución, previa decla-
ración judicial; 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 29 de abril de 2004583



IX.- Cuando se impida la presencia de los interventores y
auditores en los momentos de realizarse el sorteo y en los
eventos de entrega de premios, así como de los auditores
cuando verifiquen el destino de los remanentes; 

X.- Cuando el permisionario viole normas de esta Ley, su
Reglamento o otras disposiciones aplicables; y 

XI.- Cuando existan causas análogas a las anteriores y que
a juicio de la Comisión impidan la realización del sorteo.

Al dictar la revocación la Comisión acordará las medidas
procedentes para que el permisionario devuelva el importe
de los boletos vendidos a los compradores de los mismos.
La revocación se notificará personalmente al permisionario
o a su representante legal y se publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación, con la finalidad de proteger al pú-
blico. 

CAPITULO IV 
DE LA REALIZACIÓN DE LOS SORTEOS 

Arts. (98-100) 

Artículo 98.- Los sorteos deberán verificarse en un lugar
en el que se permita el libre acceso al público. En las bases
respectivas se deberán señalar en forma clara e indubitable,
el lugar, fecha y hora en que se llevará a cabo el sorteo, así
como las reglas a que el mismo se sujetará. 

Artículo 99.- En el momento en que se lleve a cabo el sor-
teo deberá estar presente al menos un interventor autoriza-
do para tal fin por la Comisión, quien deberá vigilar que el
mismo se realice de conformidad con las disposiciones
aplicables y el permiso respectivo. 

Artículo 100.- Los resultados del sorteo deberán publicar-
se, con cargo al permisionario, dentro de los seis días natu-
rales siguientes a su realización, en dos de los periódicos
de mayor circulación de la localidad. Cuando se trate de
eventos de cobertura nacional dicha publicación deberá ha-
cerse en dos de los periódicos de mayor circulación en el
país. La publicación correspondiente dará a conocer el nú-
mero del boleto y/o el nombre de la persona ganadora, el
premio, así como el número del permiso correspondiente,
los requisitos y el lugar y la fecha en que los ganadores po-
drán reclamar los premios. 

CAPITULO V 
DE LOS PREMIOS 

Arts. (101-108) 

Artículo 101.- Los premios serán entregados de conformi-
dad con lo establecido en esta Ley, su Reglamento y las ba-
ses del sorteo establecidas en el permiso correspondiente. 

Artículo 102.- En los sorteos participarán todos aquellos
boletos que hayan sido expresamente autorizados para su
venta y que hayan sido efectivamente vendidos por el per-
misionario, conforme a lo establecido en esta Ley, su Re-
glamento y el permiso respectivo. 

En el caso de que un boleto no vendido resultara ganador
de alguno de los premios, éste se volverá a rifar en el acto
mismo del sorteo o, en su caso, en un evento posterior, de
conformidad con lo que para tal efecto establezca el Re-
glamento de esta Ley. 

Para el caso de que el boleto ganador de un premio no pu-
diera identificarse como vendido al momento de la cele-
bración del sorteo, se considerará como vendido y quedará
sujeto el caso a una investigación que efectuará la Comi-
sión con la coadyuvancia del permisionario. En caso de
que la autoridad compruebe que efectivamente el boleto en
cuestión fue vendido, el permisionario deberá entregar el
premio al titular de dicho boleto o, en caso contrario, el
premio será considerado como no reclamado. 

En el caso de los sorteos realizados con fines de promoción
comercial, se aplicarán las reglas establecidas en el presen-
te artículo. 

Artículo 103.- La entrega o pago de los premios, según sea
el caso, deberá efectuarse contra la presentación y entrega
material del boleto o comprobante ganador. 

Artículo 104.- El o los premios que otorgue cada sorteo
podrán ser en efectivo o en especie y el participante pre-
miado no deberá efectuar desembolso alguno para recibir
el premio al que se haya hecho acreedor. Cuando el premio
consista en un bien inmueble, bien mueble valioso, viaje,
objeto de arte o animal de alto registro de raza, se permiti -
rá que como premio accesorio se ofrezca una cantidad de
dinero en efectivo o en Bonos del Ahorro Nacional, para
efectos de pago del traslado de dominio, transportación,
conservación o manutención, según sea el caso. 
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Artículo 105.- Para que un sorteo con venta de boletos sea
autorizado por la Comisión, se requerirá que se otorguen
premios cuando menos por el treinta por ciento del valor de
la emisión total de aquellos considerando todos los costos
y gastos a que se refiere el artículo anterior. En las promo-
ciones comerciales, el porcentaje será determinado por la
Comisión de acuerdo a lo que establezca el Reglamento de
esta Ley. 

Artículo 106.- Los premios incentivos y estímulos que se
otorguen en forma específica a los colaboradores del sorteo
para incentivar su participación, podrán ser parte del por-
centaje referido en el artículo anterior. Dichos premios po-
drán ser en efectivo, de la misma índole que los premios
del sorteo, pero en ningún caso podrán ser superiores al
cinco por ciento del valor de la emisión. Se entiende por
colaborador a la persona física o moral que participa en la
colocación o venta de los boletos del sorteo. 

Artículo 107.- El titular del boleto premiado contará con
treinta días hábiles para reclamar su premio. Una vez cum-
plido dicho término, dentro de los cinco días hábiles si-
guientes, el permisionario deberá entregar los premios no
reclamados a la Comisión la que los aplicará en los térmi-
nos señalados por esta Ley. 

Artículo 108.- El Reglamento de esta Ley regulará las di-
ferentes situaciones que pueden presentarse a lo largo de
todo el proceso del sorteo. 

CAPITULO VI 
DE LOS SORTEOS EN CONCURSOS 

Arts. (109-110) 

Artículo 109.- En los concursos de habilidad, destreza y/o
conocimientos que se difundan a través de los medios de
radiodifusión; medios impresos, o red de telecomunicacio-
nes en los que en alguna de sus fases intervenga el azar y
que puedan o no tener un costo de acceso para los partici-
pantes, exclusivamente esa parte, se considerara sorteo. Su
autorización y vigilancia estarán sujetas a lo establecido en
la presente Ley y su Reglamento. 

Lo concerniente al concurso, por lo que hace a los medios de
radiodifusión se atenderá a lo dispuesto en la Ley Federal de
Radio y Televisión y su Reglamento, siendo la autoridad
competente para su autorización la Dirección General de Ra-
dio, Televisión y Cinematografía, de la Secretaría de Gober-
nación, la que se coordinará con la Comisión. 

Artículo 110.- Se consideran sorteos y por tanto una mo-
dalidad regulada por esta Ley y demás disposiciones que se
derivan de la misma, los sorteos instantáneos en los que el
participante adquiere un boleto, sea mediante un pago o
como resultado de una promoción comercial, del cual des-
conozca el número o símbolo con el cual participa y que, al
descubrirlo, simultáneamente conozca el resultado. 

En el caso de los sorteos a los que se refiere el presente ar-
tículo, los permisionarios deberán publicar resultados par-
ciales con la periodicidad que se establezca en el permiso
respectivo, por lo menos en uno de los periódicos de ma-
yor circulación en la localidad. Cuando se trate de eventos
de cobertura nacional, dicha publicación deberá hacerse en
por lo menos uno de los periódicos de mayor circulación en
el país. 

TÍTULO CUARTO 
DE LAS AUTORIDADES EN MATERIA DE 

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS 

CAPÍTULO I 
AUTORIDADES EN LA MATERIA 

Art. (111) 

Artículo 111.- Corresponde a la Secretaría de Gobernación
la supervisión, vigilancia, control y regulación de los jue-
gos con apuestas y sorteos a que esta Ley se refiere. La Se-
cretaría ejercerá tales atribuciones por conducto de la Co-
misión Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos. 

CAPÍTULO II 
DE LA COMISIÓN FEDERAL DE JUEGOS CON

APUESTAS Y SORTEOS 

Arts. (112-120) 

Artículo 112.- La Comisión es un órgano administrativo
desconcentrado de la Secretaría, dotado de autonomía téc-
nica y operativa, así como de facultades ejecutivas, con
competencia funcional propia en los términos de la presen-
te Ley, que tiene a su cargo la formulación y conducción de
las políticas y programas relativos a la realización, desa-
rrollo y operación de los juegos con apuestas y sorteos, así
como la supervisión, vigilancia, control y regulación de las
actividades y establecimientos objeto de esta Ley en mate-
ria de juegos con apuestas y sorteos. 
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Artículo 113.- Para la consecución de su objeto y el ejer-
cicio de sus facultades, la Comisión contará con: 

I.- La Junta de Comisionados; 

II.- El Presidente de la Comisión; 

III.- El Secretario Ejecutivo y; 

IV.- Los demás servidores públicos, unidades administrati-
vas y delegaciones regionales, estatales o locales que esta-
blezca el reglamento interior de la Comisión que emita el
Ejecutivo Federal.

La Comisión ejercerá sus funciones en todo el territorio
nacional conforme a la estructura central y desconcentrada
que establecen esta Ley y su Reglamento Interior. En nin-
gún caso los servidores públicos de la Comisión podrán te-
ner conflicto de intereses respecto de sus funciones. En ca-
so contrario, los servidores públicos deberán excusarse de
conocer del caso en que puedan llegar a tener dicho con-
flicto de interés. 

Artículo 114.- La Junta de Comisionados está integrada
por nueve comisionados, incluido el presidente de la mis-
ma. El quórum mínimo para sesionar será de siete Comi-
sionados. Deliberará en forma colegiada y resolverá los
asuntos de su competencia por mayoría de votos que inclu-
ya el voto aprobatorio de por lo menos tres de los miem-
bros ciudadanos. En caso de empate, su Presidente tendrá
voto de calidad. 

La Junta de Comisionados se reunirá y sesionará cada vez
que sea necesario, pero por lo menos una vez cada dos me-
ses, en los términos que establezca el Reglamento respec-
tivo. Los Secretarios de Estado que participan en la inte-
gración de la misma podrán hacerse representar por un
servidor público con nivel de subsecretario o su equivalen-
te. El Secretario de Gobernación también podrá hacerse re-
presentar por el Subsecretario de Gobierno de la depen-
dencia. 

La Comisión y sus servidores públicos atenderán en todo
momento las disposiciones de la Ley Federal de Acceso a
la Información Pública. 

Artículo 115.- La Junta de Comisionados está integrada
por: 

I.- El Secretario de Gobernación, quien la presidirá; 

II.- El Secretario de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público; 

III.- El Secretario de la Secretaría de Turismo; 

IV.- El Secretario de la Secretaría de Seguridad Pública; 

V.- El Secretario de Economía; 

VI.- El Procurador General de la República; y 

VII.- Cinco Comisionados Ciudadanos con prestigio profe-
sional y honorabilidad reconocida, designados por el titu-
lar del Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la
República.

Artículo 116.- Los Comisionados Ciudadanos de la Junta
de Comisionados deberán cumplir los siguientes requisi-
tos: 

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no adquirir
otra nacionalidad; 

II.- No haber sido condenado por delito intencional; 

III.- Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el
día de la designación; 

IV.- No tener o haber tenido cargo público o privado, du-
rante los tres años anteriores, que hagan presumir que exis-
te interés directo o indirecto relacionado con las activida-
des materia de la presente Ley, que pueda afectar la
independencia de criterio en su desempeño; 

V.- Ser una persona reconocida por su honorabilidad y
prestigio profesional; y 

VI.- Poseer el día de la designación título profesional con
nivel de licenciatura o experiencia equivalente, así como
tener conocimientos en las materias reguladas por la pre-
sente Ley.

Artículo 117.- Los Comisionados Ciudadanos de la Junta
de Comisionados a que se refiere el artículo anterior debe-
rán abstenerse de desempeñar cualesquier otros trabajos,
cargos, actividades, comisiones o empleos públicos o pri-
vados, con excepción de los de beneficencias no remune-
radas, de tipo científico, docente o literario, siempre que no
impliquen conflicto de intereses. Asimismo, estarán impe-
didos para intervenir, directa o indirectamente, durante el
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tiempo de su encargo y dentro de los doce meses siguien-
tes a la conclusión de éste, en cualquier actividad relacio-
nada con las actividades de la Comisión, con excepción de
aquellos en que actúen como miembros de la misma. 

Las conductas derivadas de los conflictos de interés en los
que incurran los servidores públicos de la Comisión, serán
calificadas y sancionadas en su caso, en los términos pre-
vistos por la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos. 

Artículo 118.- Los Comisionados Ciudadanos de la Junta
de Comisionados serán designados en forma escalonada
para desempeñar sus puestos por periodos de ocho años
que no podrán ser renovables, sucediéndose cada dos años.
Sólo podrán ser removidos de sus cargos de conformidad
con las disposiciones previstas en el Título Cuarto de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 119.- La Comisión contará con un responsable
ejecutivo que recibe el nombre de Secretario Ejecutivo, de-
signado por los integrantes de la Junta de Comisionados a
propuesta de su Presidente; deberá reunir los mismos re-
quisitos establecidos en el artículo 116 de esta Ley y tendrá
a su cargo la coordinación operativa y administrativa de la
Comisión. El Secretario Ejecutivo fungirá como secretario
técnico de la Junta de Comisionados, con voz pero sin vo-
to, y podrá dar fe de los actos en que intervenga. 

Artículo 120.- La Comisión, en apoyo a la Comisión Fe-
deral de Competencia Económica y de acuerdo a lo dis-
puesto por esta Ley y la Ley Federal de Competencia Eco-
nómica deberá de proteger el proceso de competencia y
libre concurrencia en las actividades materia de la presen-
te Ley. Deberá evitar además, que los permisionarios ob-
tengan poder sustancial en el mercado relevante, conforme
a lo lineamientos que establezca la Comisión Federal de
Competencia. 

CAPÍTULO III 
ATRIBUCIONES INTERNAS EN LA COMISIÓN

FEDERAL DE JUEGOS CON APUESTAS 
Y SORTEOS 

Arts. (121-128) 

Artículo 121.- La Junta de Comisionados tendrá las si-
guientes atribuciones: 

I.- Proponer al Ejecutivo Federal, por conducto del Secre-
tario de Gobernación, el Proyecto de Reglamento de esta
Ley y sus modificaciones, habiendo escuchado previamen-
te la opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, de la Procuraduría General de la República y de la Co-
misión Federal de Competencia; 

II.- Nombrar y remover al Secretario Ejecutivo y a los titu-
lares de las áreas de dirección de la Comisión; 

III.- Expedir los lineamientos administrativos necesarios
para el buen funcionamiento de la Comisión; 

IV.- Vigilar la oportuna integración y adecuado funciona-
miento de los órganos de la Comisión; 

V.- Otorgar permisos, de conformidad con las disposicio-
nes de esta Ley, para el funcionamiento de los estableci-
mientos de juegos con apuestas previstos en la misma; 

VI.- Conocer del otorgamiento de las licencias de trabajo
realizado por la Comisión y solicitar al Secretario Ejecuti-
vo los informes que al respecto estime necesarios; 

VII.- Autorizar, cuando así sea procedente, la cesión de los
derechos y obligaciones derivados de permisos, así como
resolver sobre la modificación, renovación, suspensión o
revocación de dichos permisos; 

VIII.- Proponer a la Secretaría de Economía la emisión de
loas normas oficiales mexicanas correspondientes a los es-
tablecimientos en que se realicen juegos con apuestas en
los términos de esta Ley; 

IX.- Recibir, examinar y, en su caso, aprobar el informe tri-
mestral pormenorizado que formule el Secretario Ejecuti-
vo respecto de las funciones de la Comisión; 

X.- Someter a consideración del Ejecutivo Federal, por
conducto del Secretario de Gobernación, el proyecto de
presupuesto del órgano desconcentrado; y 

XI.- Las demás que esta Ley, su Reglamento y otras leyes
le confieran.

Artículo 122.- Corresponden al Presidente de la Comisión
las atribuciones siguientes: 
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I.- Velar por la unidad y cohesión de las actividades de los
órganos de la Comisión; 

II.- Establecer los vínculos entre la Comisión y las autorida-
des federales, estatales, del Distrito Federal, delegacionales
y municipales, para lograr su apoyo y colaboración en sus
respectivos ámbitos de competencia, cuando esto sea nece-
sario para el cumplimiento de los fines de la Comisión; 

III.- Convocar y conducir las sesiones de la Junta de Co-
misionados; 

IV.- Vigilar el cumplimiento de los acuerdos adoptados por
la Junta de Comisionados; y 

V.- Las demás que le confieran esta Ley, sus Reglamentos
y demás leyes y disposiciones aplicables.

Artículo 123.- La Junta de Comisionados está facultada
para determinar, de conformidad con los criterios que se-
ñalan las disposiciones de la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental, si la in-
formación que está en su posesión será pública o confiden-
cial, estando obligada la Comisión, por conducto del Se-
cretario Ejecutivo, a entregarla en todos los casos cuando
así sea requerida conforme a las disposiciones de dicho or-
denamiento. 

Artículo 124.- El Secretario Ejecutivo tendrá las siguien-
tes atribuciones: 

I.- Actuar como representante de la Comisión y ejecutar las
resoluciones de la Junta Ejecutiva; 

II.- Coordinar los trabajos de los miembros de la Junta Eje-
cutiva; 

III.- Autorizar los permisos para la realización de sorteos,
a propuesta del funcionario responsable administrativo del
área de sorteos; 

IV.- Coordinarse con la Dirección General de Radio, Tele-
visión y Cinematografía, en aquellos casos, en los que en
concursos que se difundan a través de los medios de radio-
difusión, exista alguna parte de azar. 

V.- Además de los informes trimestrales que someta a la
consideración de la Junta de Comisionados, expedir y pu-
blicar un informe anual, dentro de los tres primeros meses
de cada año, relativo al desempeño de las funciones de la

Comisión y al estado que en general guarde la industria del
juego, todo ello durante el año inmediato anterior; 

VI.- Solicitar a cualquier autoridad del país o del extranje-
ro la información que requiera para hacer las indagaciones
que corresponda sobre posibles violaciones a esta Ley, de
conformidad con las disposiciones aplicables en materia
fiscal y de operaciones con recursos de procedencia ilícita; 

VII.- Nombrar y remover en los términos de la ley al per-
sonal de la Comisión; 

VIII.- Llevar el Registro de los permisos y las licencias de
trabajo que se otorguen de conformidad con esta Ley; 

IX.- Integrar información y estadísticas de juegos con
apuestas; 

X.- Vigilar que haya uniformidad de criterios en las reso-
luciones que emita y evitar duplicación en los procedi-
mientos que se tramiten ante la Comisión; 

XI.- Expedir órdenes de presentación de documentación e
información de conformidad con las disposiciones aplica-
bles de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y
citar a declarar a quienes tengan relación con los casos que
se traten, aplicando, en su caso, las medidas de apremio
que procedan; 

XII.- Expedir copias certificadas de las constancias que
obren en el archivo de la Comisión cuando deban ser exhi-
bidas en algún procedimiento, proceso o averiguación, o
cuando se considere procedente por existir causas análo-
gas; 

XIII.- Denunciar ante el Ministerio Público las conductas
delictivas de que tenga conocimiento y que estén relacio-
nadas con la existencia de juegos con apuestas o sorteos
ilegales o establecimientos no autorizados en que éstos se
realicen, así como las demás conductas delictivas de que
tenga conocimiento en esta materia; 

XIV.- Actuar como secretario de la Junta de Comisionados,
sin derecho a voto; dar cuenta y levantar las actas de las se-
siones de la misma y de las votaciones de sus integrantes,
así como publicar dichas actas en el sitio que la Comisión
mantenga en Internet, dentro de un plazo de 5 días natura-
les a la celebración de la junta correspondiente; 
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XV.- Delegar en favor de los demás servidores públicos de
la Comisión las facultades a que se refieren las fracciones
VII, VIII, X, XI y XII del presente artículo; y

XVI.- Las demás que le confieran esta Ley y su Regla-
mento. 

Artículo 125.- La Comisión contará con una Contraloría
Interna, como órgano interno de control, al frente del cual
estará el Contralor Interno, Titular del Órgano Interno, de-
signado en los términos de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal quien en el ejercicio de sus faculta-
des, se auxiliará por los titulares de las áreas de
responsabilidades, auditoria y quejas designados en los
mismos términos. 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior,
en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercerán las
facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos y en los demás
ordenamientos legales y administrativos aplicables. 

Artículo 126.- La Comisión tendrá el personal necesario
para el eficaz desempeño de sus asuntos, de acuerdo con el
presupuesto que se le autorice. Asimismo, podrá contratar
los servicios de personas o empresas especializadas en las
cuestiones técnicas relacionadas con su actividad. 

Artículo 127.- La Comisión podrá suscribir convenios de
colaboración con las autoridades de los municipios o dele-
gaciones, a efecto de la autorización y vigilancia de los jue-
gos con apuestas reguladas en los Capítulos IV, VIII y X de
la SECCION PRIMERA del TITULO SEGUNDO de esta
Ley. Asimismo, podrá celebrar convenios con los gobier-
nos de los Estados de la República y del Distrito Federal,
para efecto de la autorización y vigilancia de sorteos en los
que el monto total de los boletos que se sortearán no exce-
da de una cantidad equivalente a diez mil días del salario
mínimo y siempre que la venta de los mismos se lleve a ca-
bo únicamente en el territorio de la entidad. 

Los convenios a los que se refiere el párrafo anterior, esta-
blecerán los mecanismos de auxilio para que las autorida-
des locales apoyen a las autoridades federales en la vigi-
lancia de las disposiciones de esta Ley y su Reglamento, de
conformidad con lo establecido en ambos ordenamientos. 

Artículo 128.- Las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal, estatal, municipal, del Distrito

Federal y delegacionales, en el ámbito de sus respectivas
competencias, deberán apoyar a la Comisión en el ejercicio
de sus atribuciones. 

CAPÍTULO IV 
DE LOS PERMISIONARIOS Y LOS PERMISOS 

PARA SORTEOS 

Arts. (129-136) 

Artículo 129.- Para la realización de sorteos, se requerirá
de un permiso otorgado por la Comisión. Los permisos
otorgados serán intransferibles. 

Artículo 130.- Para el otorgamiento de los permisos pre-
vistos en este Título, en la solicitud respectiva el interesa-
do deberá señalar los siguientes datos: 

I.- Nombre, razón social o denominación, domicilio y re-
gistro federal de contribuyentes del solicitante del permiso,
así como la debida acreditación de su representante legal
en su caso; 

II.- Las bases del sorteo y la descripción del premio o pre-
mios que se entregarán; 

III.- Lugar, fecha y hora en que se llevará a cabo el sorteo; 

IV.- Medio o medios de comunicación a través de los cua-
les se difundirá el resultado del sorteo; 

V.- Las condiciones de entrega de los premios; y 

VI.- Los demás que por la naturaleza del sorteo establezca
el Reglamento de esta Ley.

Artículo 131.- Con la finalidad de garantizar el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas con la promoción,
administración y ejecución de sorteos, los permisionarios
deberán presentar un depósito en efectivo, fianza o cual-
quier otra forma legal de garantía, para cada una de las pro-
mociones que lleven a cabo. Las fianzas deberán ser expe-
didas por instituciones afianzadoras legalmente
constituidas en los Estados Unidos Mexicanos. 

La Comisión fijará al solicitante el monto del depósito o de
la fianza que deberá presentar para garantizar el valor total
de los premios, impuestos y demás obligaciones que con-
traiga de acuerdo al tipo de evento que desee realizar. 
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Artículo 132.- Quedan excluidos de la obligación de pre-
sentar la garantía a que se refiere el artículo anterior, las de-
pendencias y entidades de los poderes públicos de los tres
niveles de gobierno, así como los organismos con autono-
mía constitucional respectivos. 

Artículo 133.- El permiso que se otorgue deberá contener
lo siguiente: 

I.- Fundamentación y motivación de su otorgamiento; 

II.- Razón social o denominación y domicilio de la permi-
sionaria; 

III.- Los datos que se establecen en el artículo 130; 

IV.- Las causas de revocación del propio permiso; y 

V.- Los demás que se establezcan en esta Ley y su Regla-
mento.

Artículo 134.- Los permisos terminarán: 

I.- Por la realización del sorteo y la entrega del premio o
premios respectivos; 

II.- Por la renuncia de la permisionaria antes de que se ce-
lebre el sorteo, lo cual implicará la automática terminación
de éste; 

III.- Por revocación antes de que se celebre el sorteo; 

IV.- Por liquidación de la permisionaria, o que la misma
sea sujeta a un proceso de concurso mercantil, antes de que
se celebre el sorteo; y 

V.- Los demás causas que por la naturaleza del sorteo se es-
tablezcan en esta Ley y su Reglamento.

En el caso de que la terminación del sorteo obedezca a las
causales establecidas en las fracciones II, III IV y V ante-
riores, la permisionaria quedará obligada a devolver a los
participantes las cantidades que le hubiesen pagado, contra
entrega del boleto o contraseña correspondiente. 

Artículo 135.- Los permisos serán revocados por cual-
quiera de las causas siguientes: 

I.- Incumplimiento de las obligaciones y condiciones que
se establezcan en el permiso; 

II.- Haber transmitido o pretender transmitir el permiso sin
la autorización de la Comisión; 

III.- Modificar o alterar las bases y condiciones del sorteo,
sin contar para ello con la autorización previa de la Comi-
sión; y 

IV.- En general, por incumplir con cualesquiera de las obli-
gaciones establecidas en esta Ley y su Reglamento.

La revocación de los permisos será declarada administrati-
vamente por la Comisión, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo. 

Artículo 136.- Los permisionarios a que se refiere el pre-
sente capítulo deberán cubrir al gobierno federal por con-
cepto de contribuciones fiscales, los montos que al efecto
ésta y la demás leyes aplicables, con excepción de los si-
guientes casos: 

I.- Los sorteos que sean realizados por las autoridades, ins-
tituciones educativas, de asistencia privada y de beneficen-
cia, para dedicar íntegramente sus productos a fines de in-
terés general; 

II.- Los sorteos que se realicen con fines exclusivos de pro-
paganda comercial; y 

III.- Los sorteos que se realicen como promoción de ventas
y aquellos en que los participantes reciban íntegramente el
valor de sus aportaciones en mercancías, efectos u otros
bienes.

CAPITULO VII 
INSPECCIÓN Y VIGILANCIA 

Arts. (137-140) 

Artículo 137.- Para el control, inspección y vigilancia de
los sorteos, la Comisión nombrará el número de interven-
tores, inspectores y auditores que considere necesarios.
Asimismo, con el propósito de prevenir prácticas ilegales,
la Comisión podrá establecer, en cada sorteo, medios de
control de los mismos, atendiendo a la mecánica, el monto
y alcance del sorteo. 
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Artículo 138.- Las funciones del interventor, serán las de
asistir a los sorteos para cerciorarse de su estricto y legal
desarrollo, atender las quejas y reclamaciones que se pre-
senten durante los mismos, así como levantar el acta cir-
cunstanciada correspondiente. 

Artículo 139.- Las funciones del inspector serán las de
practicar visitas a locales, salones o lugares donde se pre-
suma que se preparan y efectúan sorteos sin el permiso de
la Secretaría, con el objeto de realizar la inspección corres-
pondiente, elaborar el acta respectiva y llevar a cabo las ac-
tuaciones que se requieran para sancionar el incumpli-
miento. 

Artículo 140.- Las funciones del auditor serán las de vigi-
lar el estricto cumplimiento en la aplicación de los recursos
obtenidos por el permisionario del sorteo, en virtud del ob-
jeto que para tal fin se haya expresado en la solicitud co-
rrespondiente presentada ante la Comisión y así se haya de-
terminado en el permiso que al efecto se hubiere expedido.
El auditor hará constar el resultado de su investigación en
el dictamen correspondiente. 

TÍTULO QUINTO 
DEL FUNCIONAMIENTO Y VERIFICACIÓN 

DE ESTABLECIMIENTOS 

CAPÍTULO I 
AUTORIZACIONES DE APERTURA 

Arts. (141-142) 

Artículo 141.- Los permisionarios se sujetarán a las dispo-
siciones previstas por la Comisión, para la apertura de los
establecimientos, así como los plazos que al respecto se de-
terminen en el permiso correspondiente. 

Artículo 142.- Los casinos y demás establecimientos, por
ningún motivo podrán adquirir máquinas, equipos, artefac-
tos y aparatos eléctricos, electrónicos o electromecánicos
reciclados destinados a las actividades reguladas por la pre-
sente Ley, salvo que cuenten con la autorización previa y
por escrito de la Comisión de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 18 de la presente Ley, sin perjuicio de
que se observen las normas de la Ley Federal de Metrolo-
gía y Normalización que, en su caso, resulten aplicables. 

CAPÍTULO II 
FUNCIONAMIENTO Y VERIFICACIÓN 

Arts. (143-145) 

Artículo 143.- Las relaciones entre los permisionarios y
los jugadores o participantes que acudan a los estableci-
mientos con el propósito de cruzar apuestas, se regularán
por lo que establece esta Ley, su Reglamento y el regla-
mento interno del establecimiento de que se trate. 

Artículo 144.- En adición a las demás obligaciones esta-
blecidas en esta Ley a cargo de los permisionarios, éstos
tendrán a su cargo las siguientes: 

I.- Contar con las instalaciones y equipos necesarios para el
óptimo funcionamiento del establecimiento, debiendo dar-
les el mantenimiento preventivo adecuado para que se con-
serven en esas mismas condiciones; 

II.- Mantener debidamente aseguradas las instalaciones,
equipos, bienes y enseres del establecimiento, así como
contar con las medidas de seguridad requeridas para la pre-
vención de cualquier siniestro, e igualmente contar con se-
guros de responsabilidad civil del mismo; 

III.- Someter a la aprobación de la Comisión el proyecto
conceptual y arquitectónico para los casinos, hipódromos,
galgódromos, frontones y demás establecimientos en los
que pretendan llevar a cabo los juegos o actividades pre-
vistos en esta Ley; 

IV.- Entregar a la Comisión informes financieros trimestra-
les, así como anualmente sus estados financieros auditados
y dictaminados. Además, la Comisión tendrá en todo mo-
mento acceso a la red del permisionario con el propósito de
supervisar los datos completos sobre el cruce de apuestas
en juegos, en los términos establecidos en la presente Ley
y su Reglamento. 

V.- Permitir la realización de las visitas de verificación e
inspección que ordene la Comisión en términos de esta Ley
y su reglamento; 

VI.- Enterar oportunamente los impuestos que procedan de
conformidad con esta Ley 

VII.- Los programas permanentes de capacitación y actua-
lización para dicho p 
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VIII.- Someter a sus empleados a exámenes de selección
antes de ser contratados. que deberá incluir nociones ele-
mentales para la detección de recursos de procedencia ilí -
cita. 

IX.- Asegurar y garantizar que en todo momento se man-
tenga el buen orden y comportamiento de los asistentes al
establecimiento; 

X.- La notificación a la Comisión, a través de los informes
que corresponda, de cualesquier conducta o práctica de los
usuarios, que pueda considerarse sospechosa de la comi-
sión de delitos relacionados con la delincuencia organiza-
da o el lavado de dinero; 

XI.- Informar por escrito a la Comisión, mensualmente,
dentro de los primeros cinco días naturales del mes si-
guiente a aquél al que se refiera el informe, sobre cualquier
transacción en efectivo que exceda a dos mil días de sala-
rio mínimo. Dicho informe deberá incluir como mínimo, el
nombre y domicilio del jugador, los datos de una identifi -
cación oficial vigente, la fecha de la transacción y la canti-
dad de dinero involucrada en la misma , así como los de-
más que señale la Comisión en sus disposiciones de
carácter general; 

XII.- Instrumentar los procedimientos y medidas para con-
trarrestar los efectos secundarios del juego en los usuarios
y la comunidad en donde se encuentra el establecimiento; 

XIII.- Preferir a un trabajador nacional, en igualdad de cir-
cunstancias laborales, sobre un trabajador de origen ex-
tranjero; 

XIV.- Cumplir con las demás obligaciones que establezca
la presente Ley y su reglamento.

Artículo 145.- Los permisionarios que cuenten con un
permiso permanente deberán entregar en forma trimestral a
la Comisión sus estados financieros internos, así como
anualmente los estados financieros auditados y dictamina-
dos. 

Además, la Comisión podrá solicitar al permisionario en
todo momento, sujeto a las disposiciones aplicables de la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la informa-
ción que estime necesaria para el cumplimiento de sus fun-
ciones y tendrá acceso igualmente al sistema de red elec-
trónica de datos del permisionario con el propósito de
supervisar los datos completos sobre el cruce de apuestas. 

TÍTULO SEXTO 
DE LA CONCILIACIÓN, ARBITRAJE Y DE LOS

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

CAPÍTULO I 
DE LA CONCILIACIÓN 

Arts. (146-150) 

Artículo 146.- La Comisión está facultada para actuar co-
mo conciliador entre los permisionarios y los usuarios, de-
biendo rechazar de oficio aquellas reclamaciones que sean
notoriamente frívolas e improcedentes. 

Artículo 147.- Las reclamaciones deberán presentarse por
escrito, en el domicilio de la Comisión con los siguientes
requisitos: 

I.- Nombre y domicilio del usuario; 

II.- Relación sucinta de los hechos que motivan la recla-
mación; 

III.- Nombre del permisionario y domicilio del estableci-
miento contra el que se formula la reclamación; y 

IV.- Aportar, anexos a su reclamación, todos los elementos
de prueba que considere necesarios para fundarla.

Artículo 148.- La Comisión correrá traslado al permisio-
nario acerca de la reclamación presentada en su contra,
dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de re-
cepción de la misma, anexando todos los elementos de
prueba que el usuario haya aportado, señalando fecha para
la audiencia conciliatoria, con apercibimiento de sanción
pecuniaria en caso de no asistir. La sanción pecuniaria po-
drá ser de quinientos a mil días de salario mínimo, la cual
se duplicara en caso de reincidencia. 

Artículo 149.- La Comisión notificará al usuario, por lo
menos con tres días hábiles de anticipación, la fecha y la
hora en que se celebrará la audiencia conciliatoria, la que
deberá celebrarse dentro de los diez días hábiles siguientes
a la fecha en la que se le corrió traslado de la reclamación
al permisionario. En caso de que el usuario no acuda a la
audiencia conciliatoria, se le tendrá como desistido de la
reclamación. 
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Artículo 150.- En caso de que las partes lleguen a un
acuerdo para la resolución de la reclamación, el mismo se
hará constar en el acta circunstanciada que al efecto se le-
vante. 

CAPÍTULO II 
DEL ARBITRAJE 

Art. (151) 

Artículo 151.- En caso de que las partes no diriman sus di-
ferencias mediante el procedimiento de conciliación esta-
blecido en la presente Ley, podrán someterse al procedi-
miento de arbitraje en amigable composición, con un
arbitro nombrado por la Comisión, quien resolverá, en su
caso, en conciencia, a verdad sabida y buena fe guardada,
la controversia planteada, conforme a las disposiciones que
establezca el Reglamento de la presente Ley. 

En los procedimientos que se substancien conforme a las
disposiciones de este Capítulo se aplicará de manera suple-
toria las disposiciones del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles. 

CAPÍTULO III 
DEL RECURSO DE REVISIÓN 

Arts. (152-154) 

Artículo 152.- En contra de cualquiera de las resoluciones
emitidas por la Comisión, procederá el recurso administra-
tivo de revisión previsto en el Título Sexto de la Ley Fede-
ral de Procedimiento Administrativo. 

Artículo 153.- Se exceptúan de lo anterior, las resolucio-
nes emitidas por la Comisión cuando actúe con el carácter
de conciliador o árbitro, designado de común acuerdo por
las partes, en los términos de las disposiciones aplicables
de la Ley. 

Artículo 154.- Los Tribunales Federales serán competen-
tes para conocer y resolver sobre cualquier controversia
que se suscite con motivo de la aplicación e interpretación
de esta ley, sin perjuicio de que las partes puedan someter-
se, antes, durante y después del juicio, al procedimiento ar-
bitral determinado por éste ordenamiento. 

TITULO SEPTIMO 
DEL REGIMEN FISCAL 

CAPÍTULO I 
DE LAS CONTRIBUCIONES A CARGO DE LOS

PERMISIONARIOS 

Arts. (155-157) 

Artículo 155.- Los permisionarios de los establecimientos
a que se refiere esta Ley estarán obligados a cumplir con
las disposiciones contenidas en el presente Título, sin per-
juicio de las demás obligaciones fiscales establecidas en las
leyes y demás disposiciones aplicables, con independencia
de las contribuciones estatales y municipales que, en su ca-
so, correspondan. 

Artículo 156.- Por el análisis de las solicitudes para obte-
ner los diversos permisos establecidos en esta Ley, la emi-
sión de los mismos, y la supervisión de los establecimien-
tos y sorteos por parte de la Comisión, se cubrirán los
derechos que se establezcan en la Ley Federal de Dere-
chos. 

Artículo 157.- Los permisionarios de los establecimientos
a que se refiere esta Ley pagarán los impuestos que al efec-
to establezca la Ley del Impuesto Especial Sobre Produc-
ción y Servicios. Los impuestos que en tales términos se
recauden por el Gobierno Federal serán distribuidos por
partes iguales entre los gobiernos de la Federación y las en-
tidades federativas y los municipios en que se instalen y
operen los mismos establecimientos. 

CAPÍTULO II 
DE LAS CONTRIBUCIONES A CARGO DE LOS

GANADORES DE APUESTAS Y PREMIOS 

Art. (158) 

Artículo 158.- Las personas que obtengan ingresos como
ganadores de los juegos con apuestas y sorteos a que se re-
fiere esta Ley, deberán pagar las contribuciones que al
efecto se establezcan en las leyes federales y de las entida-
des federativas correspondientes, así como las de carácter
municipal que, en su caso, correspondan, conforme a las
leyes aplicables. 
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TÍTULO OCTAVO 
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD,

INFRACCIONES Y SANCIONES 
ADMINISTRATIVAS Y DELITOS 

CAPÍTULO I 

DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Arts. (159-163) 

Artículo 159.- Para efectos de esta Ley se consideran me-
didas de seguridad: 

I.- Retirar y asegurar cualquier equipo o suministro de los
establecimientos donde se realicen juegos con apuestas o
sorteos, cualesquier equipos o suministros con el fin de
examinarlos e inspeccionarlos, de conformidad con lo es-
tablecido en la Ley Federal del Procedimiento Administra-
tivo; y 

II.- La suspensión de la realización de sorteos, rifas y jue-
gos de números.

Las medidas de seguridad tendrán como finalidad corregir
las irregularidades que la Comisión hubiere detectado en
ejercicio de sus facultades de verificación e inspección, y
su duración será por el tiempo necesario para corregir las
irregularidades de que se trate. 

Artículo 160.- Procederá la clausura temporal de las má-
quinas tragamonedas que funcionen indebidamente, duran-
te todo el tiempo que sea necesario para que sean rehabili -
tadas y funcionen en forma adecuada. Las máquinas
tragamonedas instaladas en establecimientos que no sean
casinos, que no se encuentren expresamente autorizadas
por la Comisión, o que no se hubieren registrado no obs-
tante el requerimiento que al efecto hubiere formulado la
propia Comisión, serán clausuradas en forma definitiva. El
retiro y almacenamiento de las maquinas se harán con car-
go al infractor. 

Artículo 161.- Para la imposición de las sanciones y medi-
das de seguridad, deberá seguirse el procedimiento respec-
tivo que establece la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo. Al imponer tales sanciones o medidas de
seguridad, la Comisión deberá fundar y motivar su respec-
tiva resolución, considerando: 

I.- La gravedad de la infracción; 

II.- La situación particular del infractor; 

III.- Los daños causados o que hubieran podido producirse; 

IV.- El carácter intencional o no de la acción u omisión; y 

V.- Si el infractor es reincidente.

En caso de reincidencia la Comisión podrá imponer multa
hasta por el doble de las cantidades que en cada caso co-
rrespondan. Se entiende que existe reincidencia, cuando el
mismo infractor haya incurrido dos o más veces en la mis-
ma infracción durante el lapso de un año. 

La fuerza pública municipal, estatal, federal, y del Distrito
Federal, así como de las demarcaciones territoriales, coo-
perarán con la Comisión para hacer cumplir con las deter-
minaciones que ésta dicte de acuerdo con la presente Ley.
El ejercicio indebido de las funciones de cualquier autori-
dad, en la materia de la presente Ley, será sancionado de
conformidad con las disposiciones penales aplicables. 

Artículo 162.- La Comisión establecerá los procedimien-
tos y controles idóneos para prevenir y detectar la opera-
ción con recursos de procedencia ilícita con motivo de las
actividades reguladas por esta Ley. 

Artículo 163.- Las sanciones administrativas que se seña-
lan en la Ley, se aplicarán sin perjuicio de la responsabili-
dad penal que en su caso pudiese llegar a resultar cuando
la comisión de la infracción implique a su vez una conduc-
ta delictiva, caso en el cual la Comisión está obligada a ha-
cerla del conocimiento del Ministerio Público que corres-
ponda. 

CAPITULO II 
INFRACCIONES Y SANCIONES 

ADMINISTRATIVAS 

Arts. (164-169) 

Artículo 164.- Las infracciones administrativas a lo dis-
puesto en la presente Ley y su Reglamento se sancionarán
por la Comisión de conformidad con lo dispuesto en este
capítulo. 

Artículo 165.- Son infracciones en las que puede incurrir
el permisionario y dan lugar a la imposición de las sancio-
nes señaladas en el presente Título, mismas que podrán in-
cluir la revocación del permiso, las siguientes: 
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I.- Incumplir las disposiciones señaladas en el artículo 66
de la presente Ley; 

II.- No contar con el libro de reclamaciones debidamente
autorizado por la Comisión o, en su caso, no dar curso a las
reclamaciones formuladas; 

III.- No exhibir oportunamente, para su aprobación y re-
gistro, el reglamento interior del establecimiento o modifi-
carlo sin la autorización previa de la Comisión; 

IV.- No contar con las medidas de seguridad adecuadas
previstas en las disposiciones aplicables; 

V.- Vender boletos de sorteos a precios mayores de los au-
torizados; 

VI.- Incumplir cualquiera de las disposiciones establecidas
en esta Ley, su Reglamento, los permisos correspondientes
y los lineamientos establecidos por la Comisión; 

VII.- Incumplir con lo dispuesto en el artículo 144 fracción
XVI de la presente Ley; 

VIII.- Contratar o permitir que presten servicios personas
que no cuenten con licencia de trabajo vigente cuando de
conformidad con esta Ley y su Reglamento deban de cum-
plir con dicho requisito; 

IX.- No contar con sistemas de control de las actividades
que regula la presente Ley que sean obligatorios conforme
a los lineamientos que establezca y actualice la Comisión; 

X.- No presentar oportunamente a la Comisión la informa-
ción financiera a que se refiere esta Ley; 

XI.- No presentar cualquier otro tipo de información re-
querida por la Comisión conforme a la presente Ley y su
Reglamento; 

XII.- No proporcionar a la Comisión el acceso al sistema
de red electrónica de datos, por más de tres días consecuti-
vos o siete días durante un mes calendario; 

XIII.- No mantener vigente la garantía requerida para el
otorgamiento del permiso; 

XIV.- Realizar juegos con apuestas y cualesquiera otras ac-
tividades que no se encuentren expresamente autorizados
en el permiso; 

XV.- No presentar la información financiera anual audita-
da y dictaminada, dentro de los sesenta días hábiles poste-
riores al cierre del ejercicio respectivo; 

XVI.- Oponerse a la realización de visitas de inspección y
verificación o negar las facilidades necesarias para su rea-
lización; 

XVII.- No enterar oportunamente y adecuadamente las
contribuciones a que se refiere la Ley; 

XVIII.- No pagar o pagar parcialmente las apuestas gana-
das por los jugadores, o no entregar oportunamente los pre-
mios ofrecidos a los ganadores de los sorteos, excepto
cuando se trate de ganancias en disputa o aclaración; 

XIX.- Instalar máquinas tragamonedas en establecimientos
que no sean casinos u operar máquinas tragamonedas no
autorizadas ni registradas ante la Comisión; 

XX.- No cumplir con el objeto, obligaciones o condiciones
que se establezcan en el permiso, dentro de los plazos fija-
dos al efecto; 

XXI.- No iniciar la operación y funcionamiento del esta-
blecimiento dentro de los dieciocho meses siguientes a la
fecha formal de expedición del permiso; 

XXII.- Interrumpir total o parcialmente la operación del es-
tablecimiento sin causa justificada, durante más de treinta
días naturales; 

XXIII.- Cuando cualquiera de sus accionistas, representan-
tes, apoderados, consejeros, empleados, factores o depen-
dientes, cometa algún delito considerado como grave por la
legislación penal aplicable, siempre y cuando dicho delito
haya sido cometido con motivo de la actividad desarrolla-
da por el permisionario; 

XXIV.- Ceder o transmitir de cualquier forma los derechos
y obligaciones derivados del permiso, sin contar para ello
con la autorización previa requerida para tal efecto; 

XXV.- Cuando se cedan o transmitan las acciones que re-
presenten más del diez por ciento del capital social del per-
misionario, sin contar para ello con la autorización previa
requerida para tal efecto; 
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XXVI.- Modificar o alterar la naturaleza y condiciones de
las actividades y establecimientos autorizados, sin contar
para ello con la autorización previa de la Comisión; 

XXVII.- Incumplir el proyecto conceptual y arquitectónico
autorizado para el establecimiento; 

XXVIII.- No cumplir con los términos y condiciones del
proyecto que haya presentado y que conforme a las bases
de la licitación correspondiente hayan determinado el otor-
gamiento del permiso en su favor, o no los mantenga a lo
largo de la vigencia del propio permiso; 

XXIX.- Modificar unilateralmente y sin autorización pre-
via de la Comisión los términos y condiciones de las auto-
rizaciones que se hayan otorgado; y 

XXX.- En general, incumplir cualquiera de las disposicio-
nes establecidas en esta Ley, su Reglamento, los permisos
correspondientes y los lineamientos establecidos por la Co-
misión.

Artículo 166.- A los empleados y trabajadores de estable-
cimientos, les está prohibido: 

I.- Participar en los productos de las apuestas cruzadas en
los juegos con apuestas o sorteos, o recibir comisión de
cualquier naturaleza. No se entenderá como comisión, la
propina que algún jugador le dé voluntariamente al emple-
ado de que se trate; 

II.- Participar en los juegos con apuestas y sorteos que se
realicen, en los lugares donde prestan sus servicios, con el
propósito de influir en su resultado; 

III.- Conceder préstamos personales a los jugadores; y 

IV.- En general, contravenir cualquiera de las disposiciones
establecidas en esta Ley, su Reglamento.

Las personas que incurran en las infracciones señaladas en
el presente artículo, serán sancionadas con multa equiva-
lente de cien hasta doscientos días de salario mínimo y, en
caso de reincidencia, con multa equivalente de doscientos
hasta quinientos días de salario mínimo. En caso de que a
la persona que incurra en las infracciones establecidas en el
presente artículo le haya sido otorgada una licencia de tra-
bajo, se le aplicarán además las sanciones previstas en el
artículo 165 de la presente Ley. 

Artículo 167.- A los trabajadores de los establecimientos a
quienes les haya sido otorgada una licencia de trabajo, les
serán aplicadas las sanciones previstas en este Capítulo
cuando incurran en alguna de las siguientes infracciones
administrativas: 

I.- Cometer algún delito considerado como grave por la le-
gislación penal aplicable, siempre y cuando dicho delito
haya sido cometido con motivo de la actividad desarrolla-
da en el establecimiento; 

II.- Intervenir en la realización de juegos con apuestas y
cualesquiera otras actividades que no se encuentren expre-
samente autorizados en el permiso del establecimiento o en
la licencia de trabajo respectivos; 

III.- Prestar servicios personales en un establecimiento sin
contar con la licencia de trabajo respectiva, cuando de con-
formidad con las disposiciones aplicables dicha licencia
sea obligatoria; 

IV.- En general, incumplir cualquiera de las disposiciones
establecidas en la Ley, su reglamento, las autorizaciones
correspondientes y los lineamientos establecidos por la Co-
misión.

Artículo 168.- Los permisionarios que incurran en las in-
fracciones señaladas en el artículo 165 de la presente Ley,
serán sancionados de la siguiente manera: 

I.- Las infracciones previstas en las fracciones I a VII, con
multa equivalente desde cien hasta mil días de salario mí-
nimo por cada violación y, en caso de reincidencia, con
multa equivalente de cinco mil a diez mil días de salario
mínimo. 

II.- Las infracciones previstas en las fracciones VIII a X,
con multa equivalente de mil hasta cinco mil días de sala-
rio mínimo y, en caso de reincidencia, con multa equiva-
lente de diez mil a quince mil días de salario mínimo; 

III.- Las infracciones comprendidas en las fracciones XI a
XIII, con multa equivalente de cinco mil hasta diez mil dí-
as de salario mínimo por cada violación; en caso de reinci-
dencia serán sancionadas con multa equivalente de quince
mil a veinte mil días de salario mínimo por cada violación;
la segunda reincidencia de una misma violación será san-
cionada con el cierre definitivo del establecimiento y el do-
ble de la multa impuesta con motivo de la primera reinci-
dencia; 
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IV.- Las infracciones señaladas en las fracciones XIV a
XVI, con multa equivalente de diez mil hasta veinte mil dí-
as de salario mínimo por cada violación y, en caso de rein-
cidencia, con multa equivalente de veinte a cuarenta mil
días de salario mínimo y el cierre definitivo del estableci-
miento; 

V.- Las infracciones previstas en las fracciones XVII a XX,
con multa equivalente de veinte mil hasta treinta mil días
de salario mínimo y el cierre temporal del establecimiento
por noventa días hábiles; en caso de reincidencia, con el
cierre definitivo del establecimiento y el doble de dicha
multa; y 

VI.- Las infracciones previstas en las fracciones de la XXI
a XXX, con el cierre del establecimiento y la cancelación
del permiso otorgado.

Artículo 169.- En caso de que el titular de una licencia de
trabajo incurra en cualquiera de las infracciones estableci-
das en los artículos 166 y 167 de esta Ley, la licencia co-
rrespondiente podrá ser suspendida temporalmente hasta
por un plazo de dos años o revocada dependiendo de la
gravedad de la violación cometida o en caso de reinciden-
cia. Los trabajadores a los que se refiere el párrafo anterior,
y que cuenten con resolución favorable emitida por el ór-
gano jurisdiccional competente, en el sentido de levantar-
les la sanción impuesta, podrán ser contratados en los esta-
blecimientos regulados por esta Ley. 

CAPÍTULO III 
DE LOS DELITOS 

Arts. (170-175) 

Artículo 170.- Se impondrá prisión de cinco a quince años
y destitución del empleo, cargo o comisión, en su caso: 

I.- A quienes realicen sorteos y no cuenten con autoriza-
ción legal para llevarlos a cabo. No quedan incluidos en es-
ta disposición los que realicen sorteos sólo entre personas
relacionadas por parentesco o amistad; 

II.- A quienes organicen, operen o promuevan juegos pro-
hibidos por esta Ley o juegos con apuestas o sorteos sin au-
torización de la Comisión; 

III.- A los que sin autorización de la Comisión, de cual-
quier modo intervengan en el territorio nacional, en la
venta o circulación de boletos o participaciones en lotería

o juegos con apuestas o sorteos que se efectúen en el ex-
tranjero; 

IV.- A los que sin autorización de la Comisión, de cual-
quier modo intervengan en el territorio nacional, en la di-
fusión de juegos con apuestas o sorteos que se efectúen en
el extranjero; 

V.- A los que provean de recursos tecnológicos para llevar
a cabo juegos con apuestas y sorteos que no tengan autori-
zación de la Comisión; y 

VI.- A los servidores públicos que autoricen o de cualquier
forma se beneficien de juegos prohibidos por esta Ley o
protejan la realización de juegos con apuestas o sorteos que
no cuenten con la autorización de la Comisión.

Artículo 171.- Se aplicará prisión de dos a diez años: 

I.- A quienes de cualquier forma otorguen el uso de un in-
mueble a sabiendas de que será destinado para la realiza-
ción de juegos prohibidos o de juegos con apuestas o sor-
teos sin autorización de la Comisión; 

II.- A los que suministren bienes y servicios a sabiendas de
que éstos serán destinados para la realización de juegos
prohibidos o de juegos con apuestas o sorteos sin autoriza-
ción de la Comisión; 

III.- A los servidores públicos con facultades de decisión o
de niveles de dirección, de cualquiera de los órdenes de go-
bierno, cuya actividad se relacione con seguridad pública,
procuración o impartición de justicia, para la aplicación de
esta Ley o que de cualquier forma intervengan en el otor-
gamiento de licencias, permisos o autorizaciones para el
correcto funcionamiento de las actividades reguladas o re-
lacionadas con esta Ley, que asistan a locales, abiertos o
cerrados, a sabiendas de que ahí se celebran juegos prohi-
bidos, o juegos con apuestas o sorteos sin autorización de
la Comisión, siempre que no lo hagan en cumplimiento de
sus funciones; 

IV.- A quienes en cualquier forma ejerzan coacción o inti-
midación sobre los jugadores o participantes en los juegos
con apuestas o sorteos previstos en esta Ley, para obtener
un beneficio ilícito. 

Tratándose de los empresarios, gerentes, administradores,
encargados, agentes, trabajadores o empleados de los esta-
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blecimientos regulados por esta Ley, que lleven a cabo la
conducta a que se refiere el párrafo anterior, la pena pre-
vista se aumentará en un cincuenta por ciento; y 

V.- A los empresarios, gerentes, administradores, encarga-
dos o agentes de las permisionarias, así como a los emplea-
dos de los establecimientos, que presenten información o
documentación falsa para obtener cualquiera de los permi-
sos y licencias a que se refiere esta Ley.

Artículo 172.- Se aplicará prisión de cinco a diez años a
los empresarios, gerentes, administradores, encargados y
agentes de un establecimiento que proyecten o manipulen
el resultado de cualquier juego con apuestas o sorteo, o el
mantener y llevar, sin autorización, el registro o conteo de
las cartas jugadas, así como hacer trampa, de cualquier ma-
nera, en cualesquiera de los juegos con apuestas, sorteos o
máquinas autorizadas por esta Ley. 

Artículo 173.- Se impondrá de cinco a quince años de pri-
sión y de diez mil a cincuenta mil días de salario mínimo
al que por sí o por interpósita persona realice cualquiera de
las siguientes conductas, utilizando alguno o algunos de los
juegos con apuestas y sorteos, o los establecimientos, re-
gulados por esta Ley: adquiera, enajene, administre, custo-
die, cambie, deposite, dé en garantía, invierta, transporte o
transfiera, dentro del territorio nacional, de éste hacia el ex-
tranjero, o a la inversa, recursos, derechos o bienes de cual-
quier naturaleza, con conocimiento de que proceden o re-
presentan el producto de una actividad ilícita, con alguno
de los siguientes propósitos: ocultar o pretender ocultar,
encubrir o impedir conocer el origen, localización, destino
o propiedad de dichos recursos, derechos o bienes, o alen-
tar alguna actividad ilícita. 

La misma pena se aplicará a los empleados y funcionarios
de los establecimientos regulados por esta Ley, que dolo-
samente presten ayuda o auxilien a otro para la comisión de
las conductas previstas en el párrafo anterior, sin perjuicio
de los procedimientos y sanciones administrativas que co-
rrespondan conforme a esta misma Ley. 

La pena prevista en el primer párrafo será aumentada has-
ta en una mitad, cuando la conducta ilícita se cometa por
servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, in-
vestigar o juzgar la comisión de delitos. En este caso, se
impondrá a dichos servidores públicos, además, inhabili-
tación para desempeñar empleo, cargo o comisión públi-
cos hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión im -
puesta. 

Las conductas previstas en este artículo se persiguen de
oficio. Cuando la Comisión en ejercicio de sus facultades
de fiscalización, encuentre elementos que permitan presu-
mir la comisión de los delitos referidos en el presente ar-
tículo, deberá ejercer respecto de los mismos las facultades
de comprobación que le confiere esta Ley y, en su caso,
denunciar ante el Ministerio Público Federal, los hechos
que probablemente puedan constituir dicho ilícito. 

Para efectos de este artículo se entiende que son producto
de una actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de
cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o
certeza de que provienen directa o indirectamente, o repre-
sentan las ganancias derivadas de la comisión de algún de-
lito y no puede acreditarse su legítima procedencia. Para
los mismos efectos, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y las instituciones del sistema financiero prestarán
auxilio y colaboración a la Comisión. 

Artículo 174.- Las sanciones impuestas con motivo de los
delitos previstos en este Capítulo, serán aplicadas sin per-
juicio de las que señale la legislación federal y local en ma-
teria penal y de responsabilidades de los servidores públi-
cos. 

Artículo 175.- Además de las penas señaladas en los ar-
tículos precedentes, se aplicará la pena de decomiso de to-
dos los instrumentos y objetos de juego y de todos los
bienes o dinero que constituyan el producto del mismo. En
el caso de los delitos establecidos en el artículo 171 de la
presente Ley, se decretará además, la disolución del nego-
cio o sociedad bajo cuyos auspicios se haya cometido el
delito. 

TRANSITORIOS DEL ARTÍCULO PRIMERO 

Artículo Primero.- La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración y se derogan todas las disposiciones que se le
opongan, con excepción de los casos establecidos en los ar-
tículos siguientes. 

Artículo Segundo.- Se abroga la Ley Federal de Juegos y
Sorteos publicada en el Diario Oficial de la Federación el
31 de diciembre de 1947. Las disposiciones administrati-
vas en vigor continuarán aplicándose en lo conducente has-
ta en tanto se expidan los ordenamientos que las sustituyan.
Los procedimientos en curso deberán tramitarse conforme
a la Ley Vigente al momento de realizarse la solicitud res-
pectiva. 
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Artículo Tercero.- Los permisos otorgados con anteriori-
dad a la entrada en vigor de esta Ley se respetarán en los
términos y condiciones consignados en los respectivos tí-
tulos en que fueron concedidos, sin perjuicio del cumpli-
miento de las disposiciones previstas en este decreto y las
demás leyes aplicables. 

En el caso de que al inicio de la vigencia de esta Ley, algún
medio de radiodifusión venga efectuando sorteos en con-
cursos dentro de su programación, podrán continuar ha-
ciéndolo en los mismos términos de la autorización corres-
pondiente, salvo que se trate de una nueva, lo que atenderá
a lo establecido en esta Ley y la Ley Federal de Radio y Te-
levisión y su Reglamento. 

Artículo Cuarto.- Por cuanto a los permisos que hayan si-
do otorgados de manera global a un permisionario, en lo
sucesivo, se entenderá que por cada establecimiento y mo-
dalidad existe un permiso individual el cual se entenderá
numerado en forma sucesiva a favor del permisionario. 

En el caso de que no se especifique la plaza o lugar de ubi-
cación del establecimiento para el que haya sido otorgado
el permiso respectivo, los permisionarios contarán con un
plazo de dos años, contados a partir de la entrada en vigor
de esta Ley, para presentar los estudios a que se refiere el
artículo 115 de la misma, a efecto de solicitar la autoriza-
ción para que sea ubicado en una plaza y lugar determi -
nados. 

Artículo Quinto.- El Ejecutivo Federal deberá promulgar
y publicar el reglamento a que se refiere el artículo 23 de
esta Ley. en un plazo de dieciocho meses, contado a partir
del día en que la Comisión inicie formalmente sus labores
y los permisos a que se refiere el CAPITULO III “DE LOS
CASINOS”, de la SECCION PRIMERA del TITULO SE-
GUNDO de esta Ley que comprende los artículos 20 a 28
de la misma, y los demás artículos que están directamente
relacionados con tales disposiciones y las primeras solici-
tudes para la instalación y operación de los establecimien-
tos correspondientes podrán presentarse a partir de que el
referido reglamento tenga un año de publicado y la citada
Comisión deberá resolver tales solicitudes, como conforme
a derecho corresponda, en un plazo de dieciocho meses,
contado a partir de que sean presentadas. 

Las empresas, establecimientos o sociedades civiles o mer-
cantiles que a la fecha de inicio del presente decreto incor-
poren en su nombre, denominación o razón social, el tér-
mino “casino” conforme a cualquier autorización de

autoridad competente podrán conservarlo, advirtiendo en
cualquier tipo de propaganda o publicidad que difundan, que
no cuentan con permiso para realizar juegos con apuestas. 

Artículo Sexto.- Durante los dos primeros años de vigen-
cia de esta Ley la Comisión solo otorgará permisos para la
instalación y operación de casinos con instalaciones direc-
tas, accesorias y complementarias cuyas dimensiones y ca-
racterísticas mínimas deberán ser las siguientes: 

a).- 1000 empleos permanentes directos en el estableci-
miento de casino y en las instalaciones accesorias y com-
plementarias que se señalan en el inciso siguiente; 

b).- 12,000 m2 de superficie total, que podrán incluir ade-
más de áreas públicas cubiertas y áreas de operación y cir-
culación las siguientes: 

1.- 5,000 m2 de superficie de juego; 

2.- 1,250 máquinas tragamonedas; 

3.- 40 mesas de juego para ruleta, dados, rueda de la fortu-
na y naipes; 

4.- 1,500 m2 de restaurantes para 600 comensales; 

5.- 700 m2 de áreas de entretenimiento; y 

6.- 200 m2 de bares.

Las especificaciones, equipamiento acabados, estándares
de calidad y demás características de construcción, deberán
corresponder a una inversión no menor del equivalente a
233 días de salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal por metro cuadrado, y los instrumentos de juego,
incluyendo tipo y calidad de las mesas, máquinas tragamo-
nedas , demás implementos de juego y accesorios en gene-
ral deberán corresponder al menos, a las equivalentes pro-
medio que respecto de dichos características tengan en
total los [veinte] casinos a que se refiere el inciso a) del ar-
tículo 63 de esta Ley. 

Artículo Séptimo.- Las obligaciones a cargo de los permi-
sionarios previstas en esta Ley, en lo conducente, les serán
aplicables desde el momento de la entrada en vigor de este
ordenamiento. Cuando el cumplimiento de dichas obliga-
ciones implique la observancia de procedimientos previs-
tos en la Ley que se expide, la Comisión establecerá los
plazos que estime necesarios y que en ningún caso podrán
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exceder de ciento ochenta días hábiles, previa solicitud de
los interesados y examen de la misma, a efecto de que se
realicen la modificaciones y actualizaciones previstas por
la Ley. El incumplimiento de estas disposiciones transitorias
será sancionado en los términos de la Ley que se expide. 

Artículo Octavo.- La Comisión a que se refiere el TITU-
LO CUARTO de esta Ley, deberá quedar integrada a más
tardar dentro de los ciento ochenta días naturales contados
a partir de la fecha de su publicación. 

Para efectos de lo previsto en el artículo 114 de la presen-
te Ley, por primera y única vez, el nombramiento de los
Comisionados Ciudadanos del Pleno de la Junta de Comi-
sionados expirará cada dos años, a partir de la fecha de su
nombramiento. 

La duración del encargo de los integrantes ciudadanos a los
que se refiere el párrafo anterior se determinará mediante
un procedimiento de insaculación que se realizará en la pri-
mera sesión en que todos entren en funciones. 

Una vez integrada e instalada la Comisión, la autoridad ac-
tualmente en funciones llevará a cabo los procedimientos
de entrega-recepción que correspondan. 

El personal y las instalaciones, mobiliario, equipo y demás
patrimonio de la actual Dirección de Juegos y Sorteos de la
Secretaría de Gobernación, pasarán a formar parte del per-
sonal y patrimonio de la autoridad en materia de sorteos
prevista por esta Ley. 

Artículo Noveno.- El reglamento de esta Ley deberá ser
expedido por el titular del Ejecutivo Federal dentro de los
noventa días naturales siguientes a la integración de la Co-
misión prevista en el Título Cuarto de este ordenamiento. 

Artículo Décimo.- Las empresas, establecimientos o so-
ciedades o asociaciones civiles o mercantiles que a la fecha
de entrada en vigor de la presente Ley incorporen en su
nombre, denominación o razón social, el término “casino”,
conforme a cualquier autorización de autoridad competen-
te, podrán conservarlo advirtiendo en cualquier tipo de pro-
paganda o publicidad que realicen que no cuentan con per-
miso para realizar juegos con apuestas. 

Artículo Décimo Primero.- El Ejecutivo Federal provee-
rá de los recursos necesarios para el cumplimiento de sus
funciones a las autoridades que establece esta Ley. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona la Ley Federal de
Derechos, con el artículo 19I, para quedar como sigue: 

Artículo 191.- Las sociedades que pretendan obtener un
permiso para la instalación y operación de un estableci-
miento en el que se realicen juegos con apuestas, deberán
pagar los siguientes derechos: 

I.- Por el estudio y trámite de la solicitud de autorización
para la constitución y operación el 1 % del monto de la in-
versión que la misma sociedad se comprometa a realizar en
la instalación de dicho establecimiento, sin que la cantidad
sea inferior a $300,000.00. 

II.- Por la autorización para la instalación y operación de
cada establecimiento $100,000.00, y 

III.- Por la Inspección y vigilancia anual de cada estableci-
miento el 0.5 % de los ingresos totales brutos del estable-
cimiento correspondiente.

TRANSITORIOS DEL ARTÍCULO SEGUNDO 

ARTÍCULO UNICO.- Las disposiciones contenidas en
este Artículo entrarán en vigor al día siguiente de la publi -
cación del presente Decreto. 

ARTÍCULO TERCERO.- Se adicionan el artículo 2º con
la fracción III, el artículo 18 con la fracción XII; el TITU-
LO TERCERO “De los Juegos con Apuestas” que com-
prende los artículos 26 A; 26 B; 26 C; 26 D; y 26 E; y el
artículo 28 con una fracción IV todos ellos de la Ley del
Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios para que-
dar como sigue: 

Artículo 2.- ... 

I.- ... 

II.- ...;y 

III.- En la realización de apuestas en dinero con motivo de
las siguientes actividades: 

A) La ruleta; 

B) Los dados; 

C) Las cartas o naipes; 
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D) La rueda de la fortuna; 

E) Las máquinas tragamonedas; 

F) Los juegos de números; 

G) Los eventos deportivos y las competencias transmitidos
en tiempo real; 

H) Las carreras de caballos que se realicen en hipódromos
o carriles; 

I) Las carreras de galgos que se realicen en galgódromos; 

J) Las peleas de gallos que se realicen en palenques; y 

K) El frontón, cesta punta o jai alai que se realicen en fron-
tones.

En todos los supuestos anteriores la tasa será del 9 %. 

Artículo 18.- ... 

I a XI.- ...; 

XII.- Los juegos con apuestas que realicen el gobierno fe-
deral, los gobiernos estatales o municipales o sus respecti-
vas administraciones públicas paraestatales con base en le-
yes especiales y cuyos productos se dediquen a la
asistencia pública.

TITULO TERCERO 
De los Juegos con Apuestas 

Artículo 26 A.- El impuesto a las actividades que confor-
me a lo establecido en la fracción III del artículo 18 de es-
ta Ley será pagado por quienes sean titulares de permisos
otorgados por las autoridades competentes para desarrollar
y operar establecimientos en los que se realicen juegos con
apuestas. 

Artículo 26 B.- El impuesto a que se refiere este título se
aplicará al total de los ingresos brutos del permisionario,
entendiéndose como tal, el total de ingresos obtenido por
concepto de apuestas, menos el total de las cantidades pa-
gadas a los jugadores, por concepto de premios. 

Artículo 26 C.- Los permisionarios de juegos con apuestas
a que se refiere este Título, deberán entregar al Servicio de

Administración Tributaria información mensual de carác-
ter financiero sobre la operación de su establecimiento, a
más tardar el día 20 del mes siguiente a aquél sobre el cual
verse tal informe. Este informe deberá contener el detalle
de los ingresos brutos obtenidos por la realización de las
actividades correspondientes. 

Artículo 26 D.- Con base en el informe a que se refiere el
artículo anterior, los permisionarios ahí señalados, deberán
enterar dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha
de presentación del referido informe financiero, el impues-
to establecido en la fracción III del artículo 18 de esta Ley. 

Artículo 26 E.- La recaudación del impuesto a que se re-
fiere este Título, se repartirá en tres partes, una para la Fe-
deración y las otras dos para la entidad federativa y el mu-
nicipio, en que se ubique el establecimiento del
contribuyente, respectivamente. 

Artículo 28.- ... 

I a III.- ...;y 

IV.- Del importe recaudado sobre juegos con apuestas: 

a) 30% a la entidad federativa en que se ubique el estable-
cimiento del permisionario correspondiente; y 

b) 50% al municipio en que se ubique el establecimiento
del permisionario correspondiente.

Las entidades federativas y los municipios dispondrán de
los recursos a que se refiere este artículo conforme a los
que dispongan las leyes que los rijan. 

TRANSITORIOS DEL ARTÍCULO TERCERO 

ARTÍCULO UNICO.- Las disposiciones contenidas en
este Artículo entrarán en vigor al día siguiente de la publi -
cación del presente Decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el día 29 de
abril de 2004.— Integrantes de la Subcomisión de Infraes-
tructura Turística y Desarrollo:— Diputados: Francisco
Javier Bravo Carvajal, coordinador; Wintilo Vega Murillo,
integrante (rúbrica); Gonzalo Alemán Migliolo, integrante
(rúbrica), Margarita Martínez López, PRI; Carlos Zeferino
Torreblanca Galindo, PRD; Guillermo Zorrilla Fernández,
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PRI; Narciso Agúndez Montaño, PRD; Félix Arturo Gon-
zález Canto, PRI. 

Diputados integrantes de la Comisión de Turismo: Jesús
Lomeli Rosas, PRI; Oscar Bitar Haddad, PRI; Irma Fi-
gueroa Romero, PRD; Alvaro Burgos Barrera, PRD; Gua-
dalupe Morales Rubio, PRD; Raúl Piña Horta, Secretario
PVEM; Guillermo del Valle Reyes, integrante PRI; Fran-
cisco Mora Ciprés, integrante PRD; Jorge Fernando Fran-
co Vargas, integrante PRI; Félix Arturo González Canto,
Secretario PRI; Gonzalo Guízar Valladares, integrante
PRI; Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Secretario PRI. 

Diputados que buscan modernizar a México, promover la
generación de empleos y fomentar el Turismo: Pablo Ana-
ya Rivera, PRI; Rómulo Isael Salazar Macías, PRI; Ubal-
do Aguilar Flores, PRI; Alfonso Sánchez Hernández, PRI;
Marco Antonio García Ayala, PRI; Jorge Uscanga Esco-
bar, PRI; Laura Elena Martínez Rivera, PRI; Ricardo Ro-
dríguez Rocha, PRI; Eduardo Olmos Castro, PRI; Baltazar
Manuel Hinojosa Ochoa, PRI; Oscar Martín Ramos Sali-
nas, PRI Jorge Ortiz Alvarado, PRI; Juan Bustillos Mon-
talvo, PRI; José Porfirio Alarcón Hernández, PRI; Alfonso
Juventino Nava Díaz, PRI; Luis Antonio Ramírez Pineda,
PRI; Juan Antonio Gordillo Reyes, PRI; María Elena
Orantes López, PRI; Juan Manuel Dávalos Padilla, PRI;
Rogelio Humberto Rueda Sánchez, PRI; Adrián Víctor Hu-
go Islas Hernández, PRI; Carlos Blackaller Ayala, PRI;
Lázaro Arias Martínez, PRI; Jorge Baldemar Utrilla Ro-
bles, PRI; Carlos Flores Rico, PRI; Gonzalo Guízar Valla-
dares, PRI; José Alfonso Muñoz Muñoz, PRI; Victor Ma-
nuel Alcérreca Sánchez, PRI; Emilio Badillo Ramírez,
PRI; Marco Antonio Torres Hernández, PRI; Ernesto Alar-
cón Trujillo, PRI; Martín Remigio Vidaña Pérez, PRI;
Humberto Francisco Filizola Haces, PRI; Benjamín Saga-
hón Medina, PRI; Julián Nazar Morales, PRI; Manuel Ve-
lasco Coello, PVEM; Luis Antonio González Roldán ,
PVEM; Javier Orozco Gómez, PVEM; Jacqueline Guada-
lupe Argüelles Guzmán, PVEM; César Amín González
Orantes, PRI; Leonardo Alvarez Romo, PVEM; Jorge Le-
gorreta Ordorica, PVEM; Fernando Espino Arévalo,
PVEM; Francisco Xavier Alvarado Villazón, PVEM; Ra-
fael García Tinajero Pérez, PRD; Dolores del Carmen Gu-
tiérrez Zurita, PRD; María del Rosario Herrera Ascencio,
PRD; Javier Manzano Salazar, PRD; Hugo Rodríguez
Díaz, PRI; Sergio Augusto Magaña Martínez, PRD; Abda-
llán Guzmán Cruz, PRD; Omar Ortega Alvarez, PRD; José
Luis Cabrera Padilla, PRD; Martha Lucía Mícher Cama-
rena, PRD; Emilio Zebadúa González, PRD; Tomás Cruz
Martínez, PRD; Pascual Sigala Páez, PRD; Yadira Serra-

no Crespo, PRD; Reynaldo Francisco Valdés Manzo,
PRD; Francisco Mora Ciprés, PRD; Isidro Ruíz Argaiz,
PRD; Margarito Fierros Tano, PRD; Gerardo Ulloa Pérez,
PRD; Jazmín Elena Zepeda Burgos, PRD; Héctor Miguel
Bautista López, PRD; Gelacio Montiel Fuentes, PRD;
Narciso Agúndez Montaño, PRD; Francisco Javier Sauce-
do Pérez, PRD; Alfonso Ramírez Cuéllar, PRD; Susana
Guillermina Manzanares Córdova, PRD; Martín Remigio
Vidaña Pérez, PRI; José Luis Flores Hernández, PRI; Juan
Manuel Dávalos Padilla, PRI; Gerardo Montenegro Iba-
rra, PRI; Raúl José Mejía González, PRI; Roger David Al-
cocer García, PRI; Pablo Pavón Vinales, PRI; Víctor Fé-
lix Flores Morales, PRI; Gaspar Avila Rodríguez, PRI;
Maximino Alejandro Fernández Avila, PVEM; Enrique
Guerrero Santana, PRI; Alfredo Villegas Arreola, PRI;
Sergio Armando Chávez Dávalos, PRI; José Manuel Ca-
rrillo Rubio, PRI; Quintín Vázquez García, PRI; Hugo Ro-
dríguez Díaz, PRI; Francisco Javier Guizar Macías, PRI;
Evelia Sandoval Urbán, PRI; Jorge Leonel Sandoval Fi-
gueroa, PRI; Marcelo Tecolapa Tixteco, PRI; José Rubén
Figueroa Smutny, PRI; Abel Echeverría Pineda, PRI; Ma-
rio Moreno Arcos, PRI; David Hernández Pérez, PRI; Ale-
jandro Saldaña Villaseñor, PRI; Miguel Amezcua Alejo,
PRI; Sonia Rincón Chanona, PRI; Cruz López Aguilar,
PRI; Alfredo Villegas Arreola, PRI; Omar Bazán Flores,
PRI; Abraham Velázquez Iribe, PRI; Francisco Cuauhté-
moc Frías Castro, PRI; Diva Hadamira Gastélum Bajo,
PRI; Armando Leyson Castro, PRI; Esteban Valenzuela
García, PRI; Guadalupe de Jesús Vizcarra Calderón, PRI;
Bernardo Vega Carlos, PRI; José Alberto Aguilar Iñárritu,
PRI; Juan Antonio Guajardo Anzaldúa, PT; Luis Eduardo
Espinoza Pérez, PRD; Raúl Pompa Victoria, PRI; Lorenzo
Miguel Lucero Palma, PRI; José Mario Wong Pérez, PRI;
Humberto Cervantes Vega, PRI; Arturo Robles Aguilar,
PRI; Gonzalo Moreno Arévalo, PRI; Carlos Mireles Mo-
rales, PRI; Francisco Arroyo Vieyra, PRI; Eduardo Alon-
so Bailey Elizondo, PRI; María Cristina Díaz Salazar,
PRI; Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, PRI; Lilia Isabel
Aragón del Rivero, PRI; David Hernández Pérez, PRI;
Claudia Ruiz Massieu Salinas, PRI; Ivonne Aracelly Orte-
ga Pacheco, PRI; Filemón Primitivo Arcos Suárez Peredo,
PRI; María Sara Rocha Medina, PRI; María del Consuelo
Rafaela Rodríguez de Alba, PRI; Carmen Guadalupe Fonz
Sáenz, PRI; Francisco Luis Monárrez Rincón, PRI; Norma
Elizabeth Sotelo Ochoa, PRI; Rebeca Godínez y Bravo,
PRI; José Adolfo Murat Macías, PRI; Marco Antonio Gu-
tiérrez Romero, PRI; Esthela de Jesús Ponce Beltrán, PRI;
José García Ortiz, PRI; Armando Neyra Chávez, PRI; Lino
Celaya Luría, PRI; Paulo José Luis Tapia Palacios, PRI;
Eviel Pérez Magaña, PRI; Oscar Pimentel González, PRI;
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Jesús Zúñiga Romero, PRI; Fernando Donato De las
Fuentes Hernández, PRI; Eduardo Olmos Castro, PRI; Ri-
cardo Rodríguez Rocha, PRI; Esteban Valenzuela García,
PRI; Bernardo Vega Carlos, PRI; Juan Manuel Vega Ra-
yet, PRI; Jesús Morales Flores, PRI; Leticia Gutiérrez Co-
rona, PRI; Jesús Tolentino Román Bojórquez, PRI; Martín
Carrillo Guzmán, PRI; Jorge Uscanga Escobar, PRI; Con-
suelo Muro Urista, PRI; Alfonso González Ruiz, PRI; Juan
Carlos Pérez Góngora, PRI; Oscar Rodríguez Cabrera,
PRI; Teofilo Manuel García Corpus, PRI; Jacobo Sánchez
López, PRI; Alfonso Rodríguez Ochoa, PRI; Luis Antonio
Ramírez Pineda, PRI; Fernando Ulises Adame de León,
PRI; Roberto Antonio Marrufo Torres, PRI; Enrique Bur-
gos García, PRI; Leticia Gutiérrez Corona, PRI; Carlos
Mireles Morales, PRI; Adrián Villagómez García, PRI;
Mayela María de Lourdes Quiroga Tamez, PRI; Manuel
Velasco Coello, PVEM; Humberto Cervantes Vega, PRI;
María de Jesús Aguirre Maldonado, PRI; Gonzalo Ruíz
Cerón, PRI; Gaspar Avila Rodríguez, PRI; Víctor Ernesto
González Huerta, PRI; Isaías Soriano López, PRI; Jesús
Tolentino Román Bojórquez, PRI; Felipe Medina Santos,
PRI; Gema Isabel Martínez López, PRI; José Carmen Ar-
turo Alcántara Rojas, PRI; José Guzmán Santo, PRI; José
Rubén Figueroa Smutny, PRI; Mario Moreno Arcos, PRI;
Marcelo Tecolapa Tixteco, PRI; Roger David Alcocer Gar-
cía, PRI; Angel Paulino Canul Pacab, PRI; Antonio Fran-
cisco Astiazarán Gutiérrez, PRI; Julio César Córdova
Martínez, PRI; Rafael Galindo Jaime, PRI; Rogelio Rodrí-
guez Javier, PRI; Ángel Augusto Buendía Tirado, PRI; Eu-
genio Mier y Concha Campos, PRI; Carlos Manuel Rovi-
rosa Ramírez, PRI; Concepción Olivia Castañeda Ortiz,
PRI; Filemón Primitivo Arcos Suárez Peredo, PRI; Marco
Antonio Torres Hernández, PRI; Belizario Iram Herrera
Solís, PRI; Fidel René Meza Cabrera, PRI; Florencio Co-
llazo Gómez, PRI; Alfonso Juventino Nava Díaz, PRI; Fer-

mín Trujillo Fuentes, PRI; Raúl Pompa Victoria, PRI;
Francisco Luis Monárrez Rincón, PRI; Rosario Sáenz Ló-
pez, PRI; Jaime Fernández Saracho, PRI; Pedro Avila Ne-
várez, PRI; Alfonso Rodríguez Ochoa, PRI; Marco Antonio
Gutiérrez Romero, PRI; Francisco Alberto Jiménez Meri-
no, PRI; Jorge Fernando Franco Vargas, PRI; Sofia Cas-
tro Ríos, PRI; José Manuel Abdala de la Fuente, PRI; Ser-
gio Arturo Posadas Lara, PRI; Oscar Martín Ramos
Salinas, PRI; Baltasar Hinojosa Ochoa, PRI; Cruz López
Aguilar, PRI; Humberto Gilizola, PRI; Gonzalo Alemán
Migliolo, PRI; Jesús Humberto Martínez de La Cruz, PRI;
Carlos Flores Rico, PRI; Graciela Larios Rivas, PRI; Ma-
rio Alberto Rafael Zepahua Valencia, PRI; Jesús María
Ramón Valdez, PRI; Cuauhtémoc Ochoa Fernández,
PVEM; Alejandro Agundis Arias, PVEM; Lorenzo Miguel
Lucero Palma, PRI; Nora Elena Yu Hernández, PRI;
Kenny Dense Arroyo González, PRI; Raúl Piña Horta,
PRI; Roger David Alcocer García, PRI; Víctor Félix Flo-
res Morales, PRI; Blanca Estela Gómez Carmona, PRI;
Carlos Osvaldo Pano Becerra, PRI; Roberto Aquiles Agui-
lar, PRI; Mario Carlos Culebro Velasco, PRI; Jorge Bal-
demar Utrilla Robles, PRI; Francisco Grajales Palacios,
PRI; Jesús María Ramón Valdez, PRI; Félix Adrián Fuen-
tes Villalobos, PVEM; Horacio Duarte Olivares, PRD; Irma
Sinforina Figueroa Romero, PRD; María del Rosario He-
rrera Ascencio, PRD; Javier Manzano Salazar, PRD; Gui-
llermo Del Valle Reyes, PRI; Julio Horacio Lujambio
Moreno, PVEM; Federico Barbosa Gutiérrez, PRI; Rosa-
lina Mazari Espín, PRI; Martha Palafox Gutiérrez, PRI;
Elpidio Desiderio Concha Arellano, PRI; Jesús Angel Díaz
Ortega, PRI; Heliodoro Carlos Díaz Escarraga, PRI.»

Turnada a las comisiones unidas de Gobernación, de
Turismo y de Hacienda y Crédito Público.
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